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			Resumen. En este artículo se analiza el perfil de ingreso de los hogares en México. Para ello, se estimó un modelo semiparamétrico por sexo de la jefatura del hogar. Los resultados indican que el perfil de ingreso de hogares con jefatura femenina, por efecto de la edad, presenta una forma de U invertida plana, que contrasta con el planteamiento de la hipótesis del ciclo de vida. En contraparte, las pautas de ingreso de hogares con jefatura masculina tienen la forma establecida en esta hipótesis, y este perfil no se ve afectado por la estructura familiar, como en el caso femenino. Se confirma entonces que el ingreso de los hogares dirigidos por mujeres es más bajo a lo largo del ciclo de vida.

			Palabras clave: ingreso de los hogares; hipótesis del ciclo de vida; jefatura femenina y masculina; modelo semiparamétrico; método de pseudopanel.

			Clasificación jel: C14; D31; E24.

			

			Life-Cycle Hypothesis in Mexico: An Analysis of Income by Gender

			Abstract. This paper analyzes the income profile of Mexican households. In order to do so, a semi-parametric model was estimated using gender of the head of the household. The results indicate that, due to the age effect, the income profile of households with a female head of household forms a flat, inverted U, in contrast to the proposition put forth by the life-cycle hypothesis. Conversely, income patterns of male-headed households were consistent with the form established in the hypothesis. Unlike its female counterpart, this profile was unaffected by family structure. This confirms that income is lower in female-headed households throughout the life cycle.

			Key Words: household income; life cycle hypothesis; female and male-headed households; semi-parametric model; pseudo-panel method.

			

			1. Introducción

			

			El perfil de U invertida planteado en la hipótesis del ciclo de vida (HCV) no siempre se cumple, debido a que existen diversos factores que afectan las pautas de ingreso y consumo (Deaton, 1997). Una característica distintiva entre hombres y mujeres son sus trayectorias laborales a lo largo del ciclo de vida. Tal como señalan Espino et al. (2014) la trayectoria laboral de las mujeres puede verse interrumpida por situaciones como la maternidad, el cuidado de los hijos, así como la división sexual del trabajo al interior del hogar. Es importante enfatizar que las diferencias de género no sólo se aprecian en el mercado laboral, sino también en otros aspectos como la educación y las fuentes de ingreso (Bobbitt-Zeher, 2007). El análisis de las pautas de ingreso es relevante porque la concepción de bienestar económico se asocia a la falta de recursos monetarios refiriéndose así al estado de pobreza por ingresos. Al respecto, Scuro et al. (2010, p.10) indican que: “Los ingresos monetarios constituyen un recurso fundamental –aunque no el único– para el bienestar de las personas y son un indicador de la capacidad que tienen los hogares para satisfacer sus necesidades”.1

			

Es en esta línea que la literatura hace énfasis sobre la importancia de un enfoque dinámico que permita explicar la evolución de los ingresos en el ciclo de vida de la población. Para tal efecto, se plantean las siguientes preguntas: ¿cuáles han sido las fuentes de ingresos de los hogares en México en el periodo 1994-2014? ¿Cuál es el perfil de ingreso de los hogares por efecto de la edad? ¿Cuáles son las diferencias según el sexo de la jefatura? El objetivo central de esta investigación es analizar el perfil de ingreso de los hogares, por efecto de la edad, en el periodo 1994-2014, a partir de una estimación semiparamétrica utilizando cohortes sintéticas por sexo de la jefatura.






			Los resultados muestran que la HCV no se cumple para los hogares con jefatura femenina, porque sus pautas de ingreso no presentan una forma de U invertida. Por el contrario, el perfil de ingreso de los hogares con jefatura masculina sigue el patrón establecido en esta hipótesis. Se demuestra que para estos hogares la estructura familiar no afecta las pautas de su ingreso y se confirma que los ingresos de los hogares de jefatura femenina son más bajos que los de la masculina a lo largo del ciclo de vida, incluso cuando las jefas cuentan con el mismo nivel de escolaridad que los jefes. El artículo se estructura de la siguiente forma: en la segunda sección, se presentan los referentes teórico-empíricos que sustentan la investigación. En la tercera sección, se exponen los aspectos metodológicos. En la cuarta sección, se describen las principales características sociodemográficas y la evolución del ingreso de los hogares en el tiempo. En la quinta sección, se muestran los resultados de la estimación del efecto edad en la función del ingreso en el ciclo vida de los hogares. En la última sección, se presentan las conclusiones y algunas recomendaciones de política pública.

			

			2. Referentes teórico-empíricos

			

			El comportamiento del ingreso puede ser entendido a partir del planteamiento de la HCV propuesta por Modigliani y Brumberg (1954). Los autores suponen que la utilidad marginal del consumo de las personas es constante a lo largo de la vida, considerando que el consumo es una función del ingreso laboral y que sigue una trayectoria en forma de U invertida. En las primeras etapas de la vida, frente a la ausencia de ingresos por trabajo, se requiere de apoyos, transferencias y préstamos. Sin embargo, cuando se llega a las edades intermedias, los ingresos derivados de la actividad laboral comienzan a aumentar y su nivel es superior al consumo, ofreciendo más posibilidades de ahorro. Mientras que durante el último tramo de la vida, se reduce la participación en el mercado laboral y con ello se presenta una pérdida de los ingresos por trabajo, por lo tanto, es necesario acudir a los recursos previamente acumulados (ahorros) y de nuevo a las transferencias y a los apoyos primarios. 

			La HCV permite analizar la variable del ingreso desde un enfoque dinámico, al plantear su evolución a lo largo de la vida. Para el caso mexicano existen varias investigaciones que toman como marco analítico la HCV y analizan el ingreso, aunque de manera indirecta, ya que el énfasis es sobre el comportamiento del ahorro (Attanasio y Székely, 1999; Solís y Villagómez, 1999; Fuentes y Villagómez, 2001). Por su parte, con estimaciones semiparamétricas, Campos y Meléndez (2013) analizan las pautas de consumo y Ceballos (2018) el pago de deuda en el ciclo vida. Las pautas de ingreso sugeridas en el planteamiento de la HCV están determinadas por diversos factores, entre ellos, aspectos de género. Las desigualdades en el uso del tiempo y el ciclo de vida del hogar condicionan la incorporación de las mujeres en el mercado laboral (Tepichin, 2011; Arriagada, 2005; Valenzuela, 2003). En consecuencia, la carga excesiva de trabajo no remunerado implica renunciar a actividades que generan ingresos o en su caso a empleos de jornada completa, lo que repercute directamente en el bienestar. Al respecto, Blau (1997, p. 47) señala que: “Una posible fuente de diferencias de género en el bienestar económico es la diferencia en la capacidad de combinar con éxito el trabajo y las responsabilidades familiares para alcanzar los objetivos deseados en ambas áreas”.




			En este contexto, Carrasco (2010) indica que la participación masculina en el mercado laboral suele tener una forma de U invertida, ya que ingresan y permanecen en él hasta su jubilación. En contraparte, la participación de las mujeres suele tomar una forma de M o de dos picos que representa: su entrada, su retiro (cuando nace su primer hijo) y su reincorporación (cuando el hijo menor ya no es por completo dependiente). Además, expone que la participación femenina también puede tener un perfil de un solo pico en el caso de que las mujeres no vuelvan a integrarse al mercado laboral.

			Al respecto, diversos autores (Sánchez et al., 2016; Montes y Villagómez, 2002) han comprobado que la presencia de niños pequeños determinan la participación laboral de las mujeres. Expresan la importancia de considerar la estructura de edad de los miembros del hogar, ya que un integrante mayor puede ayudar al cuidado de los infantes o incorporarse al mercado laboral y contribuir al ingreso familiar.

			

			3. Datos y metodología

			

			Fuente de información

			

			

La presente investigación empleó como fuente de información la Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares (enigh) que levanta el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), cuyo objetivo es proporcionar estadísticas del comportamiento (monto, procedencia y distribución) de los ingresos y de los gastos de los hogares. Así como las características ocupacionales y sociodemográficas de los integrantes del hogar, y de la infraestructura de la vivienda y del equipamiento del hogar. Se utilizaron los datos correspondientes a los años 1994, 1996, 1998, 2000, 2002, 2004, 2006, 2008, 2010, 2012 y 2014.2






			Construcción del pseudopanel

			

			Para analizar el perfil de ingreso, por efecto de la edad, se tomó como referente teórico la HCV, lo que implica dar seguimiento a la información de un mismo individuo en el tiempo. No obstante, es difícil tener una serie de observaciones consecutivas de la misma persona, porque la enigh es un instrumento de medición de corte transversal. A fin de resolver este problema, Browning et al. (1985) proponen la construcción de un pseudopanel. Esta técnica radica en la construcción de n cohortes sintéticas (grupos de individuos) definidas a partir de una característica fija, por ejemplo, el año de nacimiento, y para un intervalo constante. Esto permite seguir el comportamiento medio de las variables de interés de cada cohorte en encuestas sucesivas. Para esta investigación se construyeron 17 cohortes delimitadas por el año de nacimiento del jefe(a) de hogar en intervalos de cinco años. La cohorte 1 contempla a jefes(as) que tenían entre 80 y 84 años de edad, es decir, que nacieron entre 1910-1914. Se siguió este procedimiento hasta llegar a la cohorte número 17, con jefes(as) nacidos(as) entre 1990-1994, por lo que su edad oscila entre 20 y 24 años en 2014. La muestra se restringe a jefes(as) cuya edad mínima es de 20 años y máxima de 85 años, porque antes y después de este rango de edad se registran pocas observaciones.

			

			Definición de variables

			

			La variable central de este estudio es el ingreso debido a la importancia que tiene como mecanismo de bienestar económico. En específico, se analiza el comportamiento de las pautas de ingreso monetario, laboral y por transferencias. El ingreso monetario es la suma de ingreso laboral: trabajo subordinado o independiente, así como otros trabajos; rentas de la propiedad: ingresos provenientes de cooperativas, sociedades y empresas, y arrendamiento de activos tangibles y financieros; transferencias: jubilaciones, pensiones e indemnizaciones, becas, donativos, remesas, beneficios de programas gubernamentales, y en especie; y otros ingresos corrientes. Los ingresos fueron deflactados con el Índice Nacional de Precios al Consumidor (inpc) base 2014. Las variables de control son: 1) Hogares con y sin hijos. Se analizan tres grupos: a) únicamente con menores de 6 años de edad; b) sólo con menores de entre 6 y 12 años de edad, y c) sin menores de 13 años de edad. 2) Nivel de educación formal. Se establecen tres niveles: a) bajo, con estudios de primaria o menos; b) medio, con secundaria o preparatoria incompleta; y c) con preparatoria completa, carrera técnica, licenciatura y posgrado.




			Especificación y estimación del perfil de ingreso en el ciclo de vida 

			

			Para examinar el perfil de ingreso en el ciclo de vida de los hogares mexicanos, se estimó un modelo semiparamétrico, lineal en dos etapas, siguiendo a Speckman (1988) y Fernández-Villaverde y Krueger (2004, 2007). La regresión semiparamétrica tiene dos componentes: una forma paramétrica, obtenida por mínimos cuadrados ordinarios, y una forma no paramétrica, derivada de una función Kernel.3 La especificación es la siguiente: 
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			Donde [image: 2900.png] representa el ingreso del hogar, en la cohorte [image: 2916.png] y año [image: 2953.png]. Las variables cohorte y tiempo son dicotómicas para cada cohorte y año de la encuesta, estimadas de forma paramétrica. El residual [image: 2969.png] es aleatorio e independiente de las variables explicativas. La función [image: 2986.png] es una función suavizada de la [image: 3004.png] estimada de forma no paramétrica. Para su estimación se considera el planteamiento de Gutiérrez et al. (2003), utilizando polinomios locales, partiendo del modelo [image: 3023.png] donde [image: 3039.png] y [image: 3054.png] es la variable dependiente.4 La expresión para una aproximación de [image: 3820.png] puede definirse como: 
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			Donde [image: 3123.png] representa una función Kernel que proporciona mayor ponderación a los hogares con jefes(as) cuyas edades son próximas a los valores de [image: 3828.png]. A partir de la ecuación 2 se estima para cada punto [image: 3839.png] una aproximación [image: 3159.png].5 Para analizar las pautas de ingreso de los hogares, en este estudio, se utiliza una función Kernel Epanechnikov con un polinomio de grado cero.

			Uno de los problemas que se presentan al estimar la ecuación (1) es que los efectos de cohorte, tiempo y edad son linealmente dependientes, originando multicolinealidad perfecta al incluir todas las variables en la ecuación. Por lo tanto, para evitar este problema en este estudio se sigue la propuesta de Deaton (1997) y se asume que las variables dicotómicas para cada año [image: 3735.png] de la encuesta no están correlacionadas a una tendencia de tiempo y la suma de los coeficientes de las variables dicotómicas es cero. Así, la ecuación propuesta permite crear variables dicotómicas artificiales con base en las dicotómicas por año:

			

			
				
					
					
				
				
					
							
							[image: 3180.png]

						
							
							(3)

						
					

				
			

			

			 

			Donde [image: 3202.png] es la variable dicotómica para cada año, y es igual a 1 si el año es [image: 3225.png] y 0 en caso contrario. Para este estudio [image: 3248.png] indica el año de la primera encuesta utilizada, es decir, 1994; [image: 3266.png] corresponde a la segunda encuesta, 1996; hasta llegar a [image: 3287.png]referente a 2014.

			

			

			Ajuste de los datos con escalas de equivalencias

			

			Con el objetivo de estimar el efecto de la composición y tamaño del hogar sobre las pautas del ingreso, se ajustaron los datos con escalas de equivalencia.6 En esta línea temática, las escalas elaboradas por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) han sido ampliamente utilizadas en la literatura empírica. Por lo tanto, en el presente trabajo se emplea la escala más actual propuesta por el organismo, y que consiste en dividir el ingreso entre la raíz cuadrada del tamaño del hogar, debido a que se asume que las necesidades aumentan menos que proporcionalmente con el tamaño del hogar (OCDE, 2008).7




			4. Estadística descriptiva

			

			Características sociodemográficas de los hogares mexicanos en el tiempo

			

			México ha presentado importantes cambios demográficos en el tiempo. Con base en datos de la enigh (1994-2014), la dinámica observada en los hogares muestra un incremento de unidades familiares con jefatura femenina, así como una disminución del número de integrantes y un aumento en la edad promedio de los(as) jefes(as) del hogar. Para 1994, había 19.2 millones de hogares; sólo 15.4% eran encabezados por mujeres y 85% por hombres. En 2014, el porcentaje de hogares con jefatura femenina se incrementó de forma significativa, representó 25.7% de 31.6 millones de hogares, por consiguiente, el porcentaje con jefatura masculina disminuyó a 74.3%. Por otra parte, el promedio de integrantes en los hogares pasó de 4.6, en 1994, a 3.8 miembros, en 2014. Este promedio ha sido menor en hogares con jefatura femenina, en comparación con el de masculina. Por otra parte, el porcentaje de hogares con menores se ha reducido a lo largo del tiempo, pero hay diferencias importantes según el sexo de la jefatura. El porcentaje de hogares de jefatura masculina con niños(as) menores de 6 años o con menores de entre 6 y 12 años de edad, es mayor al de la jefatura femenina, en todos los años de análisis. Asimismo, como efecto del aumento de la esperanza de vida, la edad promedio de jefes y jefas presenta una tendencia al alza a partir de 1994 y hasta 2014. Destaca que las jefas son mayores a los jefes, en promedio, entre 5 y 8 años.

			Otra característica importante que tiene un efecto directo en la obtención de ingresos es la educación. En el país se observan importantes brechas de género en los niveles de escolaridad; en 1994 cerca de 30% de las jefas no tenían ningún nivel de instrucción formal. Aunque si bien este porcentaje ha ido a la baja, en 2014 significó casi el doble del porcentaje de jefes sin instrucción. El máximo grado alcanzando por la mayoría de jefes y jefas es el de nivel primaria, y sólo un bajo porcentaje llega a tener estudios de licenciatura o posgrado. Por ejemplo, en 1994 sólo 8 de cada 100 jefes y 4 de cada 100 jefas, contaban con estudios superiores. Los datos anteriores muestran un breve panorama de la dinámica de los hogares mexicanos en el tiempo. La descripción de estas variables es importante porque ayudan a explicar las pautas de ingreso. De acuerdo con Tepichin (2011) la participación de las mujeres en la obtención de ingresos se configura por el ciclo de vida de la unidad familiar: presencia de menores, pareja, otras mujeres que ayuden con las labores domésticas y de cuidado, y adultos que realicen actividades remuneradas.

			En este contexto es que la mayor presencia de hogares con jefatura femenina en México puede estar acompañada de una mayor vulnerabilidad, debido a desigualdades de género que se presentan tanto en el espacio público como privado, y a otros factores como la estructura del hogar. Pese a que los hogares dirigidos por mujeres reportan menos integrantes, un porcentaje importante son monoparentales y, tal como lo señala Buvinic (1991), las mujeres podrían estar asumiendo en su totalidad los gastos del hogar. Por otra parte, la edad es un factor importante que explica las pautas de ingreso. La HCV establece que las personas obtienen su máximo ingreso en edades intermedias. No obstante, las trayectorias laborales de las mujeres son distintas a las de los hombres y pueden tener un retiro anticipado del mercado de trabajo. 

			

			Evolución de los ingresos en México

			

			La evolución de los ingresos de los hogares en México se ha caracterizado por fluctuaciones condicionadas por el ciclo económico. De 1994 a 1996, periodo de crisis económica, se observó una caída del ingreso corriente promedio de los hogares, para después registrar una leve recuperación hasta 2008. Como consecuencia de la crisis mundial, en 2010, se registró otra disminución. De 2010 al 2014, se observó cierta estabilidad en el nivel de ingreso (INEGI, 1994-2014).

			Una primera aproximación para explicar las pautas de ingreso es analizar sus componentes. En el cuadro 1 se observa que la principal fuente de ingresos para los hogares mexicanos es el trabajo. Sin embargo, hay importantes brechas de género en el porcentaje de ingreso que obtienen los hogares de jefatura femenina por este concepto, en comparación al percibido por los de masculina. La brecha más amplia se presentó en 2000, en el que este porcentaje fue menor en 20 puntos.
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			Otra diferencia se observa en los ingresos por transferencias: los hogares dirigidos por mujeres obtienen un porcentaje más alto por este concepto en comparación al percibido por los hombres; esta tendencia es constante a través de los años de análisis. Es importante señalar la mayor relevancia de las transferencias como fuente de ingresos en el tiempo; en 1994 representaban 11.6% del ingreso corriente de los hogares con jefatura femenina, mientras que para 2012 era 20.2% de este ingreso.

			En los ingresos obtenidos por renta de la propiedad, también se observa una asimetría importante, pero en este caso a favor de los hogares de jefatura masculina, ya que obtienen un mayor porcentaje por este concepto, que los encabezados por mujeres. Lo anterior conlleva a reflexionar que los hogares dirigidos por hombres tienen un mayor acceso a activos monetarios y que pueden ser propietarios de algunos bienes de capital. 

			La estadística descriptiva evidencia importantes asimetrías de género en las fuentes de ingresos que pueden repercutir en las pautas de ingreso de los hogares. La desigualdad más amplia se observa en la obtención de ingresos por trabajo, lo anterior se puede explicar a través de factores como el menor nivel educativo, la estructura del hogar, el reparto desigual de las tareas del hogar e incluso la discriminación laboral (Tepichin, 2011; Valenzuela, 2003; Salles y Tuirán, 2002). 	

			

			5. Resultados


			

			Perfiles de ingreso de los hogares mexicanos 

			

			A continuación, se presentan los resultados de la estimación del efecto edad en el comportamiento del ingreso a lo largo del ciclo vida de los hogares en México. El objetivo central es visualizar las diferencias entre jefaturas femeninas y jefaturas masculinas, considerando como variables de control la estructura familiar y la educación; y comprobar si la HCV se cumple para ambos hogares. La gráfica 1 muestra las pautas de ingreso de los hogares mexicanos. Para ello se analizó el ingreso monetario y tres de sus principales componentes: 1) laboral; 2) rentas de la propiedad, y 3) transferencias. Se observa que tanto el ingreso monetario como el laboral presentan un perfil de U invertida. El ingreso monetario al inicio (20 años de edad) y al final (85 años de edad) del ciclo de vida es en promedio de 4 500 pesos mensuales. El ingreso máximo, poco más de 6 100 pesos mensuales, se alcanza entre los 50 y 52 años de edad, momento en que también empieza a descender. El ingreso laboral promedio llega a un punto máximo entre los 45 y 50 años de edad, para después disminuir de forma significativa.

			Si bien la HCV se centra en el ingreso laboral, los recursos monetarios obtenidos por transferencias adquieren relevancia en edades avanzadas. De esta manera se observa que el ingreso por este concepto es bajo, entre los 20 y 40 años de edad; aunque alto cuando los(as) jefes(as) alcanzan la edad de 85 años, porque representa cerca de 30% del ingreso monetario de los hogares. Este resultado coincide con el obtenido por Campos y Meléndez (2013) quienes encuentran que el ingreso por transferencias representa 30%, alrededor de los 70 años, y llega aproximarse al 50% para las personas con 90 años de edad. Por último, se observa que el ingreso por rentas de la propiedad, es decir, ingreso proveniente por la posesión de activos financieros o tangibles, es casi nulo a lo largo del ciclo de vida de los hogares mexicanos. El monto de ingreso por este rubro es bajo y con un comportamiento relativamente lineal.

			

			[image: villeda G1]


			

			Perfiles de ingreso por sexo de la jefatura del hogar

			

			Las asimetrías de género en la división sexual del trabajo y la asignación de roles, segrega a las mujeres al espacio doméstico y a los hombres al espacio productivo. Lo que trae como consecuencia situaciones desfavorables para las mujeres al realizar tareas poco valoradas o al incorporarse en empleos con jornadas parciales o de bajos salarios, incluso sin prestaciones sociales (Salles y Tuirán, 2002). Por otra parte, las desigualdades de género, en el acceso a bienes materiales y al capital social (como la educación) vividas en edades tempranas, pueden tener como consecuencia un menor nivel de bienestar en edades avanzadas. La gráfica 2, parte A, muestra que los perfiles de ingreso, tanto monetario como laboral, de los hogares con jefatura femenina presentan una forma de U invertida relativamente plana, por lo que no se puede afirmar con certeza que cumple con el planteamiento de la HCV. Los montos máximo de ingreso, monetario y laboral, que llegan a conseguir son cercanos a los 5 500 y 4 300 pesos mensuales, respectivamente. Destaca el hecho de que el punto más alto de ingreso laboral para estos hogares se alcanza alrededor de los 45 años y a partir de esa edad disminuye, así se comprueba la hipótesis de que las mujeres tienen un retiro anticipado del mercado laboral.

			Para los hogares encabezados por mujeres, las transferencias tienen un papel relevante como fuente de ingresos; desde el inicio del ciclo de vida representan cerca de una cuarta parte de su ingreso monetario, y es a partir de que la jefa de familia tiene 45 años de edad, cuando la tendencia es creciente hasta llegar a representar más de 40% de su ingreso al final del ciclo vital.
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			A diferencia del perfil de los hogares con jefatura femenina, las pautas de ingreso, monetario y laboral, de los hogares con jefatura masculina presentan una forma de U invertida claramente definida de acuerdo a la HCV. La parte B de la gráfica 2, indica que los montos percibidos por la jefatura masculina son superiores a los de la jefatura femenina a lo largo del ciclo de vida. 

			Por otra parte, contrario a los hogares con jefatura femenina, el ingreso por transferencias es casi nulo para los de jefatura masculina. Al principio del ciclo de vida (20 años de edad), representa 2.5% del ingreso monetario, y es entre los 30 y 40 años de edad, cuando el porcentaje de ingreso por esta fuente empieza a crecer de manera paulatina, pero menor al 5%. No obstante, llega a constituir un porcentaje de más de 30% al final del ciclo vital (85 años de edad).

			

Como se observa los montos de ingreso, monetario y laboral, de los hogares encabezados por mujeres son inferiores a los de dirigidos por hombres.

Un factor importante a considerar son las amplias jornadas de trabajo doméstico y de cuidados no remunerado que realizan en su mayoría las mujeres, aspecto que limita su tiempo para destinarlo a otras actividades remuneradas. De acuerdo al INEGI (2017), por lo general las mujeres se insertan en empleos informales, ya sea de medio tiempo o sin pago en empresas familiares; por situaciones de pobreza de tiempo o por contar con poca experiencia. Además, destaca que 49.8% de las mujeres tiene como remuneración máxima dos salarios mínimos.



			En este sentido, y dado el aumento relativo que han presentado los hogares de jefatura femenina en México, es necesario implementar políticas públicas con un enfoque de género en diversos ámbitos. Es preciso terminar con la discriminación, así como con la segregación en el mercado laboral y reducir las brechas salariales entre hombres y mujeres. Otra acción importante sería erradicar la informalidad, lo que ayudaría a mejorar las remuneraciones y poder proporcionar seguridad social, no sólo al jefe(a) de familia como tal, sino también a sus hijos(as).

			

			Efecto de la estructura familiar en las pautas de ingreso

			

			

El perfil de U invertida establecido en la HCV no se cumple en todos los casos, ya que existen diversos factores que afectan las pautas de ingreso. La presencia de menores (entre 0 y 5 años de edad) en el hogar, representa un aumento de

trabajo doméstico y de cuidados no remunerado, al ser por completo de-

pendientes, lo que implica que las jefas destinen menor tiempo al mercado laboral, por lo tanto, se predice que la función de ingresos de estos hogares no cumpla con lo establecido en la HCV.



			

			a) Perfiles de ingreso de hogares sólo con presencia de menores de 6 años de edad

			

			

Las pautas de ingreso de los hogares de jefatura femenina con menores de 6 años de edad, no presentan una forma de U invertida tal como lo muestra la gráfica 3, parte A, donde las figuras son planas; los montos de ingreso, tanto monetario como laboral, son bajos y no presentan variaciones importantes a lo largo del ciclo de vida. El nivel máximo, ligeramente observable, se alcanza en promedio a los 43 años, edad menor comparada con la de los hogares de jefatura femenina en general que llegan a este punto alrededor de los 50 años de edad. Respecto al ingreso por transferencias, tiene una forma lineal y paulatinamente descendente, pero en términos porcentuales, sigue representando una fuente importante de ingreso para hogares con jefatura femenina. En los hogares con jefatura masculina, la estructura familiar parece no tener efecto sobre las pautas de ingreso, así lo demuestra la parte B de la gráfica 3. Tanto el ingreso monetario como el laboral presentan formas de U invertidas, tal como lo establece la HCV. Respecto al ingreso por transferencias no llega al 2% del ingreso monetario al inicio del ciclo vital, pero después tiene una tendencia creciente hasta llegar a representar una quinta parte del ingreso monetario.




[image: villeda G3]


			La presencia de menores en el hogar demanda un mayor tiempo de trabajo doméstico y de cuidados, por lo general, realizados por mujeres, situación que limita su inserción al mercado laboral. Lo anterior sugiere la necesidad de impulsar políticas públicas que ayuden a la conciliación del trabajo con la vida familiar e incorporar políticas redistributivas de cuidado. En este sentido, sería recomendable, tal y como propone la onu Mujeres (2018) reconocer el trabajo de cuidado como un factor importante para el bienestar social y el funcionamiento de la economía; redistribuir el trabajo doméstico y de cuidado no remunerado de forma equitativa entre hombres y mujeres; y reducir la labor de cuidado mediante sistemas nacionales de cuidado.

			

			b) Perfiles de ingreso de hogares con presencia de menores de entre 6 y 12 años de edad

			

			Al igual que los hogares de jefatura femenina con presencia de sólo menores de 6 años de edad, los resultados presentados en la gráfica 4, parte A, indican que el perfil señalado en la HCV no se cumple para los hogares sólo con presencia de menores de entre 6 y 12 años de edad, debido a que las pautas de ingreso tienen una forma plana. El punto máximo de ingreso monetario se alcanza a los 47 años de edad y el de ingreso laboral a los 45 años de edad. Si bien se registra una disminución del monto mensual en ambos ingresos al final del ciclo de vida, en términos porcentuales, dicha reducción es mínima debido a que los ingresos no presentan cambios importantes durante el ciclo. Sobre el ingreso por transferencias, representa aproximadamente 30% del ingreso monetario al inicio del ciclo de vida, aunque disminuye un poco en edades avanzadas, para representar al final alrededor de 23% del ingreso monetario.
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En el caso de los hogares con jefatura masculina, la presencia de menores de entre 6 y 12 años de edad tampoco tiene un efecto en las pautas de ingreso, la forma de U invertida continua con el mismo patrón de las gráficas 2 y 3, parte B. Lo anterior puede explicarse por la presencia del cónyuge o pareja en el hogar, lo cual puede significar un doble ingreso y además permitir a los jefes permanecer más tiempo en el mercado laboral. De manera contraria, en la mayoría de los hogares de jefatura femenina, por lo general no existe la presencia de un cónyuge que pueda aportar al ingreso familiar. En este sentido, Sánchez et al. (2016) demuestran que la presencia en el hogar de otra mujer mayor de 14 años de edad aumenta la posibilidad de las mujeres de integrarse al mercado laboral y con ello la oferta de horas de trabajo remunerado.

			Se esperaba que en hogares sólo con presencia de menores de entre 6 y 12 años de edad, se tuviera un perfil de ingresos más definido, debido a que a esta edad los niños(as) no son del todo dependientes. No obstante, en ambos casos, los montos de ingresos obtenidos por los hogares de jefatura femenina son bajos y no se cumple la HCV. 

			Los resultados muestran que el perfil de ingreso de los hogares de jefatura femenina es afectado de manera importante por la estructura del hogar. En este contexto, los hogares con presencia de menores de 6 años son más vulnerables. Por lo tanto, es importante que México atienda a la recomendación realizada por la OCDE (2017) en la que se plantea la necesidad de realizar un análisis de los presupuestos de cada Secretaría y nivel de gobierno, desde la perspectiva de género, para tener una visualización más eficaz de las diferencias de género en políticas y programas, considerando el impacto diferenciado que tienen las asignaciones presupuestarias en hombres y en mujeres. Además, es de suma importancia realizar evaluaciones y en su caso implementar políticas redistributivas para garantizar una mejor asignación del gasto público en favor de la igualdad de género. Bajo este escenario, sería prioritario atender y asignar recursos a grupos como los hogares de jefatura femenina con presencia de menores y a jefas de edades avanzadas que se encuentran en hogares unipersonales y cuyo ingreso depende sobre todo de las transferencias.

			

			c) Perfiles de ingreso de hogares sin menores de entre 0 y 12 años de edad

			

			

Al igual que los casos anteriores, la HCV parece no cumplirse en hogares de jefatura femenina sin menores de 13 años de edad, debido a que la forma de la función de ingreso monetario, si bien presenta un punto máximo poco definido, alrededor de los 30 años, y posterior a esta edad, empieza a disminuir,  no tiene un perfil de U invertida. Asimismo, en el ingreso laboral se aprecia una ligera forma de “joroba”, no lo suficientemente clara para afirmar que se cumple la HCV. De nueva cuenta se observa el peso que tienen las transferencias para los hogares dirigidos por mujeres, ya que al final del ciclo de vida, el monto percibido por este concepto llega a ser ligeramente mayor al ingreso laboral.



			Otro resultado importante, que se muestra en la parte A de la gráfica 5, es que estos hogares obtienen un mayor nivel de ingreso monetario, entre 70 y 90% más alto, en comparación con el registrado por hogares sólo con menores de 6 años, y menores de entre 6 y 12 años de edad, respectivamente. Hallazgos similares son encontrados por Montes y Villagómez (2002), y aunque su análisis no lo dividen por sexo de la jefatura, encuentran que en los hogares sin hijos el ingreso es mayor al de las familias con hijos.

			Aunque las pautas de ingreso, monetario y laboral, en hogares de jefatura masculina sin menores de 13 años, presentan una ligera forma de “joroba”, y mucho más definida que la de los hogares de jefatura femenina, no se aprecia una forma cóncava en su totalidad. En la parte B de la gráfica 5, se observa que, si bien los montos de ingreso de estos hogares son mayores, también se registra una mayor pérdida al final del ciclo de vida; fase en la que el ingreso por trabajo y por transferencias contribuyen con el mismo porcentaje al ingreso monetario. 
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			Efecto de la educación en los perfiles de ingreso


			

			Las diferencias de género se presentan en distintos ámbitos, la educación es uno de ellos. En los años analizados en este trabajo, se observa que el porcentaje de jefas sin ningún nivel de instrucción es mayor al de los jefes en el tiempo. También se identificó que el porcentaje de jefas que alcanzó un grado universitario es mínimo. De esta forma queda en evidencia que las desigualdades de género vividas en edades tempranas afectan de forma importante el bienestar futuro.

			

Diversos autores (Ceballos, 2018; Campos y Meléndez, 2013; Duval y Orraca, 2011; Fuentes y Villagómez, 2001) han constatado que el ingreso y la tasa de ahorro son más altos cuando el jefe del hogar tiene un mayor nivel de educación. En este sentido, se espera que los hogares con el mismo ni-

vel de educación formal tengan un perfil de ingresos similar cumpliendo con lo establecido en la HCV. En esta sección sólo se hace referencia al ingreso por trabajo, debido a que se asume una mayor participación de las mujeres en el mercado laboral a medida que aumenta su nivel de escolaridad.



			En la gráfica 6, parte A, se observa que las jefas con escolaridad alta (preparatoria completa o más), llegan a tener un ingreso laboral cercano a los 6 500 pesos mensuales, al inicio del ciclo de vida. Este monto representa poco más del doble del ingreso percibido por una jefa con escolaridad media (secundaria o preparatoria incompleta) y más del triple del obtenido por una jefa con escolaridad baja (primaria o menos). La forma del ingreso presenta una forma cóncava, pero más abierta, en comparación con la figura del ingreso de los hogares de jefatura masculina. El punto máximo se alcanza entre los 53 y 55 años de edad, con escolaridad alta y media, y entre los 50 y 53 años, con escolaridad baja.
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			Al analizar el perfil de ingreso laboral de los hogares de jefatura masculina, en la gráfica 6, parte B, se observa que este ingreso es mayor, en comparación con los de jefatura femenina, desde el inicio hasta el final del ciclo de vida, en los tres niveles de escolaridad. Sobresale el caso de hogares con jefes de escolaridad alta, donde el punto máximo se alcanza a los 55 años de edad al igual que las jefas, aunque el monto percibido de ingreso es mayor en 3 mil pesos mensuales aproximadamente, respecto al máximo ingreso obtenido por hogares encabezados por una mujer.

			Estos últimos resultados son relevantes porque se esperaba que el perfil de ingresos de los hogares de jefatura femenina fuera parecido al de masculina al controlar por los mismos niveles de educación formal. No obstante, pese a que las jefas tengan un nivel de escolaridad alto, sus ingresos son más bajos a lo largo del ciclo de vida, en comparación al de los jefes. Lo anterior sugiere que hay segregación horizontal y vertical en el mercado laboral que afecta las pautas de ingreso de los hogares con jefatura femenina. 

			Por lo tanto, es necesario impulsar el empoderamiento de las mujeres y asegurar una remuneración igual a la de los hombres al realizar el mismo trabajo. Además, sería propicio incentivar políticas que eviten la deserción escolar, en particular en el nivel medio superior, como se observó en el análisis descriptivo, el mayor porcentaje de jefes(as) tiene como máximo grado de estudio la primaria y sólo un bajo porcentaje logra estudios superiores, por lo que se tiene que impulsar la eficiencia terminal en niveles más altos de escolaridad.

			

			6. Conclusiones


			

			El presente artículo analizó el perfil de ingreso de los hogares en México por efecto de la edad, mediante el método de pseudopanel con datos de la enigh (1994-2014). Para tal efecto se elaboraron 17 cohortes sintéticas por grupos quinquenales definidas a partir del año de nacimiento de jefes(as) del hogar. Se realizó una estimación semiparamétrica controlando por cohorte, año de la encuesta, edad, sexo de la jefatura, estructura familiar y nivel de escolaridad. El análisis examinó las principales fuentes de ingreso monetario.

			Los resultados del modelo semiparamétrico muestran que el perfil de ingreso, tanto monetario como laboral de los hogares en México, presenta una forma de U invertida. Aunque al principio del ciclo de vida el monto de ingreso por transferencias es bajo, al final se convierte en una fuente importante de ingreso, porque llega a representar alrededor de 30% del ingreso monetario. Por otra parte, se exhibe que el ingreso por rentas de la propiedad es casi nulo a lo largo del ciclo vital.

			Al analizar las pautas de ingreso de los hogares, por efecto de la edad, según el sexo de la jefatura, se encuentran diferencias importantes. El perfil de ingreso de los hogares de jefatura femenina presenta una forma de U invertida plana, que no cumple con lo establecido en la HCV. Además, con presencia de menores de 6 años de edad, las pautas de ingreso continúan sin mostrar un perfil de U invertida definido. La misma situación se observa al analizar hogares sólo con menores de entre 6 y 12 años de edad. En contraparte, el perfil de ingreso de hogares de jefatura masculina tiene una forma de U invertida claramente especificada.

			El ingreso monetario y laboral de los hogares de jefatura femenina es menor al percibido por los de jefatura masculina en todo el ciclo de vida, independiente al nivel de educación o estructura familiar. Además, las jefas alcanzan el punto máximo de ingreso a edades más tempranas, lo que significa que hay un descenso de su ingreso de forma anticipada en comparación con el de los jefes. No obstante, el ingreso por transferencias es mayor para los hogares de jefatura femenina en todos los casos, aunque al final del ciclo vital es una fuente importante para ambos hogares.

			El incremento de los hogares con jefatura femenina registrado en México plantea nuevos retos de política pública con un enfoque de género. Es necesario realizar un análisis de estos hogares considerando características más específicas como la estructura del hogar. Es preciso impulsar acciones que permitan conciliar el trabajo con la vida familiar e incorporar políticas redistributivas de cuidado para que las jefas puedan destinar un mayor número de horas al trabajo remunerado. Un aspecto importante, tal y como lo señala la OCDE (2017), es realizar evaluaciones del impacto de las asignaciones presupuestarias y en caso de ser necesario aplicar políticas redistributivas que garanticen el bienestar de hombres y mujeres en igualdad de condiciones. En este sentido, sería prioritario atender a grupos vulnerables como los hogares de jefatura femenina con presencia de niños pequeños o con jefas de edades avanzadas. Por otra parte, sería importante analizar las pautas de ingreso de hogares utilizando otra caracterización como la jefatura económica, y controlar con otras variables que también podrían tener un efecto importante como la ubicación geográfica, entre otras dimensiones sociodemográficas. Se podrían analizar los perfiles de ingreso por distintas clases de hogar; nucleares, ampliados y unipersonales. Estas temáticas se plantean como líneas futuras de investigación.

			

			Bibliografía


			

			Arriagada, I. (2005), “Dimensiones de la pobreza y políticas desde una perspectiva de género”, Revista de la cepal, núm. 85, Santiago de Chile, cepal.

			Attanasio, O. y Székely, M. (1999), “Ahorro de los hogares y distribución del ingreso en México”, Economía Mexicana, Nueva Época, vol. viii, núm. 2, México, cide.

			Blau, F. (1997), “Trends in The Well-being of American Women, 1970-1995”, Working Paper Series, núm. 6206, nber.

			Bobbitt-Zeher, D. (2007), “The Gender Income Gap and the Role of Education”, Sociology of Education, vol. 80, núm. 1.

			Browning, M., Deaton, A. e Irish, A. (1985), “A Profitable Approach to Labor Supply and Commodity Demands over The Life-cycle”, Econometrica, vol. 53, núm. 3.

			Buvinic, M. (1991), “La vulnerabilidad de los hogares con jefatura femenina: preguntas y opciones de política para América Latina y el Caribe”, Serie Mujer y Desarrollo, núm. 8, Santiago de Chile, cepal.

			Campos, R. y Meléndez, Á. (2013), “Una estimación semiparamétrica de las pautas de consumo e ingreso a lo largo del ciclo de vida para México”, El Trimestre Económico, vol. lxxx (4), núm. 320, octubre-diciembre.

			Carrasco, M. C. (2010), “¿Conciliación? No, gracias. Hacia una nueva organización social”, en J. Cooper (coord.), Tiempo de mujeres en el estudio de la economía, México, UNAM-pueg.

			Ceballos, O. (2018), “Perfiles de ahorro y pago de deuda en el ciclo de vida de los hogares mexicanos”, El Trimestre Económico, vol. LXXXV (2), núm. 338, abril-junio.

			Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval) (2018), Metodología para la medición multidimensional de la pobreza en México, tercera edición, México, Coneval.

			Deaton, A. (1997), The Analysis of Household Surveys. A Microeconometric Approach to Development Policy, Washington, D. C., Banco Mundial-The Johns Hopkins University Press.

			Duval, R. y Orraca, P. (2011), “Análisis por cohortes de la participación laboral en México (1987-2009)”, El Trimestre Económico, vol. 78 (2), núm. 310, abril-junio. 

			Espino, A., Leites, M. y Machado, A. (2014), “Diferencias de género en la elasticidad intertemporal y no compensada de la oferta laboral. Pruebas para el caso uruguayo”, El Trimestre Económico, vol. lxxxi (2), núm. 322, abril-junio.

			

Fernández-Villaverde, J. y Krueger, D. (2007), “Consumption over The Life Cycle: Facts from Consumer Expenditure Survey Data”, The Review of

Economics and Statistics, vol. 89, núm. 3.



			______ (2004), Technical Appendix of Consumption over The Life Cycle: Facts from Consumer Expenditure Survey Data, Documento de trabajo.

			Fuentes, R. y Villagómez, A. (2001), “El ahorro en los hogares de bajos ingresos en México: un análisis por cohortes”, El Trimestre Económico, vol. 68, núm. 269(1), enero-marzo.

			Gutiérrez, R., Linhart, J. y Pitblado, J. (2003), “From The Help Desk: Local Polynomial Regression and Stata Plugins”, The Stata Journal, vol. 3, núm. 4.

			Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) (2017), Mujeres y hombres en México 2017, México, INEGI.

			______ (1994-2014), Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares (enigh), México, INEGI. Consultada en <http://www.beta.INEGI.org.mx/programas/enigh/tradicional/2014/> 

			

Modigliani, F. y Brumberg, R. (1954), “Utility Analysis and The Consumption Function: An Interpretation of The Cross-Section Data”, en

K. Kurihara (ed.), Post-Keynesian Economics, New Brunswick, Rutgers University Press.



			Montes, A. y Villagómez, A. (2002), “El efecto de los hijos sobre el ahorro de los hogares mexicanos”, Economía Mexicana, Nueva Época, vol. XI, núm. 2.

			onu Mujeres (2018), Reconocer, redistribuir y reducir el trabajo de cuidados. Prácticas inspiradoras en América Latina y el Caribe, Panamá, onu Mujeres.

			Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) (2017), Construir un México inclusivo: políticas y buena gobernanza para la igualdad de género, París, OCDE.

			______ (2008), Growing Unequal? Income Distribution and Poverty in oecd Countries, Paris, OCDE.

			Ortiz, S. y Marco, R. (2006), La medición estadística de la pobreza, Madrid, Vision Net.

			Rojas, M. (2010), La privación del bienestar. Un estudio con perspectiva de género, inmujeres, México.

			Salles, V. y Tuirán, R. (2002), ¿Cargan las mujeres con el peso de la pobreza? Puntos de vista de un debate, Cuaderno de Desarrollo Humano, Guatemala, pnud.

			

Sánchez, A., Villarespe, V., Román, D. A. y Herrera, A. L. (2016), “Determinantes de las horas de trabajo de las mujeres en México: un enfoque de

pseudopanel (2005-2010)”, Revista de la cepal, núm. 120, Santiago

de Chile, cepal.



			Scuro, L., Borrás, V., Falkin, L. y Fernández, M. (2010), “Desigualdades en los ingresos: ¿qué es de la autonomía económica de las mujeres?”, Cuadernos del Sistema de Información de Género, núm. 2, Uruguay, mides-Inmujeres.

			Solís, F. y Villagómez, A. (1999), “Ahorro y pensiones en México: un estudio a nivel de las familias”, Economía Mexicana, Nueva Época, vol. VIII, núm. 2.

			Speckman, P. (1988), “Kernel Smoothing in Partial Linear Models”, Journal of The Royal Statistical Society, vol. 50, núm. 3.

			Tepichin, A. M. (2011), “Desigualdades de género y pobreza femenina”, en A. M. Tepichin (coord.), Género en contextos de pobreza, México, El Colegio de México-piem.

			Valenzuela, M. E. (2003), “Desigualdad de género y pobreza en América Latina”, en M. E. Valenzuela, Mujeres, pobreza y mercado de trabajo. Argentina y Paraguay, Chile, OIT. 




NOTAS

			
				
					1	Desde un punto de vista económico, si se satisfacen un mayor número de necesidades se alcanza un nivel de bienestar más alto, pero sólo será posible si se accede a un mayor ingreso (Rojas, 2010). En México la medición oficial de la pobreza con una metodología multidimensional utiliza el espacio de bienestar económico para identificar a la población cuyos ingresos son insuficientes para adquirir bienes y servicios para satisfacer sus necesidades (Coneval, 2018). No obstante, hay otros factores que contribuyen al bienestar general.

				

				
					2	Dado que la ENIGH 2016 se generó con base en el formato de nueva construcción de la encuesta y la estimación del ingreso marca el inicio de una nueva serie de información, no es comparable con la serie de 1994 a 2014, en cuanto al fenómeno del ingreso; razón por la cual no se incorporó en el análisis.

				

				
					

3	Dentro de las ventajas de utilizar esta técnica de estimación, Fernández-Villaverde y Krueger (2004, 2007), mencionan que la combinación de un enfoque paramétrico y no paramétrico

permite un equilibrio entre la flexibilidad y eficiencia. Una estimación totalmente no paramétrica es ineficaz cuando se tiene una muestra pequeña. Por otro lado, la estimación sólo con el enfoque paramétrico con variables dicotómicas de la edad no ofrece un perfil suavizado ni robustez en los resultados. Por su parte, Campos y Meléndez (2013) indican que los estimadores menos relevantes para el análisis pueden estimarse con funciones paramétricas y las variables centrales, por ejemplo, la edad, con funciones no paramétricas.



				

				
					4	Se omiten las variables cohorte y tiempo de la ecuación 1 por simplificación.

				

				
					5	Esta formalización es utilizada por autores como Campos y Meléndez (2013) y Ceballos (2018).

				

				
					6	De acuerdo a Ortiz y Marco (2006, pp. 55-56) el ingreso o gasto en términos per cápita presenta algunos problemas al no considerar que: “Diferentes individuos tienen diferentes necesidades. No son iguales, por ejemplo, las necesidades de un niño que las de un adulto” y “Existen economías de escala dentro de los hogares, al menos en lo que se refiere a bienes distintos a la alimentación. En otros términos, es más costoso, por ejemplo, mantener dos hogares unipersonales que un hogar formado por una pareja”.

				

				
					7	“La ‘elasticidad de la raíz cuadrada’ implica que las necesidades de un hogar compuesto por cuatro personas son el doble que las de una sola (1.4 y 1.7 veces las de una sola en el caso de una pareja sin hijos y de una pareja con un hijo)” (OCDE, 2008, p. 47).
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			Resumen. La distribución del ingreso factorial, personal y de la riqueza en Perú es altamente inequitativa. La participación salarial muestra un mayor nivel en los años sesenta como ocurre a nivel internacional, y mejora a partir de los años noventa, pero sin alcanzar el estándar anterior. El coeficiente Gini del ingreso personal corregido supera la tendencia oficial. Los niveles de desigualdad en la distribución de la riqueza productiva y los activos son mayores a los de la distribución personal del ingreso, de conformidad a la literatura internacional. Se elabora un proxy de la distribución de riqueza considerando los depósitos de las personas físicas y empresas en el sistema financiero nacional. Algunos de los resultados se comparan con otras economías latinoamericanas.
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			Factorial, Personal, and Wealth Inequality in Peru, 1950-2016

			Abstract. Distribution of factorial income, personal income, and wealth in Peru is highly inequitable.  In the 1960s, wage share was higher than at international average. It improved from the 1990s onwards, but without reaching previous levels. The corrected Gini personal income coefficient exceeded the official trend. The levels of inequality in productive wealth and assets distribution were higher than those of personal income distribution, in accordance with the international literature on the subject. A proxy of wealth distribution was elaborated, one which factored in both natural persons’ and businesses’ bank deposits in the national financial system. Some of the results are then compared with those of other Latin American economies.

			Key Words: factorial distribution of income; personal income; Gini coefficient; wealth distribution; financial system.




			1. Introducción

			

			La problemática de la desigualdad en la riqueza y los ingresos está de nuevo en la agenda económica global. Los grandes empresarios y políticos anotan que el incremento de las desigualdades es una tendencia general, a la par del incremento de la polarización de las sociedades que elevan los riesgos a nivel mundial (WEF, 2018). El tema está en la agenda del FMI, aunque lo ignora al momento de sus recomendaciones de política económica. La desigualdad es analizada a partir de la distribución personal del ingreso y no de la factorial que le da origen. Una elevada desigualdad en la riqueza y los ingresos es causa de diversos fenómenos negativos en los ámbitos económico, social y político.

			La economía peruana es una economía de ingresos medios con una población de 31.8 millones de habitantes. En 2016 el PIB per cápita nominal fue de US$6 049 y US$13 019 en paridad de poder adquisitivo (Banco Mundial, 2018). En los indicadores de desarrollo humano (PNUD, 2017), el país se ubica en la posición 87 de 188 países y cuando se corrige por desigualdad retrocede a la posición 95, de acuerdo a información consultada al 2015. Se trata de una economía abierta al exterior con una apertura externa de 44.8% del PIB, con una libre movilidad de capitales y personas. 

			Entre 1990-2017 bajo el nuevo modelo de desarrollo orientado hacia fuera con reducida presencia del Estado, mostró un crecimiento real de 4.6% promedio anual similar al observado durante 1950-1980 de 4.8% anual, periodo alrededor de la fase de oro del capitalismo, sustitución de importaciones y de la industrialización dirigida por el Estado. En la actualidad, las exportaciones de alimentos y materias primas son equivalentes al 85.8% de sus exportaciones totales en 2016 (BCRP, 2018); tiene baja inflación y, recientemente, por la desaceleración económica inducida, así como por la caída de los precios internacionales de las materias primas y la baja de los tributos ha renacido el problema de desequilibrio en las finanzas públicas.

			A la par de estos indicadores macroeconómicos, las autoridades gubernamentales presentan información periódica relativa a la distribución personal del ingreso y, en alguna ocasión, sobre aspectos distributivos considerando las siguientes categorías: género, etaria y geográfica-regional. Los resultados oficiales en cuanto a la distribución personal del ingreso, a partir de la Encuesta Nacional de Hogares (ENAHO), desde finales de la década de los noventa son positivos. Muestran una tendencia decreciente a lo largo del tiempo que les permite afirmar que el proceso de apertura y liberalización económica ha sido positivo en términos de la equidad acercándose a lo que ocurre en economías de mayores ingresos per cápita. Sin embargo, hay evidencia en contra de estos resultados, pues al igual que la mayoría de las economías de la región, se omite el seguimiento y la evaluación sistemática de lo que ocurre con la distribución factorial (o funcional) del ingreso y se ignora totalmente la distribución de la riqueza y los activos de la sociedad.

			El hecho de circunscribir la problemática distributiva al ámbito personal, soslaya que ésta resulta, en gran medida, de la distribución factorial que se establece a partir de la posición del agente económico o ciudadano en los procesos productivos como lo son: propietario de los medios de producción, asalariado o trabajador independiente (perceptor de ingresos mixtos); y que se vinculará estrechamente a la distribución de la riqueza y de los activos productivos.1 Lo anterior, era la perspectiva de los economistas clásicos como Smith (1987), Ricardo (1959)y Marx (1972); después vendría Kalecki (1956) y los poskeynesianos que indican que la problemática de la distribución del ingreso a partir de los precios y salarios; grado de monopolio o margen de ganancia; tecnologías; estructuras de costos y productiva son fundamentales para determinar los niveles de demanda, producto y crecimiento económico. Una discusión reciente sobre el tema puede verse en Dutt (2017). 

			

Recientemente, algunos economistas del FMI reconocen que una elevada desigualdad erosiona las posibilidades de crecimiento económico sostenible (Ostry et al., 2014). Asimismo, niveles altos de desigualdad fracturan y desintegran el tejido social promoviendo fenómenos como una mayor inestabilidad, diferentes formas de violencia y hasta promoviendo la corrupción (Figueroa, 2010). En el ámbito político, no sólo genera mayor inestabilidad sino que va de la mano con la captura del Estado por parte de las élites y los grupos económicos que pretenden redirigir las políticas públicas de acuerdo a sus intereses particulares vulnerando a la democracia (Oxfam, 2016).



			Los objetivos del presente trabajo son varios. En primer lugar, se reconstruyen series largas de los diferentes componentes de la distribución factorial del ingreso en el periodo de 1950-2016, continuando con la línea de otros trabajos previos (Alarco, 2017). Las series actuales se establecen sobre la última base de las cuentas nacionales en 2007. Existe información previa completa de la anterior base de 1994 y otras, a partir de 1950 que se deben compatibilizar. En el caso de la distribución personal del ingreso y en particular del coeficiente Gini existe información oficial desde 1997 en adelante. Sin embargo, estos datos ha sido cuestionada por diversos autores, razón por la cual se contrastan entre sí y con los aquí presentados. Por último, la distribución de la riqueza y de los activos productivos se muestra a partir de información de fuentes internacionales y la construida para este análisis con base en la distribución de los depósitos bancarios de las familias y empresas a partir de finales de los años noventa.

			Por primera vez se presenta y contrasta la información de estas tres esferas distributivas evaluadas a partir del indicador de desigualdad Gini. Este ejercicio realizado para Perú podría ser replicado a otras economías regionales. De esta manera, se pretende contestar las siguientes interrogantes: ¿cuáles son los niveles de desigualdad a nivel de la distribución de la riqueza productiva, factorial y personal del ingreso en Perú?, ¿los resultados guardan correspondencia con la información oficial y entre sí?, ¿cómo se observan los resultados a la luz de información internacional comparada? 

			El artículo se compone de cinco secciones y las conclusiones. En la segunda sección, después de la introducción, se presenta el marco metodológico y bases de datos. En la tercera sección se muestra la información relativa a la cuota de las ganancias, salarios e ingresos mixtos en el PIB en el largo plazo y el seguimiento a los ingresos laborales en un horizonte más corto. La cuarta sección está dedicada a la presentación de la información oficial y ajustada sobre la desigualdad del ingreso a nivel personal. La quinta sección presenta información de terceros, así como propia sobre la desigualdad en la distribución de la riqueza productiva y los depósitos bancarios, así como algunas comparaciones internacionales en las diferentes áreas de análisis. 

			


			2. Marco metodológico y bases de datos

			

			Metodologías

			

			Los aportes estadísticos de este documento corresponden a la obtención de series largas de la distribución factorial del ingreso entre 1950-2016; la obtención del Gini para los perceptores de remuneraciones e ingresos mixtos entre 2007-2016; la reestimación del coeficiente Gini a partir de la distribución personal del ingreso mediante ejercicios de simulación de Montecarlo y el cálculo del Gini de la distribución de los depósitos bancarios de familias y empresas en el sistema financiero peruano a partir de la estadística proporcionada por la Superintendencia de Banca, seguros y AFPs de Perú (SBS).

			Para obtener la participación salarial en el periodo 1950-1973, se utilizaron los datos de las Memorias Anuales y las Cuentas Nacionales del Perú del Banco Central de Reserva del Perú (BCRP). Para la serie de 1973-1979 se replicaron los datos de las Cuentas Nacionales del Perú 1950-1980 del Instituto Nacional de Estadística (INE) y de la Memoria Anual del BCRP de 1984. Para el periodo 1979-1990 se tomaron las series del Anuario Estadístico de América Latina y el Caribe de la CEPAL. Respecto a 1990-2007 se consideró la información del Anuario Estadístico de América Latina y el Caribe y de la Oferta y demanda global 2012 del INEI; y en 2007-2016 se tomó la información de la Series Estadísticas Nacionales del Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI).

			En el caso de la participación del ingreso mixto, el componente agrícola se determinó en tres periodos: de 1950-1976 se toman los datos de las Cuentas Nacionales del Perú del BCRP y de la Memoria Anual del BCRP de 1983. De 1976-2007 se construye un índice del PIB nominal agrícola con base 100 en 1990, utilizando el deflactor del PIB de las cuentas nacionales del BCRP con base 2007 y se multiplica por el PIB real agrícola que se extrae de esas mismas cuentas, para luego tomar el ingreso mixto de 2007 de las Cuentas Nacionales estimadas por el INEI y se retropola. De 2007-2016 se toma la información de la Series Estadísticas Nacionales del INEI 2017.

			Para el componente no agrícola, en la serie de 1950-1990 se tomaron los datos del ingreso mixto agrícola de las Cuentas Nacionales del Perú del BCRP y de la Memoria Anual del BCRP de 1983, 1986, 1989 y 1990. En el periodo de 1990-2007 se construyó un índice compuesto del ingreso independiente total con base 100 en 1990 y se utilizó para retropolar la observación de 2007 que aparece en las Series Estadísticas Nacionales del INEI (Castillo, 2015). En tanto que para 2007-2016 se toma la información de las Series Estadísticas Nacionales del INEI 2017. En el caso de la participación del excedente bruto de explotación, la serie 1950-2016 se obtuvo de manera residual luego de quitarle al PIB nominal los componentes de la masa salarial, el ingreso mixto y el componente de impuestos y subsidios.

			La metodología para el ajuste del Gini de la distribución personal del ingreso utilizando las simulaciones de Montecarlo considera el siguiente protocolo: de la información de las ENAHO se construyen los deciles de ingreso de la distribución del ingreso monetario neto total para cada año del periodo 2004-2016 y se calcula la suma total de la masa de ingresos. Dicha suma (que equivaldría al ingreso personal de los hogares calculado por las encuestas) se compara con el ingreso personal disponible que agrega los sueldos y salarios ([image: 3851.png]), las ganancias o beneficios ([image: 3921.png], sin excluir dividendos ni rentas de la propiedad) y los ingresos mixtos más otros componentes que se obtienen de las cuentas nacionales, cuya estructura es la siguiente:

			[image: 2962.png]

			

			

			La diferencia entre el ingreso personal disponible y la suma total de ingreso monetario neto da como resultado un sobrante. Esta suma sería el ingreso que no aparece reportado por las ENAHO. En seguida, se construyen tres escenarios diferentes para asignar dicha diferencia en la distribución del ingreso monetario total según deciles. Para eso, se definen tres escenarios diferentes:

			

			Escenario I: se asigna inicialmente 10% del sobrante al decil 1 y 90% al decil 10.

			Escenario II: se asigna 5% del sobrante al decil 1 y 95% al decil 10.

			Escenario III: se asigna 100% del sobrante al decil 10.

			

			Para introducir alguna fuente de aleatoriedad en cada caso, se considera la utilización del método de simulaciones de Montecarlo que consiste en la replicación del coeficiente Gini un número determinado de veces para cada escenario señalado. Por ejemplo, podría replicarse el caso 1 000; 10 000 o 100 000 veces. Dichas repeticiones o iteraciones deben variar en función a un componente aleatorio. Para eso, se decide multiplicar la proporción del sobrante asignado por un número aleatorio con distribución uniforme y que se encuentra entre los valores de 0 y 1:

			

			

			[image: 2987.png]

			

			

			El producto de la proporción del sobrante por el número aleatorio da como resultado una nueva proporción de asignación. Por ejemplo, si el escenario I considera como asignación inicial para el primer decil 10% del sobrante, la proporción que se utilizará en la iteración o simulación “i” de dicho caso será:  [image: 30041.png] del total del sobrante. Esto quiere decir que al primer decil de la distribución se le asignará [image: 3007.png] y al último decil la proporción [image: 3459.png]. Sobre estas modificaciones se calculará un nuevo coeficiente Gini.

			De esta forma, se extraerán tantos números aleatorios  como simulaciones o iteraciones se consideren. Asimismo, la cantidad de coeficientes Gini calculados para cada escenario será igual al número de iteraciones consideradas. Para esta corrección se determinó un número de 1 000 iteraciones por cada escenario. Como resultado de las 1 000 iteraciones se calcula el coeficiente Gini corregido como el promedio de los 1 000 coeficientes de Gini obtenidos en cada escenario:

			

			[image: 3042.png]

			

			Por último, en el caso del indicador Gini para los ingresos de los trabajadores asalariados y de ingresos mixtos entre 2007-2016, así como para los depósitos bancarios, se utiliza la formula estándar mediante la cual este indicador toma valores entre 0 y 1. Igual a 0 significa que los ingresos/depósitos se distribuyen por igual entre todos los rangos de ingresos/depósitos existentes; si es 1 se concentra en un solo intervalo de ingresos/depósitos. La expresión matemática usada para determinar el coeficiente Gini para datos agrupados es la siguiente:

			

			[image: 3066.png]

			

			donde:

			

			[image: 3084.png]: frecuenca relativa de la población del grupo “i”

			[image: 3101.png]: frecuencia acumulada del ingreso del grupo “i”

			

			

			Bases de datos

			

			En el caso de la información oficial de Perú, se emplearon estadísticas del BCRP, INEI antes INE, Ministerio de Hacienda y Comercio del Perú y de la SBS. Las fuentes internacionales corresponden al Bureau of Economic Analysis (BEA), la CEPAL y Credit Suisse y Allianz, en el caso de este último, la información corresponde a la riqueza de adultos, incluyendo el valor de los activos productivos y los financieros, restando los pasivos de las familias. Se utiliza el tipo de cambio de mercado debido a la alta movilidad del capital. Primero se estiman la riqueza media por adulto.

			Para los países en los que existe información suficiente se utilizaron datos provenientes de balances generales; mientras que para aquellos en los que sí había acceso se usaron encuestas de hogares y otras similares. Es importante destacar que la cola superior suele no estar capturada en estos estimados. Luego se calculó la información del resto de las economías que no contaban con dichas encuestas mediante regresiones econométricas.

			Se construyó la distribución por rangos dada esa riqueza promedio. Para los rangos superiores a US$100 000 (2010 y 2011) y US$1 000 000 (2012 en adelante), se presentan estimaciones utilizando la información obtenida de Forbes. Dichas estimaciones se realizaron asumiendo una distribución de Pareto. En una primera etapa se hicieron los cálculos de la riqueza mínima del 0.0001% más rico de la población. Esta riqueza estimada se utiliza para llenar la cola superior considerando la información de Forbes.

			La información de Allianz es sobre la riqueza financiera que considera el conjunto de depósitos, acciones y bonos, y fondos de pensiones. En el caso de Argentina utilizaron la información de la estructura de depósitos bancarios para estimar la estructura de la riqueza financiera. El tipo de cambio utilizado para convertir a euros corresponde al del fin de año. Allianz informa que se utiliza información de balances generales o se aproximaron usando otras estadísticas como encuestas de hogares. Se comenta que en el caso de Perú, se utilizaron las encuestas de hogares. El tipo de cambio que se utiliza para transformar a dólares americanos proviene de Officer (2018) que es de gran utilidad para valorización de activos en estudios históricos.

			


			3. Distribución factorial del ingreso

			

			Cuota de las ganancias, salarios e ingreso mixto

			

			A continuación se muestra la evolución de la participación de los diferentes componentes del ingreso expresados respecto del PIB. La información está en los valores observados y con la tendencia no lineal obtenida mediante Hodrick-Prescott (HP).2 La gráfica 1 refleja la cuota salarial respecto del producto entre 1950-2016 con una trayectoria sinusoidal con valores pico a inicios de la década de los sesenta con una tendencia decreciente en los años setenta, con una interrupción en los años ochenta para volver a caer a inicios de la década de los noventa cuando se implantó una severa política de ajuste, estabilización y cambio estructural. A partir de mediados de los años noventa nuevamente se observa una tendencia creciente sin arribar a los niveles de la edad de oro del capitalismo.

			En la gráfica 2 se muestra la participación del excedente bruto de explotación (ganancias) respecto del PIB. Esta serie también presenta una tendencia sinusoidal ascendente hasta finalizar la década de los noventa. Se aprecian dos picos en el segundo quinquenio de los setenta y en el primer quinquenio de los noventa, justo cuando la participación de los salarios se redujo significativamente. A partir del siglo XXI, los mayores niveles de la cuota de las ganancias se observaron previo a la crisis financiera internacional e inmediatamente después cuando se obtuvieron los más altos precios de las materias primas de exportación. Fue a partir de 2013 que la participación de las ganancias se reduce por los menores precios de las materias primas.

			


			Gráfica 1. Participación salarial en el PIB y tendencia HP (1950-2016)

			

			[image: 3468.png]

			Fuente: elaboración propia con base en bcrp (1984, 2018), Ministerio de Hacienda y Comercio (1959), ine (1981, 1990), cepal (1990, 1992, 1994), INEI(2013, 2018), Castillo (2015).


			

			Gráfica 2. Participación del excedente bruto de explotación en el PIB y tendencia HP (1950-2016)

			[image: 3480.png]

			Fuente: elaboración propia con base en bcrp (2018), Ministerio de Hacienda y Comercio (1951, 1959), ine (1981, 1990), cepal (1981, 1990, 1992, 1994, 2001), INEI (2013, 2018), García (2013), Banco Mundial (2018), Seminario (2015).

			

			La participación del ingreso mixto (trabajadores independientes por cuenta propia del ámbito urbano y rural) se observan en la gráfica 3. La tendencia de esta serie es decreciente hasta mediados de los años setenta, momento en que se produce un crecimiento del sector urbano moderno respecto al sector agropecuario-rural y que alberga a los mayores contingentes de trabajadores por cuenta propia (campesinos). Es a partir de los años ochenta y noventa, que se observa un crecimiento de esta participación como resultado de la

reducción de la cuota salarial, ya que se produce en el sector no agrícola (principalmente comercio y servicios) tal como se aprecia en la gráfica 4. Asimismo, la participación de los ingresos mixtos rurales llega a valor mínimo a inicios de la década de los ochenta a partir de la cual se observa una ligera tendencia creciente como resultado de un mayor crecimiento relativo de la producción agrícola para la atención del mercado interno y de las mayores exportaciones tradicionales y no tradicionales de diversos grupos campesinos.



			

			Gráfica 3. Participación del ingreso mixto en el PIB y tendencia HP (1950-2016)

			[image: 3148.png]

			Fuente: elaboración propia con base en bcrp (1984, 2018), Ministerio de Hacienda y Comercio (1951, 1959),


ine (1981, 1990), cepal (1990, 1992, 1994), INEI (2013, 2018), García (2013), Seminario (2015), Castillo (2015).


			

			

			Gráfica 4. Participación del ingreso mixto agrícola, no agrícola en el PIB y tendencia HP (1950-2016)

			[image: 3140.png]

			

			Fuente: elaboración propia con base en bcrp (1984, 2018), Ministerio de Hacienda y Comercio (1951, 1959), ine (1981, 1990), cepal (1990, 1992, 1994), INEI (2013, 2018), García (2013), Seminario (2015), Castillo (2015).




			Gini de asalariados y trabajadores independientes

			

			La información oficial detallada sobre la población ocupada, la masa de sueldos y los salarios e ingresos mixtos para 13 sectores productivos y el total nacional, entre el año base 2007 y 2016, permitie obtener un indicador de la desigualdad en ambas categorías de ingreso, aunque hay que reconocer que se trata de un periodo corto y reciente. Desafortunadamente, las otras bases de las cuentas nacionales no permiten ir hacia atrás con la misma clasificación sectorial. En la gráfica 5 se muestra el indicador Gini obtenido con base a los ingresos promedios de cada sector productivo tanto de los receptores de remuneraciones como de los trabajadores independientes. Asimismo, se presenta los resultados para ambos grupos evaluados de manera conjunta.

			

Un primer elemento a destacar es que la desigualdad, considerando los promedios de los ingresos sectoriales, es reducida: alrededor de 0.2 en el caso de los asalariados e inferior en el caso de los independientes que tienen una estructura distributiva más igualitaria. Un segundo elemento es que la desigualdad varía a lo largo del tiempo, siendo mayor en los años de desaceleración económica como 2009 y entre 2014-2016, como resultado de que los promedios de ingresos intersectoriales se distancian entre sí. Por el contrario, en los años de mayor crecimiento económico la dispersión salarial y de ingresos se reduce. Un tercer elemento es la correspondencia positiva entre la desigualdad del sector formal (asalariados) y de los trabajadores independientes, ya que ambos crecen en tiempos de crisis, mientras que decrecen cuando el crecimiento económico es mayor.




Gráfica 5. Coeficiente Gini de asalariados, ingreso mixto y total 2007-2016

[image: 3238.png]Fuente: elaboración propia con base enINEI(2017).





			


			4. Distribución personal del ingreso

			

			Resultados oficiales

			

			Los resultados oficiales de la medición de la desigualdad en la distribución personal del ingreso obtenidos a partir de la ENAHO se muestran en el cuadro 1, en el que se distinguen los datos calculados a partir de los ingresos y de los egresos registrados en esa encuesta. En ambos casos, la tendencia es claramente decreciente, reflejando una reducción de la desigualdad que se reporta internamente y a los organismos internacionales. Se debe resaltar que con estos resultados la distribución personal del ingreso sería menos inequitativa que en todos los otros socios de la Alianza del Pacífico como: Chile, Colombia y México. Asimismo, sería cercana a la reportada por las economías de más altos ingresos.

			

			Cuadro 1. Resultados oficiales del coeficiente Gini a partir de enaho (2004-2016)
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			Fuente: elaboración propia con base en INEI (2017).




			Estos resultados llevan a que diversos académicos las cuestionen por diversas razones y se generen nuevas estimaciones no oficiales. En primer lugar, la extrapolación a nivel nacional de los resultados de la ENAHO sólo permite llegar a un monto equivalente a la mitad del ingreso nacional. En segundo lugar, la encuesta subestima sobre todo ingresos y gastos del decil superior de ingresos. Al respecto, un análisis de los datos señala que los hogares más ricos en realidad son parte de los sectores de ingresos medios. También se detecta subestimación en el caso del decil de menores ingresos de la sociedad. 

			

			Ajustes en el Gini

			

			Pueden establecerse ajustes a la definición de ingreso incorporando transferencias e impuestos; asimismo, se hacen correcciones a la desigualdad del gasto utilizando la información del consumo agregado (Mendoza et al., 2011). Estos autores, asumen una tasa de pobreza decreciente y plantean que la desigualdad del ingreso se ha reducido más lento que la pobreza. Con estos elementos, en la gráfica 6, el Gini ajustado por el PIB fluctuaría alrededor de 0.6 con un valor máximo de 0.7 en 2002; mientras que el Gini ajustado por el PNB terminaría en 2010 en alrededor de 0.59 con un valor máximo de 0.69, cifras superiores a las oficiales.

			


			Gráfica 6. Evolución del Gini del ingreso oficial, Mendoza et al., Cruz-Saco et al., y ajustes según autores

			[image: 3498.png]

			Fuente: elaboración propia con base en INEI (2017), Cruz-Saco et al. (2018) y Mendoza et al. (2011).





			Por otra parte, las estimaciones de Yamada et al. (2016) prestan mucha atención a la diferencia del ingreso extrapolado a partir de las encuestas y el ingreso estimado de las cuentas nacionales, el mismo que redistribuyen de manera uniforme a lo largo de la distribución que tendría una forma log-normal. Con estos supuestos se obtienen nuevos resultados más cercanos a los oficiales que fluctuarían entre 0.65 en 2004 hasta 0.51 en 2004. Cruz-Saco et al. (2018) corrigen el problema de la cola superior asumiendo una distribución de Pareto para eliminar el sesgo a la baja de las encuestas. La diferencia entre el ingreso disponible de las cuentas nacionales y el extrapolado de las encuestas lo imputan totalmente a la cola superior. Con estos supuestos la desigualdad se mantiene alta (entre 0.69 en 2001 y 0.67 en 2015).

			De acuerdo a la metodología de reasignación de la diferencia entre la información del ingreso, derivada de las cuentas nacionales y la extrapolada de la encuesta señalada en la sección 2 de este artículo y utilizando los ejercicios de simulación de Montecarlo, se plantean tres escenarios para el Gini del ingreso. En el primer caso 90% de la diferencia se asigna al decil superior y 10% al decil inferior generando que fluctúe entre 0.68 en 2004 y 0.64 en 2016 (véase cuadro 2). El segundo escenario plantea que 5% se asigne al decil de bajos ingresos y 95% al alto generando un Gini entre 0.70 y 0.66. En el último escenario, toda la diferencia entre los ingresos se asigna al decil más rico de la población mostrando un Gini entre 0.72 en 2004 y 0.68 en 2016.




Cuadro 2. Coeficiente Gini con simulación de Montecarlo (2004-2016)
















	


	2004


	2005


	2006


	2007


	2008


	2009


	2010


	2011


	2012


	2013


	2014


	2015


	2016




	Gini obtenido del ingreso monetario total-enaho


	0.545


	0.547


	0.543


	0.546


	0.524


	0.522


	0.512


	0.506


	0.505


	0.489


	0.496


	0.493


	0.499




	Gini del ingreso


	0.490


	0.510


	0.500


	0.500


	0.480


	0.470


	0.460


	0.450


	0.450


	0.440


	0.440


	0.440


	0.440




	Escenario 1*


	0.677


	0.689


	0.686


	0.682


	0.668


	0.661


	0.664


	0.670


	0.660


	0.646


	0.656


	0.642


	0.639




	Escenario 2**


	0.697


	0.712


	0.706


	0.703


	0.690


	0.682


	0.687


	0.692


	0.681


	0.665


	0.678


	0.662


	0.659




	Escenario 3***


	0.718


	0.734


	0.729


	0.725


	0.711


	0.701


	0.708


	0.715


	0.703


	0.686


	0.699


	0.682


	0.678









*Se asigna 10% del sobrante al decil 1 y 90% restante al decil 10, **se asigna 5% del sobrante al decil 1 y 95% restante al decil 10 y ***se asigna 100% del sobrante al decil 10.

Fuente: elaboración propia con base enINEI(2017).

			


5. Distribución de la riqueza y activos


			

			Estudios internacionales

			

			Credit Suisse (2017) realiza estimados periódicos sobre la riqueza y su distribución para la mayoría de las economías del mundo. En el caso de Perú estimó que los adultos que tienen algún tipo de riqueza aumentaron de forma sostenible de 17.8 millones en 2010 a 19.8 millones en 2016. El rango de menos de US$10 000 contiene la mayor población de adultos en el periodo analizado, a pesar de presentar algunas variaciones, consigue expandirse de 12.4 millones en el 2010 a 11.9 millones en el 2016 más 2.3 millones que ascienden al rango de riqueza superior. En tanto, los adultos con riqueza de US$10 mil a US$100 mil y de US$100 mil a US$1 millón, tuvieron una tendencia a incrementarse con máximos en 2016 de 7.3 millones y 574 mil adultos, respectivamente.

			

Por otro lado, se tiene información sobre peruanos con una riqueza mayor a US$1 millón a partir de 2012, creciendo de 18.5 mil personas en 2012 a 39.6 mil personas en 2016. En este grupo, el intervalo de US$1 a US$5 millones es el de mayor tamaño y siendo más del doble en los últimos tres años, al pasar de 15.8 mil en 2012 a 33.3 mil adultos en 2016. Mientras que el rango de US$5 a US$10 millones registró un máximo de 3.3 mil adultos en 2016. Por último, el grupo de adultos con riqueza de más de US$mil millones tuvo un incremento significativo, al pasar de sólo 2 adultos en 2012 a 10 adultos en 2016.



			En la gráfica 7 se presenta el valor del Gini de la riqueza productiva estimada por Credit Suisse y el de los activos financieros netos de Allianz. En ambos casos los niveles de inequidad son elevados con valores en un caso de alrededor de 0.7 para los activos financieros y entre 0.7 y 0.82 en el caso de la riqueza productiva. Por otra parte, la tendencia es ascendente con ligeras fluctuaciones en los años específicos.

			


			Gráfica 7. Evolución del coeficiente Gini de la riqueza en el Perú, según Allianz y Credit Suisse 2010-2016

			[image: 3440.png]

			Fuente: elaboración propia con base en Allianz (2016 y 2017) y Credit Suisse (2010-2017).


			

			Distribución de los depósitos bancarios

			

			Sobre la riqueza productiva y su distribución, no existe información nacional al respecto. Sin embargo, sí es posible realizar una estimación de la desigualdad en la tenencia de activos financieros a partir de información proporcionada periódicamente por la SBS, que presenta trimestralmente y al cierre del año estadísticas sobre el número de cuentas bancarias y el total de depósitos por tramos o rangos diferenciados para personas naturales o físicas y de personas jurídicas con fines de lucro (empresas). Se consideran todos los depósitos a la vista, depósitos de ahorro, depósitos a plazos y CTS3 en el sistema financiero. A partir de esta información es posible determinar cómo se distribuyen los depósitos y estimar el Gini correspondiente. El hecho que una persona física o empresa pueda tener varias cuentas no afectaría ni los resultados y ni las conclusiones del cálculo realizado.

			En la gráfica 8 se observa que el Gini, que mide la concentración de los depósitos bancarios por cuenta, tiene valores elevados entre 0.8 y 0.85 reflejando una elevada inequidad en el caso de las personas físicas. Cuando se observa los valores para las empresas con fines de lucro, la inequidad es mayor, ya que ésta se ubicaría entre 0.95 y 0.975. Por otra parte, cuando se observa la tendencia entre 1998 y 2017, es creciente para ambos conjuntos de cuentas. La inequidad es elevada a la par que su tendencia es creciente. Por otra parte, se debe mencionar que no se consideró un periodo de análisis más amplio por la modificación de los umbrales que definen cada rango de depósito y número de cuenta debido a los efectos que la inflación puede generarles.




Gráfica 8. Evolución del coeficiente Gini de los depósitos de personas y de las empresas 1998-2017

[image: 3637.png]

Fuente: elaboración propia con base en lasbs(2017).

			

			Algunas comparaciones internacionales

			

			

En la gráfica 9 se compara la evolución de la participación de los sueldos y de los salarios de Perú, respecto del PIB, la misma razón para el promedio latinoamericano obtenido por Alarco (2017) y de Estados Unidos de América. El eje del lado izquierdo, representa la información del país andino y de América Latina; mientras que el eje derecho representa la información de Estados Unidos de América obtenida del BEA (2018). En el caso de la información de la región, se incluyen las cargas sociales y, en el caso de Estados Unidos de América, los datos se presenta sin y con estas cargas sociales. En todos los años, a excepción de finales de la década de los cincuenta, la participación de los salarios en el PIB de América Latina es superior a los valores de Perú; asimismo, la tendencia decreciente a partir de mediados de la década de los setenta es menor que la observada en el país sudamericano, donde la caída de la cuota salarial es más dramática. En el caso de Perú, se registra una ligera mejora a inicios del segundo quinquenio de los años ochenta, para tener después una fuerte reducción en el primer quinquenio de los años noventa como resultado de los programas de ajuste, estabilización y reforma estructural de dicha década. Luego de ese periodo, se observa una recuperación sin arribar a los niveles históricos previos. La información sobre Estados Unidos de América sin cargas sociales es más clara, pues evidencia la tendencia decreciente observada a partir de la década de los setenta respecto de los niveles de los cincuenta y sesenta. En los noventa se detiene la caída para nuevamente contraerse a partir de los primeros años del siglo XXI en adelante.




Gráfica 9. Participación salarial respecto delPIBen Perú, América Latina y Estados Unidos de América 1950-2016 TendenciaHP

[image: 3646.png]

Fuente: elaboración propia con base en Bureau of Economic Analysis -BEA(2018).






			A pesar de esta tendencia negativa en la participación de la cuota salarial, sus niveles absolutos son superiores a los observados en América Latina y Perú que se asociaron tanto a los mayores niveles de ingreso como a los menores niveles de informalidad. Cuando se muestra la información de Estados Unidos de América con cargas sociales, la caída de la cuota salarial es menor en el tiempo, registrando un nivel máximo a inicios de la década de los setenta y menor en 2016. La cuota salarial ha perdido alrededor de 5 puntos porcentuales del PIB. 

			Lindenboim (2008) integra series parciales sobre la participación de los salarios en el producto para un grupo de países desarrollados desde los años cincuenta y para otros de la región desde 1980. La conclusión es clara en las primeras economías donde se observa el ascenso de esta razón hasta mediados de los años setenta, para mostrar su estancamiento y luego caída asociada a la crisis del fordismo, a excepción de Dinamarca. En el caso de las diversas economías de la región latinoamericana, se observa una tendencia descendente con oscilaciones particulares. Sólo Chile y Colombia muestran crecimientos hasta momentos particulares de tiempo. Neira (2010) reconstruye la información de la participación de la masa salarial en el PIB a costo de factores para 14 países y la agregada ponderada de América Latina con el producto en paridad del poder adquisitivo en dólares constantes de 1970 entre 1950-2000 y las corregidas a partir de información censal incluyendo a los trabajadores independientes o de ingresos mixtos. Se concluye en el caso del conjunto, con la información sin procesamiento alguno, una fase ascendente hasta mediados de los años sesenta, para alcanzar su nivel mínimo (sima) hacia 1983 y un segundo punto máximo a mediados de los años noventa con un descenso posterior. Sin embargo, a juicio del autor, hay fuertes variaciones entre los diferentes países. 

			Abeles et al. (2014) presentan la información y analizan el periodo 1990-2010, considerando tanto la participación de la masa salarial en el PIB, así como diversas estimaciones de los ingresos laborales de los trabajadores independientes para 15 economías y el total regional. Los autores concluyen que en ambas mediciones la tendencia es descendente, aunque con algunas excepciones como son los casos de Argentina, Brasil, Chile y Costa Rica para la participación de la masa salarial.

			Existen otros trabajos históricos que abordan periodos más largos como el de Frankema (2009) que evalúa las economías de Argentina, Brasil y México entre 1870-2000. Todas las series de la participación de los salarios en el producto son cíclicas con tendencias decrecientes a partir de los años sesenta y setenta del siglo XX. Por otra parte, Bértola et al. (2008) analizan a los países del cono sur y determinan una tendencia ascendente en la desigualdad entre 1870-1920. También hay esfuerzos para periodos más cortos de tiempo de la OIT (2012) que reflejan tanto las disparidades de las economías latinoamericanas como la elevación de la cuota salarial en Argentina y Brasil de los últimos años.

			En los cuadros 3 y 4 se presenta información comparativa sobre los resultados de la medición de la desigualdad de la distribución de la riqueza productiva y activos financieros de Perú respecto de algunas economías seleccionadas. En este último caso se trata de la información proporcionada por Allianz sobre la desigualdad en la distribución de los activos financieros; mientras que en el caso de la riqueza productiva corresponde al Credit Suisse.

			Al respecto, cuando se evalúa la situación de la distribución de los activos financieros de Allianz la situación de Perú es inequitativa, pero se ubica por debajo del promedio simple de las economías seleccionadas en 2015, mientras que en el caso de 2016 está ligeramente por encima del promedio. La inequidad en la posesión de activos financieros de Perú está por debajo de todas las otras de economías latinoamericanas a excepción de Argentina. Asimismo, está por debajo de los niveles europeos exceptuando Reino Unido. De acuerdo a las estimaciones de Allianz, Estados Unidos de América es la economía que tiene los mayores niveles de concentración de los activos financieros.

			


			Cuadro 3. Coeficientes Gini de los activos financieros en países seleccionados 2015 y 2016

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							País

						
							
							Gini 2015

						
							
							Gini 2016

						
							
							Promedio por país

						
					

					
							
							Alemania

						
							
							0.73

						
							
							0.73

						
							
							0.73

						
					

					
							
							Argentina

						
							
							0.67

						
							
							0.68

						
							
							0.68

						
					

					
							
							Brasil

						
							
							0.73

						
							
							0.73

						
							
							0.73

						
					

					
							
							Chile

						
							
							0.73

						
							
							0.74

						
							
							0.74

						
					

					
							
							Colombia

						
							
							0.73

						
							
							0.74

						
							
							0.74

						
					

					
							
							España

						
							
							0.56

						
							
							0.58

						
							
							0.57

						
					

					
							
							Francia

						
							
							0.65

						
							
							0.66

						
							
							0.66

						
					

					
							
							México

						
							
							0.70

						
							
							0.71

						
							
							0.71

						
					

					
							
							Perú

						
							
							0.69

						
							
							0.70

						
							
							0.70

						
					

					
							
							Reino Unido

						
							
							0.75

						
							
							0.75

						
							
							0.75

						
					

					
							
							Estados Unidos de América

						
							
							0.81

						
							
							0.81

						
							
							0.81

						
					

					
							
							Promedio anual

						
							
							0.70

						
							
							0.71

						
							
							0.71 

						
					

				
			

			

			Fuente: elaboración propia con base en Allianz (2016, 2017).

			


			El panorama cambia cuando se analiza la información del Credit Suisse con relación a la distribución de la riqueza productiva (véase cuadro 4). En todos los años, Perú tiene un coeficiente Gini por encima del promedio simple de las economías seleccionadas, a excepción de los años 2011 y 2013. Sin embargo, Perú se encuentra por debajo del promedio del resto de las economías latinoamericanas seleccionadas como son: Argentina, Brasil, Chile y Colombia, a excepción de México. Asimismo, el nivel de desigualdad promedio, en el periodo de análisis, Perú se encuentra por encima de los valores observados para las economías europeas analizadas que son: Alemania, Francia y España. De todas las economías seleccionadas, Estados Unidos de América muestra los niveles de concentración de la riqueza más elevados; así como Reino Unido muestra un coeficiente Gini más alto que el de Perú.

			

			Cuadro 4. Evolución del coeficiente Gini de la riqueza en países seleccionados 2010-2016

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							País

						
							
							2010

						
							
							2011

						
							
							2012

						
							
							2013

						
							
							2014

						
							
							2015

						
							
							2016

						
							
							Promedio por país

						
					

					
							
							Alemania

						
							
							0.684

						
							
							0.750

						
							
							0.777

						
							
							0.771

						
							
							0.771

						
							
							0.775

						
							
							0.789

						
							
							0.760

						
					

					
							
							Argentina

						
							
							0.747

						
							
							0.675

						
							
							0.782

						
							
							0.796

						
							
							0.809

						
							
							0.818

						
							
							0.787

						
							
							0.773

						
					

					
							
							Brasil

						
							
							0.796

						
							
							0.756

						
							
							0.812

						
							
							0.821

						
							
							0.823

						
							
							0.830

						
							
							0.829

						
							
							0.810

						
					

					
							
							Chile

						
							
							0.647

						
							
							0.782

						
							
							0.774

						
							
							0.814

						
							
							0.789

						
							
							0.795

						
							
							0.805

						
							
							0.772

						
					

					
							
							Colombia

						
							
							0.795

						
							
							0.792

						
							
							0.788

						
							
							0.797

						
							
							0.768

						
							
							0.769

						
							
							0.762

						
							
							0.782

						
					

					
							
							España

						
							
							0.565

						
							
							0.634

						
							
							0.662

						
							
							0.661

						
							
							0.671

						
							
							0.671

						
							
							0.680

						
							
							0.649

						
					

					
							
							Francia

						
							
							0.758

						
							
							0.754

						
							
							0.755

						
							
							0.690

						
							
							0.697

						
							
							0.703

						
							
							0.720

						
							
							0.725

						
					

					
							
							México

						
							
							0.780

						
							
							0.725

						
							
							0.780

						
							
							0.780

						
							
							0.759

						
							
							0.759

						
							
							0.779

						
							
							0.766

						
					

					
							
							Perú

						
							
							0.752

						
							
							0.725

						
							
							0.774

						
							
							0.708

						
							
							0.817

						
							
							0.803

						
							
							0.807

						
							
							0.769

						
					

					
							
							Reino Unido

						
							
							0.717

						
							
							0.670

						
							
							0.675

						
							
							0.677

						
							
							0.682

						
							
							0.678

						
							
							0.732

						
							
							0.690

						
					

					
							
							Estados Unidos de América

						
							
							0.809

						
							
							0.824

						
							
							0.852

						
							
							0.851

						
							
							0.846

						
							
							0.850

						
							
							0.862

						
							
							0.842

						
					

					
							
							Promedio anual

						
							
							0.732

						
							
							0.735

						
							
							0.766

						
							
							0.761

						
							
							0.767

						
							
							0.768

						
							
							0.777

						
							
							0.758

						
					

				
			

			

			Fuente: elaboración propia con base en Credit Suisse (2010-2017).

			

			6. Conclusiones

			

			La desigualdad en la distribución de la riqueza, factorial y en los ingresos en Perú es elevada. Aunque los estimados de la riqueza productiva son privados, se muestran coeficientes Gini superiores a 0.7 para el periodo 2010-2016. Los valores del coeficiente Gini para los depósitos bancarios de las personas físicas son crecientes desde valores de 0.8 a 0.85 entre 1998-2017. Por otra parte, los diversos ajustes en el Gini de la distribución personal del ingreso fluctúan entre 0.6 y 0.7 que constituye valores elevados respecto a los estándares internacionales. El Gini oficial para la distribución personal del ingreso está claramente subestimado.

			Los valores del Gini para la riqueza, obtenidos del Credit Suisse, así como los elaborados para el presente estudio, son superiores a los resultados de los diversos ajustes del Gini de la distribución personal del ingreso. Los resultados de la riqueza financiera neta, mostrados por Allianz, son ligeramente superiores a los estimados para la desigualdad en los ingresos. La desigualdad en la riqueza es superior a la desigualdad en la distribución personal de los ingresos. Este resultado va en la línea de lo planteado por diversos estudios internacionales comentados por Van Bavel y Frankema (2013).

			Los coeficientes Gini elevados recientes tienen como uno de sus factores explicativos la menor participación de los salarios y del ingreso mixto en el PIB; mientras que la cuota de las ganancias en el producto es creciente y se mantiene elevada en los últimos años. Esta tendencia no es privativa de Perú, pues comparte una trayectoria similar a lo ocurrido a nivel América Latina e internacional, en que la mayor participación de los salarios en el PIB se observó en la fase de oro del capitalismo, y menor en su fase neoliberal.

			La tendencia no lineal de la participación de la masa salarial en el PIB de Perú muestra una tendencia decreciente con un pico principal en los años sesenta, una sima en los noventa, de ahí una recuperación en la segunda parte de la misma década, estancamiento y ligero crecimiento al final del periodo. La participación de la masa salarial en el PIB es inferior al promedio de América Latina y de la mayoría de las economías desarrolladas, como constata la información respecto a Estados Unidos de América. La participación del excedente bruto de explotación tiene una tendencia creciente hasta el segundo quinquenio de los años noventa para mostrar luego una tendencia decreciente consecuencia de la caída en los precios de exportación de las materias primas peruanas. Cabe destacar que se observan dos momentos en que la participación de las ganancias fue más elevada en el segundo quinquenio de los años setenta y el segundo quinquenio de los años noventa.

			Respecto a la participación del ingreso mixto en el PIB, se registra una tendencia decreciente hasta finales de los setenta para luego ir en crecimiento hasta el 2000. Posteriormente, se observa una tendencia ligeramente decreciente y luego creciente en los últimos años de la serie. La primera parte de la serie general del ingreso mixto se explica por la tendencia decreciente del ingreso del sector agrícola que después muestra una muy ligera tendencia ascendente hasta la actualidad. El ingreso no agrícola también mantiene una ligera tendencia creciente con algunas fluctuaciones a lo largo del tiempo. Estas fluctuaciones muestran una relación inversa con el PIB.

			Por razones de espacio no es posible analizar a detalle todos los resultados obtenidos. Se debe reconocer la naturaleza fragmentaria y parcial de la estadística disponible; al tiempo que se debe plantear la creación y mejora de la información oficial sobre estos temas. Se deja para más adelante el diseño y la aplicación de un modelo explicativo de la desigualdad a partir de la distribución de la riqueza y activos productivos, para proseguir con la distribución factorial y luego la personal. No se aborda un análisis de los impactos de la desigualdad. El estudio se circunscribió en presentar la desigualdad a partir de su indicador estándar Gini, omitiendo otros indicadores que rebasarían este espacio. Tampoco se realiza un análisis histórico para explicar la evolución detallada de los diferentes resultados, ni se plantean propuestas para corregir la elevada desigualdad, entre otros elementos.
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NOTAS




			
				
					

1	El estudio no abordará otras formas de riqueza como: el valor del capital natural, las tierras agrícolas y los recursos forestales, el capital humano, los bienes inmuebles para uso del hogar y otros activos de uso no productivo.



				

				
					2Esta muestra resultados equivalentes a un promedio móvil de tamaño 10 sin perder observación alguna.

				

				
					3	Modalidad de depósito obligatoria para los asalariados que se establece con base al ingreso mensual y que se aprovecha cuando el trabajador es despedido o se retira de la empresa donde laboraba.
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			Resumen. La pobreza puede reducirse por dos vías: la generación de ingresos, y el acceso a bienes y servicios públicos. El objetivo de este trabajo es proponer una metodología para cuantificar la población que vive en doble inclusión, es decir, en inclusión productiva y social en Ecuador en el periodo de estudio 2009-2017. Los resultados obtenidos señalan una asimetría entre el progreso social y el productivo. El avance en materia de educación, vivienda y servicios básicos se contrasta con el desafío para consolidar un empleo digno, situación que se agrava en el área rural. En 2017 a nivel nacional, la doble inclusión registró 35.3%, la inclusión social no productiva 31.8%, la inclusión productiva no social 6.8% y la exclusión 26%.

			Palabras clave: inclusión productiva; inclusión social; pobreza por ingresos; pobreza multidimencional; desigualdad.

			Clasificación JEL: D63; I31; I32; I38.

			

			Productive and Social Inclusion in Ecuador

			

Abstract. Poverty can be reduced in two ways: via income generation or via increased access to public goods and services. The aim of this paper is to propose a methodology for quantifying the percentage of the population that live in double inclusion, namely, in productive and social inclusion in Ecuador during the 2009-2017 study period. The results obtained indicate an asymmetry between social and productive progress. The advances made in education, housing, and basic services stand in contrast to the challenge to secure dignified employment, a situation made worse in rural areas. In 2017, the national level of double inclusion was recorded at 35.3%, non-productive social inclusion at 31.8%, non-social productive inclusion at 6.8%, and exclusion at 26%.



			Key Words: productive inclusion; social inclusion; income poverty; multidimensional poverty; inequality.

			


			1. Introducción

			


			La pobreza es por sí un fenómeno complejo, que se refleja en distintas expresiones y que tiene diversas causas; la diversidad de conceptos así lo demuestra. Desde una perspectiva monetaria, la pobreza por ingresos se refiere a la insuficiencia de recursos económicos para alcanzar mínimos de vida deseables en una sociedad, con la finalidad de identificar la capacidad de las personas para satisfacer un conjunto de necesidades básicas alimenticias y no alimenticias a precios de mercado (Simmel, 1965 citado en Spicker et al., 2009; Ringen, 1988 en Spicker et al., 2009; OIT, 1995).

			Una crítica importante a la pobreza por ingresos se refiere a que es una medida coyuntural susceptible de fluctuaciones en el tiempo, en función de la situación laboral de la población y de sus niveles salariales, condiciones a su vez influenciadas por el entorno macroeconómico. A diferencia de la pobreza por ingresos, la perspectiva de las necesidades básicas no se interesa en conocer si los individuos poseen el suficiente ingreso para satisfacer sus carencias básicas, definidas como tales para un grupo social específico y en un tiempo determinado; sino más bien, conocer si estas necesidades en realidad han sido cubiertas (Vic George, 1988 en Spicker et al., 2009; Max Neef, 1993; Fresneda, 2007). 

			

Desde la perspectiva de capacidades, la pobreza trasciende la insuficiencia de recursos y la insatisfacción de necesidades básicas. Así también, se asocia con la privación de capacidades, entendidas éstas como libertades efectivas que permiten a las personas lograr ser o hacer lo que valoran (Sen, 1984, 1999). Es frente a esta postura que surge el debate en torno a la consideración individualista del bienestar, al señalar que los individuos valoran el estilo de vida que optan llevar y dejan de lado la influencia de la colectividad (Nelson, 2004 en Dubois, 2008). También a la necesidad de introducir las nociones de democracia, respeto y amistad como aspectos olvidados en la propuesta de Sen (Gasper y van Staveren, 2003, p. 141). Así como a la importancia de una conceptualización más objetiva respecto a la identificación de una serie de capacidades aplicables para todas las personas que permita el diseño de políticas públicas para alcanzar una sociedad justa (Nusbaum, 2011).



			

Desde una perspectiva multidimensional, la pobreza refleja privaciones simultáneas en varias aristas del bienestar con base en un enfoque de derechos, de este modo, su utilidad radica en la identificación de las respuestas de política pública para combatir las causas que la originan (Deleeck et al., 1992; Santos, 2013; Bourguignon y Chakravarty, 2003; Alkire y Foster, 2007). Razón por la que ha sido acogida en los últimos años por su flexibilidad a nivel operativo y por su utilidad para el diseño y monitoreo de política pública.En términos sociológicos, la pobreza puede relacionarse con la exclusión. Es así que para la Unión Europea “se considerarán pobres aquellas personas, familias y grupos de personas cuyos recursos (materiales, culturales y sociales) son a tal punto limitados que quedan excluidos del estilo de vida mínimamente aceptable para el Estado Miembro en el que habitan” (EEC, 1985 en Spicker et al., 2009, p. 299). Por su parte, Spicker et al. (2009, p. 299) consideran que: “la exclusión social afecta a individuos, personas y áreas geográficas; puede ser vista no sólo en términos de niveles de ingreso, sino también vinculada a cuestiones como salud, educación, acceso a servicios, vivienda y deuda”. Mientras que Subirats et al. (2005, p. 13) señalan: “la exclusión es susceptible de ser abordada desde los valores, desde la acción colectiva, desde la práctica institucional y desde las políticas públicas”.



			Desde la visión de políticas públicas, Martínez y Sánchez (2012) proponen la noción de doble incorporación, contrapuesta a la de exclusión, y que abarca tanto la incorporación al mercado como la incorporación social. Para los autores, “la incorporación al mercado se refiere a la participación de las personas en el nexo del efectivo, que a su vez requiere la creación de un número suficiente de empleos públicos y privados bien remunerados” (Martínez y Sánchez, 2012, p. 1). En tanto que, “la incorporación social se refiere a las personas que aseguran su bienestar de forma independiente del nexo del efectivo, es decir, de manera no mercantilizada” (Martínez y Sánchez, 2012, p. 1).

			Es a partir de ello que los autores Angulo y Gómez aportan con la noción y medición de la doble inclusión refiriendose al: “acceso de los hogares a empleos formales no precarios junto con la ausencia de privación multidimensional” (2014, p. 14). La importancia del vínculo entre social y productivo lo aborda la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), considerando que son dos condiciones simultáneas para alcanzar el desarrollo sostenible. Con estos antecedentes, el presente trabajo se inscribe en el análisis de la pobreza desde las perspectivas monetaria y multidimensional, con el propósito de cuantificar y exponer la evolución de las trayectorias de inclusión social y productiva en Ecuador. En la sección 2, se indagará el desempeño de las dos principales medidas nacionales de pobreza: la pobreza por ingresos y la pobreza multidimencional. Después, en la sección 3, se definirá la metodología para la medición de la doble inclusión en Ecuador. Se finaliza en la sección 4 con resultados y conclusiones a la luz de esta investigación.




			2. Pobreza por ingresos y pobreza multidimensional en Ecuador

			

			Ecuador definió a la pobreza como: “la situación de vulneración o no ejercicio pleno de los derechos establecidos en la Constitución, los cuales constituyen un fin, pero además un medio en sí mismo para la generación de capacidades y la ampliación de oportunidades” (Mideros, 2012 en Senplades, 2014, p. 14). Conforme a la Estrategia Nacional para la Igualdad y la Erradicación de la Pobreza: “el trabajo y el ingreso digno, así como la satisfacción de las necesidades básicas, son elementos fundamentales para alcanzar el Buen Vivir1 junto a la eliminación de toda forma de segregación y explotación social” (Senplades, 2014, p. 14).

			Uno de los objetivos globales de los Objetivos de Desarrollo Sostenible al 2030 (ONU, 2016) es el fin de la pobreza; así como de las prioridades nacionales al establecer en el Plan Nacional de Desarrollo 2017-2021 las siguientes metas: “erradicar la incidencia de la pobreza extrema por ingresos, reduciéndola del 8.7% al 3.5%” y “reducir la tasa de pobreza multidimensional desde el 35.1 al 26%” (Senplades, 2017, p. 50). 

			Tan importante como tener una definición de pobreza y su cuantificación, es analizar su evolución temporal y espacial, así como también los factores explicativos que podrían albergar opciones de política pública para solucionarla (Feres y Mancero, 2001). En este sentido, a continuación se expone el desempeño de la pobreza por ingresos y la pobreza multidimensional en el Ecuador en el periodo 2009-2017. En ambos casos, la fuente de información utilizada es la Encuesta Nacional de Empleo, Desempleo y Subempleo (ENEMDU) levantada por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), correspondientes a la ronda de diciembre de cada año (INEC, 2018). Se eligió 2009 como punto de partida, ya que desde ese año es posible calcular la pobreza multidimensional debido a la disponibilidad de información para su medición. 

			


			Pobreza por ingresos

			

			La estimación de la pobreza por ingresos se basa en la metodología de los indicadores FGT (Foster et al., 1984) que permite calcular la incidencia, brecha y severidad de la pobreza, al igual que la pobreza extrema por ingresos. La medida más utilizada corresponde a la incidencia que expresa el porcentaje de personas en situación de pobreza y pobreza extrema respecto al total de la población. Su estimación se basa en la construcción del agregado mensual de ingresos del hogar, a partir de las remuneraciones, remesas, transferencias monetarias e ingresos de capital. El agregado de ingresos es dividido para el número de miembros del hogar, obteniendo el ingreso per cápita. Los hogares, y sus miembros, cuyo ingreso per cápita es inferior al valor de la línea de pobreza y pobreza extrema,2 son considerados como pobres y pobres extremos, respectivamente. 

			Entre 2009 y 2014, la incidencia de pobreza y pobreza extrema por ingresos presentó una importante reducción al pasar de 36 a 22.5%, y de 15.4 a 7.7%, respectivamente (véase gráfica 1). Los choques externos acaecidos entre 2015 y 2016 cambiaron las condiciones económicas en Ecuador, ya que en estos dos años se registró una baja en el precio del petróleo, mientras que la apreciación del dólar restó competitividad a las exportaciones no petroleras, lo que ocasionó una contracción de la economía. Lo anterior se evidencia al analizar la tasa de crecimiento del PIB, que alcanzó 3.8% en 2014, 0.1% en 2015 y -1.6% en 2016 (BCE, 2017).

			Como consecuencia del ciclo económico bajo, los indicadores laborales sufrieron un retroceso y la tendencia a la baja de la pobreza monetaria se desaceleró. Para 2017, el crecimiento del PIB alcanzó 3% (BCE, 2017), y con ello se observó una mejoría en cuanto a reducción de pobreza, ubicándose ésta en 21.5% y la pobreza extrema en 7.9%. 

			Aplicando la metodología de descomposición crecimiento-redistribución de la pobreza por ingresos (Gasparini et al., 2013), la reducción de la pobreza registrada entre 2009 y 2017 se explica en 65.4% (9.5 puntos porcentuales) como resultado del crecimiento económico y en 34.6% (5 puntos porcentuales) por la redistribución; mientras que la reducción de la pobreza extrema se debe en 67.7% (5 puntos porcentuales) al crecimiento y en 32.3% (2.4 puntos porcentuales) a las políticas redistributivas (véase cuadro 1). 

			

			Gráfica 1. Incidencia de pobreza y pobreza extrema por ingresos (en porcentaje)
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			Fuente: elaboración propia con base en la Encuesta Nacional de Empleo, Desempleo y Subempleo (INEC, 2018).


			

			

			Cuadro 1. Descomposición crecimiento-redistribución de la incidencia de pobreza y pobreza extrema por ingresos (en porcentaje)
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							Pobreza extrema
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							36.0

						
							
							15.4
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							21.4
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							-14.5
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							Crecimiento 
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							-2.4

						
					

				
			

			

			Fuente: elaboración propia con base en la Encuesta Nacional de Empleo, Desempleo y Subempleo (INEC, 2018). 

			

			

Pese a la importante reducción de los indicadores por ingresos, a nivel de área geográfica las trayectorias muestran una importante brecha, mostrando diferencias persistentes que deben ser consideradas para la aplicación efectiva de política pública. De esta manera, a 2017 la pobreza en el área rural se ubicaba en 39.3% frente al 13.2% en el área urbana; mientras que la pobreza extrema del área rural (17.9%) fue de más de cuatro veces que la del área urbana (3.3%). La reducción de la pobreza por ingresos se acompaña de la reducción de la desigualdad. Entre 2009 y 2017, el coeficiente de Gini disminuyó de 0.504 a 0.459 puntos. A 2017, el coeficiente de Gini del área urbana fue de 0.435 y el del área rural de 0.463.



			Con base en la aplicación de la propuesta metodología del Banco Mundial (2013) para la estimación de los estratos sociales pobre, vulnerable, medio y alto,3 se observa que junto a la disminución de la pobreza entre 2009 y 2017 existió un importante incremento del estrato medio que pasó de 23 a 34.8% (véase Anexo 1). Es de llamar la atención la importante proporción de la población que se ubica en el estrato de vulnerabilidad y que alcanzó 42.2% en 2017 respecto a 39.7% en 2009, población que dadas sus características se encuentra en un sitial con alto riesgo de caer en pobreza. Según al área geográfica, en 2017 en el área urbana 42.7% de la población se encontraba en el estrato vulnerable y 42.2% en el estrato medio; mientras que en el área rural la vulnerabilidad ascendió a 41.2% y el estrato medio a 19.1%. 

			El comportamiento de la pobreza monetaria está influenciado principalmente por las remuneraciones que perciben los miembros del hogar, y que dependen sobre todo del nivel educativo y la categoría de ocupación. Al respecto, a pesar de que en 2017 el desempleo a nivel nacional alcanzó 4.6%, una de las tasas más bajas de la región; el empleo adecuado4 se redujo en 7 puntos porcentuales desde su pico más alto en 2014 (49.3 a 42.3% en 2017). Lo que significa que más de la mitad de la PEA (53%) se encuentra en empleo inadecuado,5 evidenciando así un deterioro de los indicadores laborales (véase gráfica 2).

			


			Gráfica 2. Empleo adecuado e inadecuado (%)
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			Fuente: elaboración propia con base en la Encuesta Nacional de Empleo, Desempleo y Subempleo (INEC, 2018).


			


			Como consecuencia del ciclo económico bajo que atravesó la economía ecuatoriana, la proporción de la población en empleo inadecuado se incrementó notablemente. Según el área en 2017, por ejemplo, en la urbana el desempleo se registró en 5.8%, el empleo adecuado en 50.4% y el empleo inadecuado en 43.6%. Mientras que en el área rural, el desempleo alcanzó 2.1%, el empleo adecuado 25.1%, y el empleo inadecuado 72.8%, lo que evidencia la precariedad del empleo en el área rural. Por su parte, el porcentaje de la PEA afiliada o cubierta por la seguridad social se incrementó de 29.9% en 2009 a 44.3% en 2014, y sufrió un decremento ubicándose en 40.8% en 2017. Mientras que en 2017, la PEA afiliada a la seguridad social fue de 44% en el área urbana frente al 34.1% en el área rural.

			La OIT (1999) propone el concepto de trabajo decente, el mismo que plantea el deber ser en cuanto a la garantía de derechos de los trabajadores, manifestando que esta noción “es sinónimo de trabajo productivo, en el cual se protegen los derechos, lo cual engendra ingresos adecuados con una protección social apropiada”. Esta conceptualización señala también que “el trabajo decente es el punto de convergencia de cuatro objetivos estratégicos: la promoción de los derechos fundamentales en el trabajo; el empleo; la protección social y el diálogo social”. 

			Con base en la información disponible, como una aproximación del trabajo decente en Ecuador, se identificó a la PEA con empleo adecuado que está afiliada a la seguridad social contributiva. Mediante el empleo adecuado se identifica a la población con ingresos laborales iguales o superiores al salario básico unificado. Y a través de la afiliación a la seguridad social se identifica a la población con cobertura ante potenciales riesgos laborales, pensión jubilar y acceso a los servicios de salud en el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS). 

			La afiliación a la seguridad social supone la recepción de los beneficios de ley conforme a la normativa ecuatoriana.6 De acuerdo a ello, en 2009 la población con empleo decente ascendió a 20.5% a nivel nacional, y alcanzó 8.5% a nivel rural, así como 26.4% a nivel urbano. Mientras que para 2017 la población con empleo decente era de 30% a nivel nacional, a nivel rural era de 16.1% y a nivel urbano de 35.9%. Estas cifras son alarmantes al exponer que menos de la mitad de la PEA registra en empleo adecuado y apenas uno de cada tres trabajadores empleo decente, evidenciando de esta forma la precariedad del empleo. 

			


			Pobreza multidimensional

			

			

El concepto de Buen Vivir establecido en la Constitución de la República del Ecuador sienta las bases para la comprensión de las nociones de justicia social y desarrollo, garantizando que el Estado tendrá un rol fundamental en la protección de derechos, los mismos que abarcan diferentes dimensiones del bienestar. Es a partir de 2016 que Ecuador adoptó a la pobreza multidimensional como una medida oficial de pobreza (INEC, 2016) en función de los aportes de Alkire y Foster (2007, 2011). El procedimiento consistió en seleccionar las dimensiones e indicadores de pobreza, y ponderarlos. En este caso, los derechos del Buen Vivir constituyen las cuatro dimensiones que agruparán los indicadores que componen la pobreza multidimensional oficial: 1) educación, 2) trabajo y seguridad social, 3) salud, agua y alimentación, y 4) hábitat, vivienda y ambiente sano (Constitución de la República del Ecuador, 2008, art. 12-34).



			En el cuadro 2 se presentan los 12 indicadores que conforman la pobreza multidimensional oficial agrupados en las cuatro dimensiones arriba señaladas. Conforme a la metodología adoptada en la dimensión de salud, agua y alimentación, la pobreza extrema por ingresos constituye un proxy de la capacidad del hogar para cubrir las necesidades alimenticias mínimas de sus miembros, mientras que en relación con la temática de salud no se cuenta con información. En palabras del INEC, dadas las características de la fuente de información “una de las ventajas de trabajar con la ENEMDU es que permite reconstruir el índice desde 2009; una de las limitaciones de la fuente es que carece de indicadores que reflejen los derechos a la salud (acceso a servicios de salud) y de ciertos grupos vulnerables (niños, discapacitados, adultos mayores)” (INEC, 2016, p. 5). 

			Como todos los derechos tienen igual importancia, se asignó igual peso a cada dimensión y, dentro de cada dimensión, igual peso a sus indicadores, los que valoran la privación del derecho. Se aplicó la consideración de que si una persona está privada en un indicador todos los miembros del hogar están privados. Después se fijó el umbral de pobreza multidimensional o la proporción de privaciones que un hogar y sus miembros deben evidenciar para ser identificados como pobres. De acuerdo a lo anterior, en Ecuador un hogar se considera en pobreza multidimensional si tiene más de la tercera parte de carencias ponderas (33.3%).

			La pobreza multidimensional nacional pasó de 51.5% en 2009 a 35% en 2015 y se ubicó en 34.6% en 2017. Mientras que entre 2009 y 2015 a nivel urbano pasó de 34.9 a 21.5% y a nivel rural de 83.8 a 61.4%. Para 2017, la pobreza multidimensional urbana alcanzó 21.3% y la rural 63.3% (véase gráfica 3). La reducción de la pobreza multidimensional entre 2009 y 2017 se debe por lo general a la ampliación del acceso a los servicios básicos de agua y saneamiento, así como al incremento de la asistencia a la educación básica y bachillerato. No obstante, su estabilidad entre 2015 y 2017 se explica por qué esta métrica incorpora indicadores que han sido afectados por el ciclo económico bajo: pobreza extrema por ingresos, desempleo o empleo inadecuado, no contribución al sistema de pensiones y empleo infantil y adolescente (véase Anexo 2). 

			


			Gráfica 3. Tasa de pobreza multidimensional oficial (%)

			[image: 3058.png]

			Fuente: elaboración propia con base en la Encuesta Nacional de Empleo, Desempleo y Subempleo (INEC, 2018).


			

			Desde la perspectiva de la inversión social, la reducción de la tasa de la pobreza multidimensional en el periodo analizado refleja el incremento del gasto social como porcentaje del PIB al pasar de 7.8 a 10.2%, lo que en términos per cápita se traduce en un crecimiento de la inversión social por habitante de US$330 a US$626. A nivel de ámbito sectorial, las mayores variaciones del gasto social per cápita se registran en salud al incrementarse de US$63 a US$199 y en educación al pasar de US$191 a US$296. Por su parte, la inversión per cápita en bienestar social, desarrollo urbano y vivienda, y trabajo se mantuvo alrededor de US$60, US$12 y US$3, respectivamente (Sices, 2017).




Cuadro 2. Dimensiones e indicadores para el cálculo de la pobreza multidimensional oficial





	Dimensión


	Indicador


	Población




	Educación


	Inasistencia a educación básica y bachillerato (8.3%)


	5 a 17 años




	No acceso a educación superior por razones económicas (8.3%)


	18 a 29 años




	Logro educativo incompleto (menos de 10 años de escolaridad) (8.3%)


	18 a 64 años




	Trabajo y

seguridad social


	No contribución al sistema de pensiones (8.3%)


	15 años y más




	Empleo infantil y adolescente (8.3%)


	5 a 17 años




	Desempleo o empleo inadecuado (8.3%)


	18 años y más




	Salud, agua

y alimentación


	Sin servicio de agua por red pública (12.5%)


	Toda población




	Pobreza extrema por ingresos (12.5%)


	Toda población




	Hábitat, vivienda

y ambiente sano


	Hacinamiento (6.3%)


	Toda población




	Déficit habitacional (viviendas con materiales inaceptables o en mal estado) (6.3%)


	Toda población




	Sin servicio de saneamiento de excretas (6.3%)


	Toda población




	Sin servicio de recolección de basura (6.3%)


	Toda población









Fuente:INEC(2016, p. 11).




Cuadro 3. Dimensiones e indicadores para el cálculo de la pobreza multidimensional adaptada





	Dimensión


	Indicador


	Población




	Educación


	Inasistencia a educación básica y bachillerato (11.1%)


	5 a 17 años




	No acceso a educación superior por razones económicas (11.1%)


	18 a 29 años




	Logro educativo incompleto (11.1%)


	18 a 64 años




	Agua y alimentación


	Sin servicio de agua por red pública (11.1%)


	Toda población




	Hábitat, vivienda y ambiente sano


	Sin servicio de saneamiento de excretas (11.1%)


	Toda población




	Sin servicio de recolección de basura (11.1%)


	Toda población




	Hacinamiento (11.1%)


	Toda población




	Déficit habitacional (11.1%)


	Toda población









Fuente: elaboraciónpropiacon base en la Encuesta Nacional de Empleo, Desempleo y Subempleo (INEC, 2018).




Gráfica 4. Tipología de doble inclusión nacional (%)
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Fuente: elaboraciónpropiacon base en la Encuesta Nacional de Empleo, Desempleo y Subempleo (INEC, 2018).

			

			Piso de protección social en Ecuador

			

			Es conocido que la desigualdad y la exclusión afecta a las sociedades con implicaciones negativas a nivel social y económico en el corto, mediano y largo plazo. Por lo que es relevante discutir sobre las alternativas que tienen los Estados para implementar políticas orientadas a reducir las desigualdades y cerrar brechas sociales. Dentro de estas alternativas se encuentran los pisos de protección social, entendidos como un conjunto de prestaciones básicas para garantizar un ingreso mínimo para combatir la pobreza y la vulnerabilidad, contemplando tanto la seguridad social contributiva y no contributiva, así como también el acceso a los servicios sociales y la regulación del empleo (Cecchini y Martínez, 2011; OIT, 2012).

			La Constitución de la República del Ecuador define al Sistema Nacional de Inclusión y Equidad Social como el “conjunto articulado de sistemas, instituciones, políticas, normas, programas y servicios que aseguran el ejercicio, garantía y exigibilidad de los derechos reconocidos en la Constitución y el cumplimiento de los objetivos del régimen de desarrollo” (art. 340). Ante ello, se cuenta con la política de inclusión económica y movilidad social que está compuesta por dos elementos “aseguramiento universal y no contributivo frente a un conjunto de riesgos, entre ellos la caída en pobreza; y, segundo, la garantía de acceso a un conjunto básico de satisfactores de necesidades y capacidades para la autonomía”(MIES, 2018). 

			Dentro de la modalidad no contributiva, existen cuatro programas focalizados a través del Registro Social, el mismo que es un catastro socioeconómico de los hogares y sus miembros, que permite a los programas sociales identificar sus poblaciones objetivo (Sices, 2017). El Bono de Desarrollo Humano transfiere US$50 mensuales a hogares en situación de pobreza extrema, condicionado al cumplimiento de obligaciones en salud y educación. La Pensión Asistencia a Adultos Mayores entrega US$50 mensuales a personas mayores de 65 años de edad en situación de pobreza. La Pensión Asistencial a Personas con Discapacidad otorga US$50 mensuales a personas con más del 40% de discapacidad en situación de pobreza. Y el Bono Joaquín Gallegos Lara entrega US$240 mensuales a los cuidadores de personas con más del 80% de discapacidad en situación de pobreza. 

			A nivel contributivo el marco constitucional precisa el derecho a la seguridad social como derecho de todas las personas e incluye a las que realizan trabajo no remunerado en los hogares, de autosustento y desempleadas (Constitución de la República del Ecuador, 2008, art. 34). El IESS administra cuatro seguros: salud individual y familiar; general de riesgos del trabajo; invalidez, vejez y muerte; y campesino (Ley de Seguridad Social, 2001). Conforme lo estable la Constitución, los servicios estatales de salud y educación son universales y gratuitos (Constitución de la República del Ecuador, 2008, art. 345 y 362). En este sentido, dentro de los mecanismos de carácter universal se encuentran los servicios de educación inicial, educación general básica y bachillerato y el sistema nacional de salud pública.

			El esquema de la política de inclusión económica y movilidad social nacional presenta coincidencias con varios programas implementados en la región, que son testimonio de la introducción del piso de protección social, tales como los programas de transferencias monetarias condicionadas (Red Unidos en Colombia y Chile Solidario, entre otros); programas de ingreso mínimo en la vejez y discapacidad (Pensión para Adultos Mayores en México, Programa Especial de Transferencia Económica a los Adultos Mayores en Panamá, entre otros); programas para trabajadores desempleados y de bajos ingresos (seguros de desempleo en varios países, Seguro de Capacitación y Empleo en Argentina, entre otros) (CELAC, 2018). En este sentido, a nivel regional se cuenta con experiencias que apuntalan a reducir la pobreza y asistir a la niñez, a adultos mayores y a personas con discapacidad a través de la seguridad social contributiva y no contributiva. Por lo que el mayor desafío de los países es afianzar la coordinación a nivel de políticas públicas, instituciones e intervenciones para lograr una provisión de servicios oportuna, eficiente y sostenible, minimizando el impacto de ciclos económicos.

			

			3. Medición de la doble inclusión

			

			Propuesta metodológica

			

			En función de la propuesta conceptual de la doble incorporación de Martínez y Sánchez (2012) y siguiendo la propuesta operativa de Angulo y Gómez (2014) para la medición de la inclusión social y productiva en Colombia, a continuación se presenta la metodología para su operacionalización en el caso de Ecuador. 

			

			Inclusión social


			

			El indicador de inclusión social constituye el recíproco de la adaptación de la tasa de pobreza multidimensional oficial en Ecuador (INEC, 2016). La modificación en el cálculo de la pobreza multidimensional consiste en mantener las dimensiones de: Educación; Agua y alimentación; y Hábitat, vivienda y ambiente sano (véase cuadro 3). Y extraer los indicadores asociados a la generación de ingresos, ya que pertenecen al ámbito de inclusión productiva: pobreza extrema por ingresos, desempleo o empleo inadecuado, no contribución al sistema de pensiones y empleo infantil y adolescente. 

			A diferencia de la pobreza multidimensional oficial, en la tasa de pobreza multidimensional adaptada se asignó igual ponderación a cada indicador otorgando la misma importancia a cada uno. Se aplicó también la consideración de que todos los derechos tienen igual jerarquía en razón de que en este caso no se trabaja con todas las dimensiones del Buen Vivir y al hecho de que en la dimensión de Agua y alimentación se cuenta con un solo indicador, por lo que su ponderación representaría tres y cuatro veces la de los indicadores de Educación y Hábitat, vivienda y ambiente sano, respectivamente. Se conservó el método de agregación, es decir, si una persona está privada en un indicador todos los miembros del hogar están privados del mismo. Y se mantuvo el umbral de pobreza en la tercera parte de carencias ponderadas (véase cuadro 3). Por tanto, quien no se encuentre en pobreza multidimensional estará por lo consiguiente en inclusión social. 

			


			Inclusión productiva 

			

			Este indicador constituye una adaptación del planteamiento metodológico de Angulo y Gómez (2014). De acuerdo a ello, se establece que un hogar está en inclusión productiva cuando cumple al mismo tiempo las siguientes tres condiciones: 1) no es pobre por ingresos, 2) al menos uno de sus miembros está en el sistema laboral con un empleo decente, y 3) no existe trabajo infantil en el hogar. Para efectos de esta investigación se considera que una persona tiene un empleo decente cuando forma parte de la categoría de empleo adecuado y está afiliado o cubierto por la seguridad social. A diferencia de la propuesta de Angulo y Gómez (2014), se incluyó como una condición de inclusión productiva la no existencia de empleo infantil o adolescente dentro del hogar. Esta consideración se basa en el hecho de que niños y adolescentes se incorporan al mercado laboral para suplir la carencia de recursos dentro del hogar. Al respecto Vásconez et al. (2015, p. 4) mencionan que “ha sido ampliamente comprobado que el trabajo infantil tiene repercusiones negativas en el desarrollo de las personas, y perpetúa las situaciones de pobreza de los hogares que se ven obligados a acudir a la mano de obra infantil por la escasez de recursos”. 

			

			Para los hogares en donde no existen personas menores de 65 años pertenecientes a la Población en Edad de Trabajar (PET),7 se sustituye la segunda condición, empleo decente, sólo por la afiliación o cobertura de la seguridad social de al menos una de las personas mayores a 65 años de edad. Lo anterior considerando que para el caso de los adultos mayores la pertenencia al sistema laboral no constituye una condición indispensable para este grupo de edad; tal como lo es su afiliación o cotización a la seguridad social, lo que está asociado directamente con la pensión jubilar que garantiza un ingreso mínimo de subsistencia. En tanto, se considerará a un hogar en inclusión productiva débil cuando no está en situación de pobreza por ingresos, independiente a que sus miembros tengan un empleo decente y del empleo infantil y adolescente. 

			Al combinar la medida de inclusión social e inclusión productiva se obtienen cuatro categorías de análisis: 1) hogares en doble inclusión; 2) hogares en inclusión social no productiva; 3) hogares en inclusión productiva no social, y 4) hogares en doble exclusión.

			

			Análisis de resultados


			

			A continuación se presentan las estimaciones de la tipología de inclusión social y productiva en Ecuador para el periodo 2009-2017 (mayores detalles sobre las estimaciones a nivel nacional y por área, véanse anexos 3 y 4).

			

			Inclusión social


			

			A partir de la aplicación metodológica descrita anteriormente, en 2017 el 67.2% de la población nacional estuvo en inclusión social respecto al 50.2% registrado en 2009 (véase gráfica 4). En el mismo periodo, en el área urbana la población que está en inclusión social alcanzó 79.7% frente a 66.7%; mientras que en el área rural alcanzó 40.4% respecto al 17.4%. Lo que evidencia el importante avance en cuanto al acceso a servicios públicos, reflejando mejoría en las condiciones estructurales de la población. 

			


			Inclusión productiva 

			

			A nivel nacional el porcentaje de personas en inclusión productiva pasó de 27.7% en 2009 a 42.1% en 2017; mientras que en el área urbana de 36.2 a 50.2% y en el área rural de 10.9 a 24.7% en el mismo periodo. Relajando los criterios de empleo decente y no existencia de empleo infantil y adolescente en el hogar, en 2017 el porcentaje de la población en inclusión productiva débil nacional se ubicó en 78.7%, mientras que en el área urbana y en el área rural alcanzó 86.9 y 60.9%, respectivamente. Lo que demuestra que a pesar de los avances en reducción de pobreza por ingresos, la formalidad laboral constituye uno de los principales desafíos del país para alcanzar la inclusión productiva. Por lo que es fundamental alcanzar un empleo que garantice condiciones mínimas en cuanto al ingreso laboral y tiempo de trabajo, junto con el acceso a la seguridad social. 

			Ahora bien, con la finalidad de conocer la situación de los hogares ecuatorianos frente a la inclusión social y a la inclusión productiva, a continuación se presentan los resultados de la aplicación del análisis bidimensional. 

			

			Hogares en doble inclusión. Cerca de la tercera parte de la población se encuentra en doble inclusión, al pasar de 21.5% en 2009 a 35.3% en 2017. En el mismo periodo, la doble inclusión en el área urbana pasó de 30.1 a 44.2%; mientras que en el área rural de 4.6 a 16.2%. La doble inclusión en el área urbana representa más del doble frente al área rural, evidenciando la brecha territorial en cuanto al progreso social y productivo de forma simultánea. Respecto al nivel nacional, el porcentaje de personas en doble inclusión débil ascendió a 59.5% en 2017 frente al 41.4% de 2009 (véase Anexo 4). De esta manera, la doble inclusión registró 24.2 puntos porcentuales por debajo de la doble inclusión débil. En 2017, la doble inclusión débil en el área urbana alcanzó el 72.4% y en el área rural el 31.8%.

			Hogares en inclusión social no productiva. En 2017, el porcentaje de personas en inclusión social no productiva a nivel nacional se registró en 31.8%, en el área urbana alcanzó 35.4% y en el área rural 24.2%. Bajo el lente de inclusión productiva débil, la inclusión social no productiva a nivel nacional se ubicó en 7.7%, mientras que en el área urbana alcanzó 7.3% y en el área rural 8.6%. 

			Hogares en inclusión productiva no social. El porcentaje de personas en inclusión productiva, pero no social, a 2017 se registró en 6.8% a nivel nacional, 5.9% en el área urbana y 8.5% en el área rural. Considerando únicamente el criterio de no pobreza por ingresos, la inclusión social no productiva a nivel nacional se ubicó en 19.2%, en el área urbana en 14.5% y en el área rural en 29.2%.  

			Hogares en doble exclusión. A nivel nacional, existe una importante reducción de la población en situación de doble exclusión al pasar de 43.7 a 26% entre 2009 y 2017. En el mismo periodo, la población en exclusión en el área urbana se redujo de 27.2 a 14.4%; mientras que en el área rural disminuyó de 76.3 a 51.1%. Al considerar únicamente el criterio de no pobreza por ingresos como parte de la inclusión productiva, a nivel nacional la exclusión alcanzó el 13.6% en 2017 frente a 26.6% en 2009; mientras que en el área urbana pasó de 14.4% a 5.8%; mientras que en el área rural disminuyó de 50.7 a 30.4%.

			

			

Los resultados obtenidos guardan similitudes con la estimación de las trayectorias de inclusión social e inclusión productiva en Colombia entre 2008 y 2012, las mismas que reflejan disparidades entre el progreso social y el económico (Angulo y Gómez, 2014). En dicho estudio se encontró que gran parte de la población colombiana se ubicaba en la categoría de inclusión social no productiva, lo que puso en evidencia el acento de la política social en el aumento de coberturas de servicios sociales y los desafíos en cuanto a la creación de empleos formales. Asimismo, las estimaciones de inclusión social y productiva en América Latina y el Caribe a cargo de CEPAL (2017), reflejan que a 2015 menos de tres de cada diez hogares en la región se encuentran en una situación de niveles mínimos de doble inclusión, presentado como principal desafío la formalización del empleo. Estos hallazgos refuerzan la importancia de que los Estados promuevan condiciones favorables para la creación de empleos de calidad para asegurar ingresos suficientes en la población, lo que sumado a la provisión de servicios sociales, asegurará la superación sostenida de la pobreza.



			

			4. Conclusiones


			

			La cuantificación de la doble inclusión en Ecuador permite evaluar ámbitos como el social y el productivo como parte de los requisitos para alcanzar el bienestar de la población desde una mirada bidimensional. Se observa que existe una asimetría entre el progreso social y el progreso productivo. El comportamiento favorable en cuanto al acceso a la Educación y a servicios básicos relacionados con Agua y alimentación; y Hábitat, vivienda y ambiente sano; no refleja el mismo comportamiento al analizar la evolución del empleo adecuado y peor aún del decente. A pesar de la mejora en cuanto a reducción de pobreza por ingresos, es importante remarcar la influencia del ciclo económico en su evolución positiva, dado que tras la baja de los precios del petróleo y apreciación del dólar en 2015 y 2016, los indicadores de pobreza monetaria y empleo no mantuvieron una tendencia satisfactoria. Debido a ello, es fundamental contar con un sistema de protección social que permita contrarrestar el efecto de choques macroeconómicos adversos, sobre todo en la población pobre y vulnerable.

			Avanzar hacia la doble inclusión en Ecuador implica sostener los niveles de inversión social lo que conlleva revisar la política fiscal. Así como también, generar empleos decentes, que a más de respetar la jornada laboral y el ingreso mínimo establecidos, garanticen el acceso a la seguridad social contributiva y beneficios de ley. Uno de los desafíos es la focalización adecuada y eficiente de los programas de inclusión económica y social para lograr una óptima identificación de los beneficiarios. 

			Para la efectiva implementación de estas intervenciones es esencial la consideración de las cinco temáticas de la igualdad respaldadas en la Constitución: pueblos y nacionalidades, ciclo de vida, género, discapacidades y movilidad humana (Constitución de la República del Ecuador, 2008, art. 11). 

			Desde el punto de vista de la demanda laboral, la reactivación del empleo requiere del fomento al emprendimiento y la inversión privada de calidad acorde a las actividades priorizadas en el país y a la vocación productiva territorial. Inversión que para cumplir con el Plan Nacional de Desarrollo debe cumplir con las siguientes características: 1) generar empleo, en particular en la población en pobreza y vulnerabilidad; 2) generar una producción ambientalmente limpia; 3) que sea una inversión duradera, estable y sostenible en el tiempo (Senplades, 2017).

			Desde el punto de vista de la oferta laboral es fundamental implementar políticas públicas de conocimiento y talento humano, con acciones vinculadas al fortalecimiento y a la ampliación de la educación superior en institutos técnicos y tecnológicos, así como también la implementación de procesos de capacitación y certificación de competencias laborales. Asimismo, es importante ampliar el acceso a crédito para emprendimientos bajo procesos de acompañamiento y seguimiento a las actividades económicas desarrolladas. 

			A la par, se debe fomentar tanto desde el Estado como desde la sociedad civil, la generación de sinergias entre la protección social y la política económica puesto que la incorporación de los beneficiarios, sobre todo de programas asistenciales, al mercado laboral o la concepción de emprendimientos y microempresas es fundamental para la movilidad laboral y la reestructuración socioeconómica de las sociedades.

			En suma, el estudio de la doble inclusión es un llamado a repensar la pobreza y las políticas públicas a la luz de nuevos marcos conceptuales, ya que brinda la oportunidad de realizar una evaluación de la política pública para identificar los logros en la reducción de la pobreza, por dos vías: la generación de ingresos a través de un empleo de calidad y el acceso a bienes y servicios públicos. Asimismo, permite el diseño de política pública mediante una institucionalidad más participativa orientada a erradicar la pobreza con acciones complementarias.

			

			Bibliografía

			

			

Alkire, S. y Foster, J. (2007), “Counting and Multidimensional Poverty

Measurement”, OPHI Working Paper Series, vol. 7.



			______ (2011), “Counting and Multidimensional Poverty Measurement”, Journal of Public Economics, vol. 95, núm. 7-8.

			Angulo, R. y Gómez, N. (2014), Inclusión social e inclusión productiva de los beneficiarios del programa Más Familias en Acción, Antigua Guatemala, CEPAL. 

			Banco Central del Ecuadro (BCE) (2017), Banco Central del Ecuador. Cuentas nacionales. Disponible en <https://www.bce.fin.ec/index.php/component/k2/item/763>

			Banco Mundial (2013), La movilidad económica y el crecimiento de la clase media en América Latina, Washington.

			

Bourguignon, F. y Chakravarty, S. (2003), “The Measurement of Multidimensional Poverty”, Journal of Economic Inequality. DOI <https://doi.org/

10.1023/A:1023913831342>



			

Cecchini, S. y Martínez, R. (2011), Protección social inclusiva en América

Latina. Una mira integral, un enfoque de derechos, CEPAL, GIZ y BMZ,

Santiago de Chile.



			Código del Trabajo (2012), Registro Oficial suplemento, núm. 167, Quito. 

			Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) (2017), Brechas, ejes y desafíos en el vínculo entre lo social y lo productivo, Santiago de Chile. 

			Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños (CELAC) (2018), Plataforma de Seguridad Alimentaria y Nutricional (san), FAO, Aladi y CEPAL. Disponible en <https://plataformacelac.org/es>

			Constitución de la República del Ecuador (2008), Registro Oficial, núm. 449, Quito.

			Deleeck, H., Van den Bosch, K. y De Lathouwer, L. (1992), Poverty and the Adequacy of Social Security in the ec, Aldershot, Avebury.

			Dubois, A. (2008), “El debate sobre el enfoque de capacidades: las capacidades colectivas”, Araucaria. Revista Iberoamericana de Filosofía, Política y Humanidades, núm. 20, España.

			Feres, J. y Mancero, X. (2001), Enfoques para la medición de la pobreza. Breve revisión de la literatura, CEPAL, Santiago de Chile.

			Foster, J., Greer, J. y Thorbecke, J. (1984), “A Class of Decomposable Poverty Measures”, Econometrica, vol. 81.

			Fresneda, O. (2007), La medida de necesidades básicas insatisfechas (nbi) como instrumento de medición de la pobreza y focalización de programas, CEPAL, Santiago de Chile. 

			Gasper, D. y van Staveren, I. (2003), “Development as Freedom-and as What else?”, Feminist Economics, vol. 9.

			

Gasparini, L., Cicowiez, M. y Sosa, W. (2013), Pobreza y desigualdad en

América Latina, Buenos Aires, Grupo Editorial SRL.



			Instituto Nacional de Estatística y Censos (INEC) (2014), Metodología para la medición del empleo en Ecuador, Quito. Disponible en <http://www.ecuadorencifras.gob.ec/documentos/web-INEC/EMPLEO/Nuevo%20Marco%20Conceptual/Nota%20metodologica%20ENEMDU.pdf>

			

______ (2016), Medición de la pobreza multidimensional en Ecuador,

Quito. Disponible en <http://www.ecuadorencifras.gob.ec/documentos/

web-INEC/Bibliotecas/Revista_Estadistica/Medicion_de_la_Pobreza_Multidimensional_en_el_Ecuador.pdf>



			

______ (2018), Encuesta Nacional de Empleo, Desempleo y Subempleo-Enemdu. Disponible en <http://www.ecuadorencifras.gob.ec/empleo-di-

ciembre-2018/>



			Ley de Seguridad Social (2001), Registro Oficial, núm. 465, Quito. 

			

Martínez, J. y Sánchez, D. (2012), “The Double Challenge of Market and Social Incorporation: Progress and Bottlenecks in Latin America”,

desiguALdades.net Working Paper Series, vol. 27, Berlin, Research Network on Interdependent Inequalities in Latin America.



			Max Neef, M. (1993), Desarrollo a escala humana, conceptos, aplicaciones y algunas reflexiones, Uruguay, Icaria.

			Ministerio de Inclusión Económica y Social (MIES) (2018), Protección y movilidad social. Disponible en <https://www.inclusion.gob.ec/proteccion-social-y-movilidad-social/>

			

Nusbaum, M. (2011), Creating Capabilities, the Human Development

Approach, Harvard University press, Parte 2, The Central Capabilities.



			

Organización de las Naciones Unidas (ONU) (2016), Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible: Una oportunidad para América Latina y

el Caribe, Santiago de Chile.



			Organización Internacional del Trabajo (OIT) (1995), “The Framework of ILO Action against Poverty”, en G. Rodgers (ed.), The Poverty Agenda and the ilo, Ginebra.

			______ (1999), Trabajo decente, Ginebra. Disponible en <http://www.oit.org/public/spanish/standards/relm/ilc/ilc87/rep-i.htm>

			

			

______ (2012), Recomendación relativa a los pisos nacionales de protección

social. Adopción: Ginebra, 101ª reunión CIT (14 junio). Disponible en <http://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::

NO::P12100_ILO_ CODE:R202>



			Ringen, S. (1988), “Direct and Indirect Measures of Poverty”, Journal of Social Policy, vol. 17, núm. 3, Cambridge.

			Santos, M. (2013), Resumen de la medición multidimensional de la pobreza, Conicet-UNS & OPHI. Disponible en <https://www.ophi.org.uk/wp-content/uploads/Overview-of-MD-Poverty-Measurement-Methods-final-ES.pdf?7ff332>

			Secretaría Nacional de Planificación y Desarrollo (SENPLADES) (2013), Plan Nacional de Desarrollo 2013-2017, Quito.

			______ (2014), Estrategia Nacional para la Igualdad y la Erradicación de la Pobreza, Quito.

			______ (2017), Plan Nacional de Desarrollo 2017-2012, Quito.

			Sen, A. (1984), Resources, Values and Development, Oxford, Basil Blackwell.

			______ (1999), Development as Freedom, Oxford, University Press, Oxford. 

			

Sistema Integrado de Conocimiento y Estadística Social (SICES) (2017),

Módulo Inversión Social. Disponible en <http://www.conocimientosocial.gob.ec/pages/EstadisticaSocial/herramientas.jsf>



			Simmel, G. (1965) [1908], “The Poor”, Social Problems, vol. 13.

			

Spicker, P., Álvarez Leguizamón, S. y Gordon, D. (2009), Definiciones de

pobreza: doce grupos de significados, CLACSO.



			Subirats, J., Gomà, R. y Brugué, J. (2005), Análisis de los factores de exclusión, Cataluña, Universidad Autónoma de Barcelona. 

			Vásconez, A., Muñoz, F. y Tomsich, C. (2015), Trabajo infantil en Ecuador: hacia un entendimiento integral de la problemática, Quito, UNICEF e INEC.




NOTAS

			
				
					1	“El Buen Vivir es la forma de vida que permite la felicidad y la permanencia de la diversidad cultural y ambiental; es armonía, igualdad, equidad y solidaridad. No es buscar la opulencia ni el crecimiento económico infinito” (Senplades, 2013).

				

				
					

2	Para 2017, el valor de la línea de pobreza fue de US$84.49 y el de la línea de pobreza extrema de US$47.62.



				

				
					3	La metodología del Banco Mundial (2013) se basa en el uso de la Línea de Pobreza (LP) para determinar cuatro estratos sociales, usando las siguientes relaciones: pobre (de 0 a 1 LP), vulnerable (más de 1 LP a 2.5 LP), medio (más de 2.5 LP a 12.5 LP) y alto (más de 12.5 LP). 

				

				
					4	El empleo adecuado “lo conforman aquellas personas con empleo que […] trabajan igual o más de 40 horas [semanales] y que, en el mes anterior al levantamiento de la encuesta, percibieron ingresos laborales iguales o superiores al salario mínimo, independientemente del deseo y la disponibilidad de trabajar horas adicionales” (INEC, 2014, pp. 14-15). Para 2017, el SBU alcanzó US$375.

				

				
					

5	El empleo inadecuado “lo conforman aquellas personas con empleo que no satisfacen las condiciones mínimas de horas o ingresos, es decir, durante la semana de referencia trabajan menos de 40horas, y/o en el mes anterior al levantamiento de la encuesta, percibieron ingresos laborales menores al salario mínimo y pueden, o no, desear y estar disponibles para trabajar horas adicionales” (INEC, 2014, p. 15).



				

				
					6	Los trabajadores tienen derecho a dos bonificaciones al año: 1) la decimotercera remuneración o bono navideño cuyo valor es igual a un salario mensual (Código del Trabajo, 2012, art. 111); y 2) la decimocuarta remuneración o bono escolar cuyo valor es igual a un salario básico unificado (Código del Trabajo, 2012, art. 113). 

				

				
					7En Ecuador la PET comprende a todas las personas de 15 años y más (INEC, 2014).
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			Abstract. The paper challenges the mainstream stance in the study of applied ethics in international development. Applied ethics is positioned at the macro-social level of global ethics while a specific codification is attempted by formulating international development based on its structural synthesis, in a threefold level: First, the structural synthesis –associated with the framework of existing international development policy– can be found in the ‘market relations’. Second, the analysis specifies the policies applied at the national level and the role of nation-state policy. Third, the paper criticizes the international development institutions’ policies. In each of the levels mentioned above, the analysis reveals the fundamental policy theory issues of neoclassical economics, as the intellectual defender of free market economics.
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La síntesis estructural ética-aplicada del desarrollo internacional



			Resumen. Este artículo desafía la postura convencional del estudio de la ética aplicada del desarrollo internacional. Mientras la ética aplicada está posicionada a nivel macro-social de la ética global, una clasificación específica en tres niveles es sugerida analizando al desarrollo internacional basado en su síntesis estructural: primero, la síntesis estructural –asociada con el marco actual de la política de desarrollo internacional– puede ser hallada en las “relaciones de mercado”. Segundo, el análisis especifica las políticas implementadas a nivel nacional y el papel de la política nación-Estado. Tercero, el artículo critica las políticas de las instituciones del desarrollo internacional. En cada uno de los niveles mencionados, el análisis revela aspectos fundamentales de la teoría política de la economía neoclásica como la defensora intelectual de la economía de libre mercado.

			Palabras clave: ética aplicada; desarrollo internacional; economía neoclásica; economía de libre mercado; política nación-Estado; institucionalidad neoliberal.

			Clasificación jel: E13; F02; F11; O12; O19.




			1. Introduction 

			

			The following analysis delivers a novel explanatory framework for investigating the applied-ethical structural synthesis of contemporary international development. In the present study, the ethical argument is associated with the applied sides of the conditionality of “a good life” and “a good society” in international development. The paper approaches the theme in terms of its applied-ethical aspects within the contexts of political economy and moral philosophy by providing policy perspectives from the field of neoclassical economics. 

			Let me begin with some definitional comments for better reading. First, neoclassical economics is accepted as the intellectual defender of the principles of free market economics established policy in international development. The mainstream approach on the applied ethics mainly reflects the dominant approaches in the literature of business ethics. These approaches are largely but not only affected by neoclassical economics and the utilitarian ethics tradition. Second, in the analysis, the terms “mainstream” and “neoliberalism” are also used. The use of the term neoliberalism can be characterized, to some extent, controversial in the academic writings. In this study, the usage of the term imitates the referred literature as well as reflects the extreme free market economics applied policy. However, in most instances, the terms neoliberalism and free market economics are entwined without noteworthy difference. Lastly, the author of the study comes from a political economy background. As usual, the viewpoint and intellectual background of the scholar play a substantial role in the manner of analysis. For this reason, the incorporation of ethics and the terminology used have been mostly viewed from a political economy perspective, rather than from a moral philosophical perspective; in other words, the viewpoint is from economics to ethics, instead of from ethics to economics.

			As mentioned, the subsequent analysis determines the applied-ethical structural synthesis of international development. To be more specific, beyond the meta-ethical concern of “what a good society is” and the normative-ethical evaluation of “how this good society should be achieved”, there is an ethical manner by which the ethical judgement of a good life and a good society is formulated in real-world situations. In this paper, I argue that applied ethics in international development is interwoven with global ethics, affecting actual policy issues. The applied-ethical analysis is innately related to applied development policy, wherein applied development policy is interlaced with economic, political, institutional, and moral factors. Taken as a whole, applied ethics and applied-ethical analysis interprets the ethical argument of “a good life” and “a good society” at the level of the examination of applied development policy reasoning in the real-world situations of international development. 

			In the mainstream literature, applied ethics is usually accepted as business ethics. In turn, business ethics typically incorporates applied ethics by investigating deontological and professional issues. This is a microeconomic formation of applied ethics, which is based on individual ethics and the self-interest perspective of seeing the world reality. The present paper follows a rather different manner of analysis. Applied ethics as a form of global ethics is positioned in a political economy context. In this context, applied-ethical policy issues in international development have been investigated in three aspects: a) The framework of market relations; b) The role of nation-state policy; c) The role of international development institutions’ policies. To my knowledge, no such exploration has been attempted before. The paper contributes to a holistic applied-ethical interpretation of international development without neglecting crucial issues such economic and political aspects as the main factors of development policy in international development. Unavoidably, this original approach confronts limitations and methodological concerns which weigh the author exclusively. It is an effort towards a novel explanatory framework to the investigation of the applied-ethical aspects of international development. Scholars and students of economics and development in any tradition –heterodox or orthodox– could be benefited from this novel exploration for further research.

			In terms of structure, section 2 unfolds the explanatory framework of the applied-ethical structural synthesis of international development. Sections 3, 4, and 5, penetrate analytically to each of the dimensions of the framework. Section 6 concludes with brief remarks on the analysis. 

			

			2. The explanatory framework-economics and applied ethics in development policy


			

			Neoclassical economics frequently confronts ethical issues in the discussion of development, either at the level of the ends or at the level of the means, in a straightforward, “engineering” manner. Amartya Sen (1987, p. 50) argues that the “‘engineering’ aspect of economics has tended to go hand in hand with sticking to a very narrow view of ethics”. This narrow view of ethics can arguably be interpreted as the value-neutral and ethically neutral stance adopted by neoclassical economics in the field of international development policy. In addition, neoclassical economics has emerged as a universal science. Particularly in development policy, neoclassical economists consider that the development models based on the principles of economics as a positive science are applicable to all times and places (Davidson and Davidson, 1988, p. 55; Gilpin, 2001, p. 64; Milonakis and Fine, 2009, p. 46). Even further, regarding the relationship between politics and economics, Bowles et al. (1999, p. 2) argue that, in the political sciences, there is little understanding of the applied functioning of the economy; simultaneously, neoclassical economics is rarely deployed to understand politics and state policy. Economics, as both an analytical and policy-oriented discipline, cannot be value neutral as its neoclassical proponents claim (Vickers, 1997, p. 72; van Staveren, 2001, p. 202; van Stavaren, 2009; Graafland, 2007). From the side of moral philosophy, a critique of the philosophical discussion of the ethical reflection on development can be found through the intellectual manner in which philosophers approach the theme, scrutinising the meaning of ethical arguments while neglect policy implications (Clark, 2002, p. 830; Sen, 1999). 

			All the instances mentioned above result in analytic distortions and faulty policy prescriptions in the discussion of development. The problem of the ethical exploration of international development in the fields of philosophy and economics remains to some extent unresolved, particularly in accordance with development policy and moral issues. The question that is primarily posed is what applied ethics is or, rather, how applied-ethical analysis, in the contexts of political economy and moral philosophy, approaches international development policy. 

			

Responding to this, three initial but fundamental definitional issues should be noted. First, the present analysis accepts the position that ethics has empirical, practical, and applied aspects. Endorsing this view, Moore (1960 [1903], Sec. 25), in Principia Ethica, states that “ethics is an empirical or positive science: its conclusions could all be established by means of empirical observation and induction”. Singer (2011, p. vii) argues that the most relevant applied-ethical issues are those that confront us in daily life. Foucault (1984, p. 377) points out that “ethics is a practice; ethos is a manner of being”. Second, applied ethics is acknowledged in its broader cognisance as one of the three branches of knowledge in moral philosophy.1 In moral philosophy categorisation, applied ethics can be considered as the branch of ethical knowledge that examines contentious moral, social, legal, and political issues on the grounds of ethical debates and popular attributes (Häyry, 1994, p. 46). Third, applied ethics in international development and political economy is interwoven with global ethics. In turn, global ethics involves four interrelated levels of ethical analysis: the individual level, the corporate or organisational level, the national or societal level, and the global level (Buller et al., 1991, p. 768; Owens, 1983). However, the societal and organisational levels mainly influence global ethics. “Global ethics emerge from the degree of agreement among societies, corporations and other organizations regarding the appropriate ethical frameworks and behaviors in a given situation” (Buller et al., 1991, p. 768).



			The vast majority of neoclassical economists accept applied ethics at the level of business ethics and as a deontological matter. A brief critical review of the mainstream approach follows: in the literature on business ethics, applied ethics mainly describes the relations between firms/organisations and the internal or external economic environment. Such relations largely involve human resource management, the decision-making process, corporate responsibility, producers’ and consumers’ ethics, and similar deontological concepts and policy issues. At the core of business ethics are the individual preferences, decisions, and actions and the entrepreneurial economic and social activity in the predetermined economic environment of free-market economics. In almost all of the prescriptions of neoclassical economics, the sum of individuals equals the society, and the sum of private businesses makes the economy. In business ethics, the society and the economy mainly consist of producers (business corporations) and consumers (individuals or households); the society and the economy are usually analysed with the tools of microeconomic analysis. A common prescription in business ethics in the realm of neoclassical economics is the will of consumers to maximise their utility2 and the will of producers to maximise their profits. Ethical issues are involved in these fundamental, narrow perceptions. Within this framework, applied ethics (i.e. business ethics) focuses on individual ethics based on self-interest and microeconomic foundations. Also, the mainstream literature usually approaches applied ethics as a kind of deontological ethics interwoven with the rules, duties, and obligations of moral agents in an individualistic manner. In this regard, applied ethics is specified in several sub-fields, such as environmental ethics, medical ethics, bioethics, and business ethics (Cohen and Wellman, 2005; Chadwick, 2012; LaFollette, 2002). In accordance with this, applied ethics is commonly perceived as professional ethics in any specific field of individual or corporate life (Abbott, 1983, p. 880). Nevertheless, in both cases, Hausman and McPherson (2006, p. 3) point out “[m]oral theories are not cookbooks for good behavior”. 

			The presented approach of applied ethics and applied-ethical analysis contributes to the holistic exploration of development policy in international development. It investigates the ethical aspects of development policy without neglecting economic and political aspects as the main factors of development policy in international development, as moral philosophers frequently do. Moreover, the suggested analysis views applied ethics and economic policy in their broader senses. Applied ethics is not limited to the narrow aspects of the microeconomic foundations of business ethics and individual ethical behaviour under the belief of self-interest, as mainstream economists usually consider. Therefore, the present study proposes a rather different manner of analysis. It moves from the microeconomic level of business ethics to the macroeconomic level of global ethics. 

			

As mentioned, in the holistic-ethical examination of international development, applied ethics better corresponds to global ethics. In order to support this correspondence, I borrow a metaphor from Davidson and Davidson (1988, p. 61): “[a]lthough there is an obvious relationship between a tree and a forest, nevertheless the microbiology of a tree is different from the macrobiology of forests”. In a similar manner, business ethics is related to but different from global ethics when we examine applied-ethical issues at the national or international levels. Therefore, with consideration of the aforementioned deontological nature of applied ethics, given that global ethics involves business ethics, in the present analysis, applied ethics is considered holistically as the brand of moral philosophy that responds to the ethical guidelines regarding the ethical argument of a good life and a good society in international

development.



			

The applied-ethical  structural synthesis of international development might touch upon the key ethical issue of what form of applied ethics is the most appropriate to policy in international development. For the investigation of this issue, the analysis of the applied-ethical structural synthesis of international development manifestly focuses on global ethics and the existing economic, political, and institutional structure of international development in the era of economic globalisation and the dominance of free market economics. More precisely, in the framework described, global ethics consists of the applied-ethical policies of national and multinational businesses, nation states, and international development institutions (e.g. the World Bank, the International Monetary Fund (IMF), and the World Trade Organization (WTO)). Almost all types of economic analysis of applied policy are associated with the relations among individuals, firms, and the state. In addition, a common characteristic of almost all interpretations is the element of policy assimilation in the framework of free-market relations, as “markets have become nationwide and worldwide” (North, 1991, p. 101).



			In this light, it is assumed that free-market relations overlap with applied-ethical policy in contemporary international development. Ultimately, in a globalised market economy, to what extent individuals, firms, and state authorities are associated with one another is subject to elements such as market relations, public or state policy, and the orders of the international development institutions. Consequently, in the present analysis viewpoint, the leading applied-ethical structural factors in international development can be seen in the examination of free-market relations, nation-state policy, and the rules, canons, and policies established by international development institutions. In figure 1, the framework of examining the applied-ethical structural synthesis of international development is presented. 

			

			Figure 1. The explanatory framework of the applied-ethical structural synthesis of international development
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			Source: own elaboration. 

			

			3. Applied ethics and free markets in international development

			

			Market relations are associated with the framework of applying economic policy in the real world. For instance, the productive relationships (the way of production, the manner to distribute products, and the use of resources) and, more broadly, the established economic, political, and institutional rules can be seen as the subject matters of applied-ethical analysis of existing market relations. 

			To approach the theme in line with its historical roots, twentieth-century perspectives of the study of international economics have established the general division between a free-market economy and a centralised planning economy (Cohen, 2009; Gilpin, 2001; Waltz, 1979). The traditional framework developed for the structural analysis of international development in the twentieth century reflected the Cold War and the ideological division between the two opposing economic systems. The initial commitment to this approach was the product of conflicting economic, political, and social policies: a conflict that dates as far back as the late nineteenth century, when the systems of a free-market economy and a centralised planning economy were debated and contrasted, primarily on the relative merits of their social, economic, and political foundations. 

			In the years after, philosophers and economists were called to serve “as rearguard defences of one intellectual status quo or the other” (Bowles and Gintis, 1986, p. 18). Since the collapse of the Soviet Union and the end of the Cold War era, there has been the spread of the supposition of the convergence of the entire world on the Western free-market model and the end of any significant competition between alternative forms of economic policy. Many contemporary neoclassical economists would agree with Fukuyama’s (1992, p. xiii) view that “liberal principles in economics –the “free market”– have spread, and have succeeded in producing unprecedented levels of material prosperity”. Fukuyama (1992) also expresses the view that the free market is the only adequate economic and institutional framework in international development in which the ethical argument of a good life and a good society can be appraised. In the modern capitalist world, “[t]he celebrated ability of markets to reconcile individual interests and collective rationality –or at least to substantially attenuate the contradiction between the two– was always viewed as conditional on a kind of morality and moral action” (Bowles and Gintis, 1986, p. 149). In this respect, free-market relations could be conceived as an applied-ethical framework for investigating development policy in contemporary international development.

			Analysis of the applied ethics model of the free-market relations in real-world conditions and development policies may be useful in specifying the role of free-market relations in the existing form of productive relationships, namely the capitalist relations of production. It is important to mention that the analysis of the applied-ethical aspects of the free-market relations in the existing economic reality embodies the dominant ideological and theoretical prescriptions of neoclassical economics. Mainly based on Fine’s (1980) radical scrutiny of economic theory and the ideology of capitalist relations and the free-market mechanism, a couple of explicit implications for the applied-ethical analysis of free-market relations are explored, with the belief that ideology and theory are interwoven with real policy implementations in international development. 

			In the neoclassical model, the applied-ethical character of free-market relations results in the policies applied for production and distribution. At the level of production, free-market relations as reflected in the capitalist relations of production determine the applicable control of the production. For instance, employees and workers are unable to control production because of the assumption of their lack of managerial skills. In line with this, neoclassical economics usually argues that “those with managerial skills or potential will be assigned through the market to their appropriate place and rewarded for their scarce abilities accordingly” (Fine, 1980, p. 5). This assumption functions as an ethical argument to the applied-ethical issue of why the control of production is under a specific class in the consolidated production relations. Furthermore, exchange relations as they are principally applied in the free-market mechanism determined by supply and demand curves are examined in terms of the relationship between the prices of inputs and the prices of outputs. In this respect, it is argued that the neoclassical applied-ethical analysis of the free market becomes preoccupied with the analysis of market exchange relations and the formation of prices by solely using supply and demand curves. In addition, free-market relations encompass an individualistic manner of approaching decision-making in the economy, as “each individual is integrated into the economy by exchanges through the market, so the economy is conceived of as the aggregation of the atomized behaviour of individuals combined and coordinated through the market” (Fine, 1980, p. 26). However, the applied-ethical individualism of neoclassical economics leaves unexplained the social relations between capital and labour. It seems that the free market as the imperative mechanism regulates the use of the resources (capital and labour) in the economy in an ethically neutral manner. Of equivalent importance is the assumption of the maximisation of consumption via free-market equilibrium conditions in the long run. In addition, Say’s law states that supply creates its own demand. At the applied level of analysis, this implies that excess supply will foster demand. Nevertheless, even if we accept that supply creates its own demand, there is no evidence that this happens in the market at the national level. On the contrary, disequilibrium conditions in national economies offer space for the argument that “the equality of  aggregate national supply and demand becomes transformed into the equality of aggregate effective supply and effective demand” (Fine, 1980, pp. 33-34) at the abstract level of the worldwide economy. Otherwise, excess supply in some markets could hypothetically create excess demand in others, without specifying when, where, and for whom. Based on this, the applied policy decisions (based on neoclassical economics) formulated in free-market relations seem to be ethically “right”, as they improve the efficiency of economic outcomes and, as a consequence, individual and societal prosperity. The imperative applied-ethical posture of neoclassical economics can be seen in the equilibrium condition in the ethically neutral space of free-market relations, either nationally or internationally. Regarding the applied-ethical nature of free-market relations, “if a supply meets a demand and vice-versa, all is well and good” (Fine, 1980, p. 33).

			

Beyond the applied-ethical issues of equilibrium economics, free-market relations guarantee economic freedom and promote political freedom. Political freedom is perceived as a mirror image of the economic freedom derived from the established free-market relations. Friedman (2002, p. 8), in Capi-

talism and Freedom, first published in 1962, argues:



			

			On the one hand, freedom in economic arrangements is itself a component of freedom broadly understood, so economic freedom is an end in itself. In the second place, economic freedom is also an indispensable means toward the achievement of political freedom.

			

			In this view, the established free-market relations in competitive capitalism separate economic power from political power.3 Free-market relations provide economic freedom; in turn, economic freedom advances and protects political freedom. Capitalism in general and the established free-market relations in particular are accepted as prerequisites for political freedom (Friedman, 2002, p. 10).

			The discussion of freedom, either political or economic, is mainly based on the grounds of individual choices and actions. A free-market system can be described as a system under which individuals make their own choices and bear the consequences of their choices based on the general individualistic-ethical premise that a society is solely comprised by the sum of its individuals acting under free-market relations and satisfying their own preferences. In addition, free-market relations and co-operation in the market are voluntarily exchanged by individuals. Based on these fundamental principles, “[i]ndividuals co-operate with others because they can in this way satisfy their own wants more effectively” (Friedman, 2002, p. 166). Finally, the evidence of the acceptance of free-market relations, as neoclassical economists argue, is that this system has prevailed for most of human history (Friedman and Friedman, 1980, p. 138). It has prevailed due to its superiority, even with market failures, to another economic system: the centralised planning economy (Roemer, 1994, p. 20; Friedman and Friedman, 1980, p. 138; Hayek, 1948, pp. 107-108).

			These postures are predominantly associated not only with liberalism but also with neoliberalism. “The assumption that individual freedoms are guaranteed by freedom of the market… is a cardinal feature of neoliberal thinking” (Harvey, 2005, p. 7). As far as this happens, free-market relations are based on private property rights and protected private contracts. Private property rights are the cornerstone of the applied economic system of competitive capitalism. “In its economic manifestation, liberalism is the recognition of the right of free economic activity and economic exchange based on private property and markets” (Fukuyama, 1992, p. 44). In addition to this, individuals are the ultimate owners of property in society (Friedman, 2002, p. 135). Nevertheless, because of the legal and social matters of property rights, state policy guarantees private property rights, as their definition and enforcement are one of the primary functions of the applied policy. Even the distribution of income and wealth is a matter of property rights relations: 

			

			The ethical principle that would directly justify the distribution of income in a free market society is, “To each according to what he and the instruments he owns produces”; thus, “[t]he final distribution of income and wealth under the full operation of this principle may well depend markedly on the rules of property adopted (Friedman, 2002, pp. 161-162)”.

			

			In a capitalist economy, free-market relations are enforced by strong private property rights as the imperative that guarantees the efficient use of resources and the efficient operation of the market. Most neoclassical economists associate the end state of development (a good society) with the establishment of free market-relations, in which the majority of property is private. Private poverty is founded on free-market relations, and vice versa. In this premise, effective property rights are respected and enforced by free-market relations (Marangos, 2004, p. 105). Private property rights and free-market relations are strongly protected by the law. In addition, in answer to the ethical question of what constitutes a good life, neoclassical economists reply that individuals derive satisfaction from owning private property not only for the needs that such property satisfies but because other individuals recognise this. Fukuyama (1992, p. 195) acknowledges property rights as a stage or aspect of the historical struggle for recognition, as something that satisfies not only needs but also desires. In this way, private property rights, and the strong protection of them, are a legitimate end for a civil society. Consequently, free-market relations are capable of acting as a guide for all human action, substituting all previously held ethical beliefs. As far as market relations are valued as “an ethic in itself” in this way, the significance of contractual relations in the marketplace is emphasised (Harvey, 2005, p. 3), both at the national and international levels. 

			

In accordance with some empirical studies in neoclassical economics, free-market relations (assisted by private property rights and political freedom) result in more efficient outcomes in terms of economic prosperity and growth in emerging, transitional, and developing economies. For instance, Goldsmith (1995) unswervingly associates the elements of political freedom and property rights with economic growth in international development. By testing a wide range of emerging, transitional, and developing economies, using data from the 1980s and the early 1990s, Goldsmith’s empirical study shows that institutional forced political freedom along with established property rights as dependent variable, “suggesting that national income in poor countries stands to gain from recent efforts to implant these institutions” (Goldsmith, 1995, p. 157). Similar empirical results in support of the positive association of free-market relations, political freedom, and property rights with economic growth and prosperity in international development have been mentioned in the studies of Bilson (1982), Vorhies and Glahe (1988), and Pourgerami and Assane (1992), among others.



			Therefore, it seems that, for mainstream thinkers, whether with democracy and political freedom or with a non-democratic government, the fundamental applied-ethical policy is the establishment of free-market relations and private property rights. Hence, the road to a good society is through economic growth and prosperity. In the economic history of international development, the role of governmental and nation-state policy has been valued in this manner in a variety of national trajectories. The next section analyses this role in its applied-ethical policy dimensions. 




			4. Applied ethics and nation-state policy in international development

			

			

The role of nation-state policy remains significant in the globalised market framework of international development. Nation-state policy refers to public or state policies, taking under consideration the whole spectrum of these policies at the national level. Even though economic globalisation shifts policy-making to the worldwide level of the global market and international institutions, nation states continue to be the key applied policy players in international development. “This is still a world where national policies and domestic economies are the principal determinants of economic affairs”

(Giplin, 2001, p. 3). Nation states determine to a smaller or larger extent their policies regarding economic, political, and social actions and choices. In spite of the scale of nation-state policy-making in the globalised market framework, policies are typically imposed on the grounds of national confines by state authorities. In light of this, the applied-ethical context of the good lives of people and the good society in the sense of a common good for a nation, country, or society rests upon nation-state policy. Nation-state policy guarantees the individual or business contracts necessary for a civil society. Thus, nation-state policy is explored as one of the applied-ethical mainstays of international development.



			

How is a nation state concerned with the applied-ethical neoclassical posture regarding applied policy? The reply to this question necessitates the discussion of the applied economic and political matters, as well as the relationship between methodological individualism and political individualism. The ethical notion of the free individual is central to both concepts. More accurately, political individualism, the idea of a political structure in which the preservation of individual liberty is made the touchstone of nation-state policy, is a mirror image or the expression of the methodological individualism applied in the political structure (Blaug, 1992 [1980], p. 45; Machlup, 1978, p. 472). In this regard, nation-state policy is approached from the individualistic-ethical idea of the free individual, in which individual preferences are at the core of the nation-state policy discussion. “[T]he country is the collection of individuals who compose it, not something over and above them” (Friedman, 2002, pp. 1-2). The scope of nation-state policy must be limited due to the ethical belief that individual freedom is always geared towards the diminishment of government or state power. Nation-state policy intervention is critically viewed, even in the spheres of social activities (such as education and health) and the failures of market institutions. Consequently, “[t]he preservation of freedom is the protective reason for limiting and decentralizing governmental power” (Friedman, 2002, p. 3). Voluntary individual co-operation and private enterprise, in both economic and political activities, ensure that “the private sector is a check on the powers of the governmental sector and an effective protection of freedom of speech, of religion, and of thought” (Friedman, 2002, p. 3).



			

Nation-state policy rests on the political regime and the prevailing ideology. Regarding the applied political regime of a nation state, neoclassical theory formally suggests that the ideal type of liberal democracy leads to better societal and political outcomes:



			

			As mankind approaches the end of the millennium, the twin crises of authoritarianism and socialist central planning have left only one competitor standing in the ring as an ideology of potentially universal validity: liberal democracy, the doctrine of individual freedom and popular sovereignty (Fukuyama, 1992, p. 42).

			

			With respect to ideology, neoclassical economists support a liberal ideology that emphasises and encourages self-interest based on Adam Smith’s perspective. In accordance with the self-interest ideological perspective, individuals are allowed (within defined limits, including rights and obligations) to follow their own values and convictions (Smith, 1986 [1776], p. 119). Hence, individuals are not subjected to coercion. Coordination among individuals is spontaneous. Individuals participate in the market as it is guided by the “invisible hand” and self-interest. 

			

At the applied-ethical level of policy-making, individuals as electoral voters join the decision-making process in a liberal democratic political structure. The reflections of the individuals’ political views on the distinct political parties compose the political and liberal ideological structure of the society and affect the nation state’s policy decisions and actions. In turn, the element of power, particular market power over the political authority and individuals, is limited, under the assumptions of the public choice theory. In this respect, neoclassical economists assume that individuals’ equal rights to vote ensure equal participation in decision-making. Furthermore, there is the assumption that the individual rationality that always or almost always leads to better economic choices also leads to better political choices. In spite of this, the law system as a pillar of liberal democracy maintains the performance of equal rights of individuals in the spheres of political, social, and economic life. Consequently, altogether, the neoclassical applied-ethical premises lead to the liberalisation of political structure and nation-state policy, as “the liberalization of political ‘markets’ is often as important as the liberalization of economic markets” (Parish and Michelson, 1996, p. 1043).



			

In addition, the debate on nation-state policy mainly involves the public versus private questions in the applied policy dialogue. The private question is seen in relation to free-market results, while the public question relates to state or government intervention. Regarding the discussion of private and public applied policies, decisions, and actions, neoclassical economists argue that, even in the case of market-based policy failures,4 “private solutions should be sought first” (Marangos, 2004, p. 35). Realising the enormity of neoclassical economics in favour of the private sector of the economy, more than thirty years after the economic crisis of 1929, Friedman (2002 [1962], p. 38) continued to argue that “[t]he fact is that the Great Depression, like most other periods of severe unemployment, was produced by government mismanagement rather than by inherent instability of the private economy”. This is because, by definition or applied-ethical posture,5 as argued in this study, government failure results in worse outcomes than market failure. In such a way, private hands are always preferable. Even on the grounds of the redistribution of economic outcome, income, and wealth, nation-state policy is better not being involved due to the applied-ethical argument that the market outcome is the just outcome. Therefore, there is no need for discretionary income and wealth redistribution policies derived from nation-state policy intervention in the free-market functions. According to the neoclassical economic premises, nation-state policy intervention is limited to the applied economic decisions and actions. Free-market relations and the market mechanism lead to the efficient production and allocation of products. If this is true, however, what is the necessity of nation-state policy?



			In order to appraise the above inquiry, it is necessary to review the current ideological and applied-ethical economic doctrine of neoliberalism.6 “The doctrine is that all, or virtually all, economic and social problems have a market solution, with the corollary that state failure is typically worse than market failure” (Howard and King, 2004, p. 40; see also Harvey, 2005, p. 2; DeMartino, 2000, p. 4; and Chang, 2002, among others, for similar definitions). The main idea of the supporters of free market economics is that every policy, decision, and action, whether at the societal or individual level, should advance the economic outcome through private market relations. Nation-state policy is imposed in this view. Specifically, the role of nation-state policy is to generate and protect the institutional framework in which free-market relations run. For instance, in a globalised market environment, one of the main purposes of nation-state policy is not to restrict or tax trade but to use all the nation state’s authority to extend the freedom of trade within and beyond its national boundaries. Therefore, “[i]n the neo-liberal framework, the ideal market is equated with the ‘perfectly competitive market’ of neoclassical economics” (Chang, 2002, p. 544). To this end, nation-state policy develops and controls the monitoring and suppression mechanisms and institutions, such as military defence, police, and other legal functions and structures formed as state institutions. By controlling monitoring and suppression mechanisms and institutions, nation-state policy forces the “right” functioning of the economy and politics in the direction of free-market relations and capitalist democracy functions. In this regard, liberal thinkers such as Nozick (1974) and Buchanan (1986) have argued that “the state has emerged as a ‘contractual’ solution to the collective action problem of providing the public good of law and order, especially the security of private property, which is seen as necessary (and often sufficient) for markets to function” (Chang, 2002, p. 547, brackets in the original). In this framework, nation-state policy secures the established private property rights and capitalist productive relationships. In addition, nation-state policy sets up (mainly through privatising public ownership) free-market relations in fields where free-market conditions have not traditionally been employed, such as education, health, social provision, and water supply. Thus, for Howard and King (2004, p. 40): 

			

			The practice is the continuing and increasingly intensive application of this doctrine [free market economics] to an ever-expanding area of life in the real world, via the privatization of state industries and public services, the elimination of “dependency cultures” and the introduction of market-mimicking arrangements to those areas of government activity that remain unprivatized.

			

			Furthermore, nation-state policy diminishes the role of labour unions and social movements by trying to eliminate any form of class struggle. Such practices were activated by Thatcher in the United Kingdom and by Reagan in the United States in the 1980s and have generally been applied in almost all development programmes in the developing world. However, nation-state policy against collective institutions such as labour unions and other forms of social coordination on the ground level of the society raises a contradiction “between a seductive but alienating possessive individualism on the one hand and the desire for a meaningful collective life on the other” (Harvey, 2005, p. 69). This, also, fashions a paradox of the nation-state policy intervention regarding individuals’ choices between collective action and political freedom. The intention of nation-state policy interventionism in the direction that has been discussed is derived from elites and political authorities in a world in which it is supposed that the state should not be interventionist. Nation-state policy considers the solvency of market institutions, the integrity of the financial system, and the domestic economy’s results or outcomes as the reduction of public deficit, for example. In this regard, the nation state applies its policy, financial, monetary, and public economic orders by following the perspectives dominant among international development institutions, intergovernmental organisations, and inter-regional political structures. The role of the international development institutions’ policies in the applied-ethical structural synthesis of international development is specified in the following section.

			

			 

			5. Applied ethics and institutional policy in international development

			

			Globalisation and the role of international parameters are not new phenomena in worldwide economic history, international relations, and international development. Nevertheless, the role of international development institutions’ policies as it is discussed here is relatively new in global affairs. 

			More analytically, prior to the Great Depression of 1929, US President Roosevelt’s New Deal in 1933, and World War II [1939-1945], international political and economic orders were based exclusively on the relations structured as the clear political and military power of the nations in the conception of Hans Morgenthau’s Politics among Nations (Morgenthau, 1948), following traditional political realism in international politics. Accordingly, political power refers mainly to the international political and military power of each nation and the interplay between nations at the international level. In recent times, explanations of political realism have remained powerful in international relations theory and international political economy studies (Waltz, 1979; Gilpin, 2001; Cohen, 2008). 

			However, since the end of the Cold War until now (1990 and beyond), we can evidently argue for a different face of political realism, moving power from the politics of nations to international development institutions’ policies, usually referred to as neoliberal institutionalism. According to Gilpin (2001, p. 379), neoliberal institutionalism advocates that formal international regimes such as international development institutions are necessary and have become sufficiently strong to meet the challenges of a globalised market economy for developing economies. As political economists and international relations theorists point out, nation states continue to be at the centre of analysis; nevertheless, they are not by any means the sole actors in international development. Nation states and their interplay are perhaps the foremost ideas in international relations; however, this does not mean that traditional political realism is “the billiard ball model of rational, unitary states, conceived as closed ‘black boxes’ driven solely by calculations of national interest and power” (Cohen, 2008, p. 14). After the end of World War II, from the side of free-market economies, international development institutions (e.g. the World Bank, IMF, and WTO), were established to expand and protect the global free-market relations system and to promote prosperity (economic growth) to the developing world. As Gilpin (2001, p. 42) mentions, “during the Cold War, the Western international economic system, under American leadership, was intended to strengthen security ties against the Soviet Union”. After the economic depression of the 1970s, the intense influence of free market economics in the 1980s, and the closing moments of the Cold War at the end of the 1980s, international development institutions have shifted their policies in the direction of the applied neoliberal policies in international development. 

			This also describes the passage from classical liberalism to neoliberal institutionalism. While classical liberalism shifts the emphasis of policy action to accelerate and secure the progress of liberalisation at the national level, “[n]eoliberal institutionalism places heavy emphasis on mechanisms of intergovernmental policy cooperation to achieve liberal outcomes consonant with the maintenance of order in the international system” (Sally, 1998, p. 177). In the case of classical liberalism, we can briefly express it as “liberalism from below”, where “below” is the decision-making and the applied policy at the level of the nation state. Neoliberal institutionalism can be shortly described as “liberalism from above”, in which “above” means the imposed international development institutions’ policies for nations and internationally. 

			Nevertheless, at either of the two levels, in contemporary international development, the main applied-ethical idea of the dominant development policy remains faithful to the core principles and liberal background of neoclassical economics. What has changed is the historical moment. The term “neoliberal institutionalism” better describes the intention and magnitude of the liberalisation of the international development institutions’ policies around the globe in the absence of alternative forms of applied policy in international development. In a similar way, Craig and Porter (2006, p. 13, capitalisation as per original) depict neoliberal institutionalism as a “historical high point of Liberal hegemony in Development”. What is worth mentioning is that the liberalisation of the applied policies of international development institutions is a matter of power (political and economic) and an issue of dominant economics and international politics. The international development institutions’ policies reflect such economic and political issues.

			Now let us illustrate some points regarding the applied-ethical scope of the international development institutions’ policies in recent times. According to their official declarations, the applied-ethical role of the international institutions’ policies is to bring about and secure prosperity for international development. The IMF’s monetary and financial policies, as well as the structural reforms assistance it provides to developing countries, have had a leading position among the international development institutions’ policies. So, taking as a suitable example the IMF’s official “about us”7 demonstration, the IMF, at the level of scope, is “working to foster global monetary cooperation, secure financial stability, facilitate international trade, promote high employment and sustainable economic growth, and reduce poverty around the world.” Similar announcements can be found in the aims and scopes of other international institutions (e.g. the World Bank and the WTO). Their official declarations ideally define the ethical means and ends of development and the framework for achieving a good society. In practice, however, the dominant international development institutions’ policies have been challenged. The results of the applied policies on economics, societal aspects, and (in some cases) political structures are not consistent with the demonstrated ethical image of a good society. 

			


			6. Instead of a conclusion

			

			As has been already claimed, the applied-ethical structural synthesis  of international development in the era of globalisation and neoliberalism is composed of a framework of free-market relations, nation-state policy, and international development institutions’ orders. Within this framework, neoclassical economics tends to believe that the principles that govern development policy are universal in character; thus, the policies applied to international development are essentially similar everywhere. In fact, the posture that free-market policies can promote worldwide prosperity, good lives for individuals, and a good global society is an applied-ethical premise of neoclassical economics. Taken as a whole, the applied international development policy can be explained as an ethics in itself: as a global ethics derived from the meta-ethical orientation and normative-ethical evaluation of the present form of international development as a globalised market economy. The results of the analysis reveal that the existing reality in international development policy is dominated by the development policy of free-market economics under the policy perspectives of neoclassical economics. In this paper and elsewhere (Astroulakis, 2013), I have argued that the applied policy cannot be detached from its meta-ethical orientation –the ends– and its normative-ethical evaluation –the relationship between the ends and the means. Consequently, the development policy in international development is applied in the framework of free-market relations. Briefly, free-market relations can be interpreted as the liberalisation of the economic and political environment in almost all its functions. As per Harvey (2005), DeMartino (2000), and others, the paper maintains that neoliberalism is a policy doctrine that is assisted by many neoclassical economists and the scientific or analytical tools of neoclassical economic positivism. Even if there are contradictions in theory and practice, the theoretical objectives of neoclassical economics and the applied neoliberal policy, as in the case of government intervention in economic matters within and beyond the market, the present analysis is very close to Albo et al. (2010, p. 28) position that neoliberalism is not about the extent of deregulation as opposed to regulation. Neoliberals use nation-state power for their own purposes. What is noteworthy is that nation-state domestic policy and international development institutions’ policy orders follow a similar applied-ethical policy that is compatible with free-market economics and the image of international development as a globalised market economy.
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NOTAS

			

			
				
					1	The other two are meta-ethics and normative ethics (Kagan, 1998; Williams, 2006).

				

				
					2	Consumers’ utility is explained as satisfaction and/or leisure time.

				

				
					3	The ideas on political power and market power, and the applied-ethical relationship between them, are also discussed in the following section.

				

				
					4	According to the neoclassical theory of economics, market failures occur when the market mechanism fails to produce or allocate products efficiently. The reasons for such failures can be seen in externalities, public goods, and the “free rider” problem. 

				

				
					5	In neoclassical economics, the private market efficiency argument is viewed as an applied-ethical posture, as neoclassical economics has specific assumptions and empirical results that support this argument. 

				

				
					6	Neoliberalism, as an ideology and applied-ethical doctrine in international development, is scientifically sustained by neoclassical economic theory. 

				

				
					7	<http://www.imf.org/external/about.htm>
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			Resumen. Se estima el reparto de la renta petrolera y el volumen de producción entre el Estado y el contratista, de acuerdo con lo establecido en los contratos adjudicados. Primero se describen las modalidades contractuales, el régimen fiscal y el mecanismo de licitación; luego se analiza el reparto físico y económico de la producción. Se concluye que el Estado recibe en promedio 72.4% de la renta cuando el contratista es eficiente, frente a un 56.5% cuando es ineficiente. En las licencias, el Estado no recibe producción alguna y, en los contratos de producción compartida recupera 30%, en un escenario de costos ineficientes.
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			Evaluating Hydrocarbon Exploration and Extraction Contracts in Mexico, 2015-2017

			Abstract. An estimation is made of the way oil revenue and production volume are distributed between the State and the contractor, in accordance with the provisions of the contracts awarded. First, contractual modalities, the tax system, and the bidding mechanism are described. Then, the physical and economic distribution of production is analyzed. It is concluded that the State receives an average of 72.4% of the revenue when the contractor is efficient, as opposed to 56.6% when the contractor is inefficient. The State receives no production from licensing and in shared production contracts with inefficient costs, the State recovers 30% of revenue.

			Key Words: exploration contracts; production contracts; hydrocarbons; bidding rounds; oil revenue.

			

			1. Introducción

			

			México liberalizó la exploración y la extracción de hidrocarburos en diciembre de 2013, dando por terminada la exclusividad que PEMEX ejerció durante 75 años.1 La reforma constitucional se acompañó de la promesa gubernamental de que toda la renta petrolera sería capturada por el Estado, y la nación mantendría la propiedad sobre el petróleo y el gas en el subsuelo (Presidencia de la República, s/f). Otro ofrecimiento, de singular relevancia, fue el fortalecimiento de la seguridad energética con la entrada de nuevos operadores que aumentaría la producción.

			La reforma estableció un nuevo modelo organizativo y regulatorio en las cadenas de suministro de energía.2 En el ámbito de las actividades petroleras aguas arriba, los recursos, las reservas y los campos petroleros se dividieron en dos: los que se quedaría PEMEX y los que se ofrecerían a inversionistas nacionales y extranjeros a través de licitaciones públicas internacionales denominadas Rondas del Estado.

			Entre julio de 2015 y enero de 2018, se realizaron ocho licitaciones, cuatro en la Ronda 1 y cuatro en la Ronda 2, en las que se subastaron 120 áreas terrestres y marinas, algunas en mar somero y otras en aguas profundas y ultra profundas del Golfo de México. Del total ofrecido, se adjudicaron 15 contratos de producción compartida y 73 contratos de licencia, dando un total de 88 contratos (CNH, 2018).3

			El objetivo central de esta investigación consiste en estimar la renta y el volumen de producción que le corresponde al Estado de acuerdo a lo establecido en los contratos adjudicados. El procedimiento consistió en aplicar las reglas fiscales y contractuales a un barril de petróleo para deducir el porcentaje de renta y la producción con las que se queda el Estado. El enfoque se explica porque “la postura de un Estado frente a la participación del capital privado en exploración y producción de petróleo debería ser, ante todo, una cuestión de negocios, no de ideología” (Boue, 2013). Es el negocio que realiza el Estado en su calidad de terrateniente “cuando exige una remuneración patrimonial bajo la forma de regalías, derechos de producción y otros tipos de gravámenes a la extracción de petróleo y gas, a cambio de permitir la explotación de sus recursos de hidrocarburos” (Boue, 2013). 

			Por consistencia, se adaptó la definición de renta utilizada por las autoridades mexicanas, a saber, la diferencia entre el precio de venta y el costo de producción,4 la cual coincide con la utilizada en la industria petrolera y en los organismos internacionales por su fácil estimación (Bolt et al., 2002, p. 8),5 sin embargo, analizar la asertividad de esa definición, a la luz de la teoría económica, va más allá de los objetivos de esta investigación. 6

			El artículo se divide en tres partes. En la primera se describe el régimen fiscal, las bases de las licitaciones y las reglas de adjudicación. En la segunda se presentan los resultados de las Rondas 1 y 2. Y en la tercera se estima el reparto de renta y producción cuando el contratista es ineficiente. 

			


			2. Contratos, régimen fiscal y licitaciones

			

			De acuerdo con el nuevo marco jurídico, la nación se encarga de llevar a cabo las actividades de exploración y extracción de hidrocarburos con el propósito de obtener ingresos para el Estado. Tales actividades se consideran estratégicas y exclusivas, y se realizan mediante asignaciones directas a empresas productivas del Estado o bien mediante contratos otorgados a compañías nacionales o extranjeras previo proceso de selección competitiva. La Constitución deja abierta la posibilidad de que las autoridades responsables del sector utilicen cualquier modalidad contractual y cita explícitamente lo relacionado a contratos de licencia, contratos de producción o ganancia compartida y contratos de servicios; lo único que no se permite son las concesiones.

			Las secretarías de Energía y Hacienda establecen los lineamientos técnicos y fiscales para el diseño, tanto de los contratos, como de las bases de licitación. La Secretaría de Energía decide las áreas contractuales a ofertar, así como el modelo de contratación. La ley mandata que dicho modelo maximice los ingresos de la nación. Mientras que la Secretaría de Hacienda determina las variables de adjudicación y los parámetros a partir de los cuales los licitantes deberán realizar sus ofertas. La Comisión Nacional de Hidrocarburos (CNH) realiza la licitación y firma los contratos con los ganadores. Existe una etapa de precalificación técnica, operativa y financiera, para verificar que las firmas interesadas cuenten con la suficiente experiencia y capacidad para hacer el trabajo.

			El régimen fiscal de los contratos se encuentra establecido en la Ley de Ingresos sobre Hidrocarburos. Los gravámenes se denominan “Contraprestaciones a favor del Estado” y los recibe el Fondo Mexicano del Petróleo. En el cuadro 1 se ilustran los componentes tributarios directos. En las licencias, los pagos a favor del Estado son los siguientes: bono a la firma; cuota contractual para la fase exploratoria; las regalías; la “contraprestación”; el impuesto por la actividad de exploración y extracción de hidrocarburos, así como el ISR. La “contraprestación” o regalía adicional se calcula como un porcentaje del valor contractual de los hidrocarburos que las compañías proponen en el momento de la licitación; el contrato prevé un mecanismo de ajuste para que la regalía adicional aumente y frene el crecimiento de la rentabilidad de la compañía cuando ocurran situaciones extraordinarias. La contraprestación a favor del contratista es la transmisión onerosa de los hidrocarburos extraídos del subsuelo.7
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En los contratos de producción compartida, la contraprestación a favor del Estado incluye cuota contractual para la fase exploratoria; regalías; porcentaje de la utilidad operativa (UO);8 impuesto por la actividad de exploración y extracción de hidrocarburos, así como ISR. La contraprestación a favor del contratista es la recuperación de costos y el remanente de UO. Las contraprestaciones se pagan en especie, es decir, con producción; cuando éstas son a favor del Estado los hidrocarburos se entregan al comercializador del Estado, que a su vez entrega el producto de la venta al Fondo Mexicano del Petróleo. El porcentaje de la UO en favor del Estado está sujeto a un mecanismo de ajuste para atemperar la rentabilidad de la compañía cuando el precio del petróleo o la producción se elevan significativamente. La recuperación de costos está sujeta a un límite establecido por la Secretaría de Hacienda.9 Las pérdidas fiscales en aguas profundas son deducibles del ISR.



			Tanto para las licencias, como para los contratos de producción compartida, la cuota contractual para la fase exploratoria se calcula en función de la extensión del área contractual y el tiempo transcurrido desde la firma del contrato. El impuesto por la actividad de exploración y extracción de hidrocarburos distingue las fases de exploración y extracción, y se calcula también en función de los kilómetros cuadrados del área contractual.10 Las regalías se determinarán para cada tipo de hidrocarburo mediante la aplicación de la tasa correspondiente al valor contractual de cada producto. 

			La regalía para el petróleo crudo es igual a 7.5%, si el precio es inferior a US$48 por barril, si es mayor se aplica la fórmula [(0.125 x precio contractual del petróleo) – 1.5]%. La regalía para gas asociado es igual al precio contractual del gas natural dividido entre 100. Para el gas natural no asociado, la regalía es 0 si el precio es menor o igual a US$5 por millón de BTU (British Thermal Unit); entre un precio de US$5 y 5.5 se aplica la fórmula [(precio contractual del gas natural – 5) x 60.5] %; para precios mayores la regalía es igual al precio dividido entre 100. Para los condensados, la regalía es 5% si el precio contractual de los condensados es inferior a US$60 por barril y para precios mayores se aplica la fórmula [(0.125 x precio contractual) – 2.5]%. La suma de los pagos que recibe el Estado, expresada como un porcentaje del flujo de caja que genera un campo petrolero o un área contractual, se conoce en la industria petrolera como government take (Khelil, 1995) y es el indicador más representativo de lo atractivo de un contrato (Luo y Yan, 2010, p. 758). Ese concepto, la parte del Estado en la renta petrolera o simplemente la parte del Estado, no forma parte de la legislación mexicana pero las autoridades lo usan en cálculos y declaraciones públicas. Dentro de los pagos que recibe el Estado se incluye ISR porque es un recurso fiscal en términos de flujo de efectivo y una práctica contable (Johnston, 1994 y Johnston et al., 2008).

			El proceso de licitación inicia con la convocatoria de la CNH, que incluye la publicación de las bases de licitación, el modelo de contrato, los prerrequisitos de calificación, las características geográficas y geológicas de las áreas objeto del concurso, así como el calendario del proceso. Días después, la SHCP emite un comunicado oficial indicando el valor mínimo de las variables de adjudicación para cada área en concurso, que por lo general son las inversiones suplementarias, la regalía adicional en las licencias y la UO para el Estado en los contratos de producción compartida. En licitaciones recientes se incluye el pago de una cantidad en especie como criterio de desempate. 

			Es importante mencionar que el marco jurídico no define ni utiliza el concepto de renta petrolera. El término aparece en documentos gubernamentales que lo definen como la diferencia entre el ingreso de la venta de los hidrocarburos y los costos de extracción (Presidencia de la República, s/f). Esa definición se usa por lo general en entrevistas y declaraciones, sobre todo cuando los altos funcionarios públicos aseguran que toda la renta petrolera será recibida por el Estado (Excélsior, 2014; Jiménez-Espriú, 2013 y 2014). Los comunicados de prensa emitidos por las autoridades encargadas de las licitaciones también afirman que la ley, los contratos y las variables de adjudicación garantizan que el Estado recibirá la renta petrolera (SHCP, 2015b, 2015c, 2016, 2017a, 2017b y 2018).

			

			3. Estimación de la participación del Estado en las utilidades

			

			En el cuadro 2 se presentan los resultados de las dos primeras rondas de licitaciones de acuerdo con los comunicados oficiales. Durante la Ronda 1, el rango de la participación del Estado en las utilidades alcanzó entre 74 y 83% en la primera convocatoria, entre 82 y 90% en la segunda, y entre 48 y 76% en la cuarta convocatoria. En la tercera licitación, las autoridades prefirieron dar a conocer la participación del Estado en el ingreso bruto, la cual alcanzó entre 18 y 93%.11 La participación esperada o promedio del Estado en la utilidades alcanzó en la segunda convocatoria 85.3% con un máximo de 88.3%;12 en la tercera licitación el promedio fue 63%; en la cuarta convocatoria el promedio alcanzó 59.8% con un máximo de 66.1%. Durante la Ronda 2 la participación del Estado en las utilidades fue un poco mayor que durante la primera ronda.

			

			El concepto utilidades empleado por las autoridades, no se encuentra definido en la Ley de Ingresos sobre Hidrocarburos, sin embargo, el desglose de ingresos, costos y contraprestaciones permite comprobar que dicha utilidad es igual a la diferencia entre el valor de los hidrocarburos y los costos de producción, es decir, a la renta petrolera definida en documentos y declaraciones oficiales. Es fácil demostrarlo con un ejemplo: el caso de la Ronda 1.1 donde el licitante ganador de los bloques 2 y 7 ofreció 56 y 69% de UOE; de dicha oferta las autoridades mexicanas concluyen que la participación del Estado en la utilidad alcanza entre 74 y 86% para el bloque 2 y entre 83 y 88% para el bloque 7 (SHCP et al., 2015a). El cuadro 3 reproduce esos resultados mediante la aplicación de las reglas contractuales y fiscales a un barril de petróleo en un escenario de precios de US$50 y 100 por barril; la mecánica de cálculo incorpora los conceptos de utilidad y government take utilizado por las autoridades; el procedimiento de cálculo es consistente con los resultados oficiales y permite concluir que utilidad y renta petrolera son sinónimos. En un comunicado reciente sobre las bondades de la reforma energética, la Presidencia de la República señaló:



			

			Abrimos a la participación del sector privado para que […] el capital privado […] se dedicaran a hacer la exploración y eventualmente la explotación. De la renta petrolera […] que eventualmente obtengan cuando tengan éxito esas exploraciones […] buena parte de esa renta será para el Estado mexicano. Los grados de renta que tendrá el Estado son por encima del 65% […] (Presidencia de la República, 2018, p. 1).

			

			Considerando las siete licitaciones que proporcionan información oficial sobre la participación del Estado en las utilidades, resulta que las compañías ganadoras ofrecen dejar al Estado, en promedio, 72.4% de la renta petrolera. Se trata de una estimación basada en el ofrecimiento que hicieron las compañías concursantes para lograr adjudicarse las áreas que les interesaban. Lo que se pague en realidad por concepto de contraprestaciones e impuestos ocurrirá varios años después en condiciones técnicas y económicas distintas a las observadas el día de la licitación. Aunque haya un contrato firmado, es común que la fiscalidad cambie a petición de una o de ambas partes para reflejar los costos reales de producción y el comportamiento del precio del petróleo.
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			4. Reparto de renta y producción cuando el contratista es ineficiente

			

			La estimación oficial sobre el reparto de utilidades supone que el contratista es eficiente y los costos de producción son bajos. De ahí la siguiente pregunta: ¿cómo cambiaría el reparto si el contratista es deliberadamente ineficiente y recurre al gold plating para quedarse con la voluminosa bolsa que el gobierno pone en la mesa para la recuperación de costos? Para ilustrar esa situación, se utilizaron las características de las Rondas 1.1 y 2.4. (véase cuadro 4 con resultados para el contrato de producción compartida de la Ronda 1.1).
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			El piso establecido por la SHCP implica dejarle al contratista ineficiente 55.9% de la renta petrolera y al Estado 44.1%; las propuestas ganadoras elevan la participación del Estado a 50 y 55%, cifras por debajo del 74% esperado de un operador eficiente; la conclusión es obligada: la ineficiencia del contratista tiene un alto costo para el Estado.13




			En el caso de las licencias de la Ronda 2.4, la ineficiencia del contratista impacta el mecanismo de ajuste de la regalía y el pago del ISR: los altos costos hacen inoperante el primero y deja en ceros el pago del ISR. El piso establecido por la SHCP implica sacrificar casi dos tercios de la renta petrolera pero las ofertas ganadoras elevan el take del Estado hasta 61.5% en promedio (véase cuadro 5). Dependiendo de cada contrato, la base gravable del ISR se hace 0 cuando el costo de producción eficiente (40 dls/bl en aguas profundas) crece en un rango que va de 22 a 46% por efecto de la ineficiencia y el gold plating.

			En los dos ejemplos seleccionados –contrato de producción compartida en aguas someras y licencias en aguas profundas– el escenario de precios y costos establecen un nivel de renta petrolera de US$30 por barril. Esa característica común permite apreciar, de manera cuantitativa, que la ineficiencia del contratista impacta menos los ingresos del Estado en las licencias que en los contratos de producción compartida. Es un resultado previsible en los contratos de producción compartida desde el momento en que los costos intervienen dos veces en el cálculo de los ingresos del Estado; en las licencias en cambio sólo aparecen en el cálculo del ISR. El estricto control de costos durante la operación de los contratos es crucial para que el Estado obtenga el beneficio esperado.14 

			Siguiendo el mismo procedimiento que en los dos ejemplos anteriores, se analizaron las ochos licitaciones para tener un cuadro completo del impacto de la ineficiencia real o simulada del contratista. Los resultados se presentan en el cuadro 6, donde además del reparto de la renta petrolera y el volumen de producción, se incluye información sobre la extensión de las áreas, la cuantía de los recursos prospectivos adjudicados, así como las inversiones que los contratistas se comprometieron realizar durante la primera fase del contrato. 
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			El escenario ineficiente se construye considerando que la deriva de costos hace inoperante, por un lado, el mecanismo de ajuste de la regalía y el pago del ISR en las licencias y, por el otro, el mecanismo de ajuste de la utilidad operativa y el pago del ISR en los contratos de producción compartida.

			De las cifras expuestas en el cuadro 6 se observa que la renta para el Estado se sitúa en un rango de 20 a 88%, con un promedio de 56.5%, cifra distante del 72.4% esperado de contratistas eficientes (véase cuadro 2).
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			Por lo que toca al reparto de las moléculas (producción de hidrocarburos), los resultados son notoriamente desfavorables para el Estado: tiene acceso a la producción en 15 de los 88 contratos adjudicados; en las licencias toda la producción pasa a manos de los contratistas y en los contratos de producción compartida sólo recibe en promedio 30% de los hidrocarburos extraídos. Los términos del reparto físico del petróleo y el gas natural, aunado al hecho de que los contratistas no están legal, contractual o fiscalmente obligados a canalizar un porcentaje de la producción al mercado interno, permite concluir que las primeras dos rondas de contratos petroleros contribuirán muy poco a mejorar la seguridad energética del país. 

			

			5. Conclusiones


			

			Esta investigación se propuso evaluar el desempeño de 88 contratos de exploración y extracción de hidrocarburos adjudicados durante las primeras dos rondas de licitaciones. El foco de atención fue el reparto de renta y producción que resulta de los términos ofrecidos por las autoridades mexicanas en las ocho licitaciones. El nuevo marco constitucional mandata al Estado seleccionar la modalidad contractual y las modalidades de contraprestaciones que maximicen los ingresos de la nación para obtener el mayor beneficio y desarrollo de largo plazo, de ahí la pertinencia y relevancia de esta investigación. Al término del análisis se concluyó: 

			

			Se demostró que renta petrolera y utilidades son dos palabras utilizadas por las autoridades mexicanas para referirse a lo mismo, a saber, la diferencia entre el precio del petróleo y el costo de producción. México no recupera el 100% de la renta petrolera, sino una fracción que depende del ofrecimiento fiscal de cada licitante. El resultado es consistente con la naturaleza de los contratos petroleros cuyo objeto esencial para una compañía petrolera es el acceso al recurso natural y a las rentas asociadas. 

			En las ocho licitaciones realizadas hasta enero de 2018, el take del Estado se sitúa en un rango que va de 20 a 98% con un promedio de 72.4%, incluyendo el ISR. Esa estimación oficial suponen que el contratista será eficiente y pagará la totalidad de los impuestos que prometió durante el concurso. 

			Cuando el contratista es ineficiente y el costo fiscalmente recuperable, se aleja del costo mínimo, el take promedio del Estado disminuye. La estimación lo sitúa hasta 56.5% en promedio en las ocho licitaciones. Cuando los costos se incrementan el ingreso fiscal se contrae porque no aplica el mecanismo de ajuste de la carga impositiva, no se genera pago del ISR y la mayor parte de lo extraído en los contratos de producción compartida se destina a la recuperación de costos. Para que el Estado obtenga la renta esperada se requiere conocimiento, experiencia y fortaleza institucional para controlar de manera rigurosa y efectiva los costos que se le reconocen al contratista. Sin esos atributos no es posible cumplir el mandato constitucional de maximizar los ingresos de la nación.

			La preferencia gubernamental por las licencias tiene la ventaja de dar certeza e inmediatez a la recaudación fiscal por estar basada en regalías, pero la desventaja de que toda la producción se quede en manos del operador sin ninguna obligación de abastecer el mercado interno. En el renglón de la seguridad energética, los contratos de producción compartida son mejores porque una parte de lo extraído se queda en el país; sin embargo, lo obtenido por el Estado en las tres licitaciones apenas llega al 30% de lo extraído cuando el contratista es ineficiente. En su forma actual los contratos contribuyen marginalmente a la seguridad energética.
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NOTAS

			
				
					

1	En términos de la teoría de los regímenes petroleros de Mommer (2003), México remplazó el régimen propietal de los hidrocarburos por uno no propietal, hecho que culminó el proceso de transición iniciado en la década de los noventa del siglo XX (Vargas y Morales, 2011, pp. 53-56).



				

				
					2	La legislación secundaria se emitió en agosto de 2014, en ella destacan la Ley de Hidrocarburos y la Ley de Ingresos sobre Hidrocarburos.

				

				
					3	De acuerdo con la Comisión Nacional de Hidrocarburos (CNH, 2018), a mediados de marzo de 2018 se encontraban en proceso tres licitaciones adicionales correspondientes a la Ronda 3, con una oferta total de 81 áreas, de ellas 9 con recursos no convencionales cuyo aprovechamiento se realizará con técnicas de fracturamiento hidráulico (fracking). 

				

				
					

4	Lo correcto sería hablar de precio de producción en lugar de costo de producción (Bartra, 2013, p. 119).



				

				
					5	Para compara el monto de la renta del petróleo y el gas natural con respecto al PIB, el Banco Mundial (2018) toma el valor de la producción a precio internacional menos los costos de producción a boca de pozo, utilizando costos unitarios de producción estimados por país.

				

				
					

6	Por ejemplo, la CEPAL define la renta económica “pura” como la diferencia entre el valor de la producción a precio internacional y el costo de producción en boca de pozo o boca de mina, que incluye el costo de oportunidad del capital invertido en la operación de extracción (Acquatella

et al., 2013, p. 17).



				

				
					7	Significa que el Estado le transfiere al contratista todos los derechos de propiedad sobre la producción, siempre y cuando se encuentre al corriente en el pago de las contraprestaciones.

				

				
					8	La utilidad operativa en los contratos de producción compartida es igual al valor contractual de los hidrocarburos menos la regalía y los costos recuperables.

				

				
					9	La ley permite que los costos, gastos e inversiones no pagados en el periodo correspondiente debido a dicho límite se trasladen a periodos subsecuentes.

				

				
					10	Ese impuesto integra el Fondo para Entidades Federativas y Municipios Productores de Hidrocarburos bajo las reglas del Sistema de Administración Tributaria (SAT).

				

				
					

11	Algunas compañías que participaron en la Ronda 1.3 no se presentaron a la firma del contrato, quizá porque la carga fiscal que prometieron era demasiado elevada (hasta 92% de los ingresos brutos) y no permitía cubrir los costos. A partir de entonces, la SHCP pone un techo a las ofertas de los licitantes.



				

				
					12	El máximo se alcanza cuando se aplica el mecanismo de ajuste conforme el Anexo 3 del contrato.

				

				
					13	Cuando se reduce el límite de recuperación de costos, disminuye la exposición al riesgo de ineficiencia operativa.

				

				
					14	La cuestión se traslada entonces a saber si las instituciones mexicanas están lo suficientemente preparadas para realizar esa tarea en un contexto de profunda asimetría de información, y si tienen la fortaleza para resistir las presiones tanto de los operadores (casi siempre reticentes a rendir cuentas, justificar gastos y transparentar la contabilidad), como del poder político proclive a la elusión fiscal cuando se trata de inversión privada.
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			Resumen. Con la promulgación de un nuevo régimen sobre fomento a la energía eléctrica de fuentes renovables (2015), Argentina retomó la transición hacia una matriz energética más sustentable y diversificada. Desde entonces, la política energética nacional ha impulsado la creación de un mercado doméstico de Energía de Fuentes Renovables (EFR) competitivo, mientras que la política industrial se ha concentrado en promover la transferencia de tecnología y la industria local. El presente trabajo analiza la orientación de estas políticas, la coherencia de sus objetivos y los resultados inmediatos. La política energética y la política industrial destinada a la EFR se desarrollan a diferentes velocidades, con escasa coordinación, condicionando la participación de la industria nacional en sus cadenas de valor.
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			Renewable Energy in Argentina as an Energy and Industrial Policy Strategy

			Abstract. With the enactment of a new regime regarding the promotion of electrical energy from renewable sources in 2015, Argentina took up the transition towards a more sustainable and diversified energy matrix. Since then, national energy policy has driven the creation of a competitive domestic market for Energy from Renewable Sources (ERS). Meanwhile, industrial policy has focused on promoting the transfer of technology and local industry. This paper analyzes the orientation of these policies, the coherence of their objectives, and the immediate results. Energy policy and industrial policies designed for ERS develop at different speeds and with little coordination, making it necessary for national industry to participate in its value chains.
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			1. Introducción

			

			A inicios de la década de los noventa, diversos países adoptaron el compromiso de combatir el cambio climático mediante la transición hacia sistemas de energía más sustentables (Lund, 2009). Frente a la volatilidad de los mercados de combustibles fósiles, algunos países se propusieron mejorar la seguridad y flexibilidad de sus sistemas energéticos incorporando Energía de Fuentes Renovables (EFR). América Latina y el Caribe (ALC) enfrentan el desafío de integrar tecnologías de EFR para disminuir la dependencia de la matriz energética del petróleo (45.5%), el gas natural (21.3%) y la energía hidroeléctrica (23.2%)  (véase cuadro 1) y, por ende, mitigar su exposición a la variabilidad de los precios de los combustibles fósiles y el impacto del cambio climático en las reservas de agua (Jacobs et al., 2013). Asimismo, la región debe incrementar la producción de energía para responder al crecimiento de la demanda que, en el caso de la electricidad, se estima en una tasa anual de 1.6-1.9% entre 2014 y 2030, y de 0.8-1.1% de 2030 a 2060 (World Energy Council, 2017). 

			Durante muchos años, las condiciones institucionales y tecnológicas que acompañaron el desarrollo de los mercados energéticos dieron lugar a mecanismos de lock-in1 que inhibieron el desarrollo y la difusión de las tecnologías asociadas a la EFR (Unruh, 2000; Frantzeskaki y Loorbach, 2010). Los efectos de aprendizaje, las economías de escala y alcance, las externalidades en red, la interrelación tecnológica, y las configuraciones sociotécnicas otorgaron ventajas a las tecnologías energéticas tradicionales, a pesar de sus impactos ambientales negativos (Cecere et al., 2014).

			En la última década, las políticas de fomento a la EFR han logrado romper la inercia tecnológica de los mercados energéticos, impulsando la creación de mercados nacionales de EFR y promoviendo la competitividad y alcance de estas tecnologías (IRENA, 2017a). Este proceso se refleja en la creciente participación de estas tecnologías en la matriz energética de Alemania (13.4%), España (11.3%), Reino Unido (11%), Chile (7.9%) y Brasil (7.5%) (véase cuadro 1). Impulsada por estos países, Europa encabeza la transición energética con una participación promedio de la EFR de 8%, mientras que en ALC este porcentaje alcanza 4.7%, cercano a la media de Estados Unidos de América y Canadá, pero por encima del resto de las demás regiones. Los datos ponen en evidencia las oportunidades de crecimiento que tiene la EFR a nivel mundial, pero también muestran que existe una fuerte asimetría entre países al interior de las regiones.
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			En época de profundos desequilibrios en la economía internacional, la promoción de la EFR se convirtió en una estrategia para impulsar el desarrollo de la industria local y la creación de empleo. Mientras las políticas energéticas se orientan a crear y consolidar los mercados domésticos de EFR (Zhang et al., 2013), las políticas de carácter industrial establecen estrategias para apoyar la competitividad de las empresas locales vinculadas al sector y a su capacidad de crear puestos de trabajo, aumentar las exportaciones y sustituir la importación de bienes y servicios (Lund, 2009; Lewis y Wiser, 2007). 

			Existen diferencias en la literatura académica acerca de la contribución de la EFR al desarrollo de la industria local. Los estudios realizados en países de la Unión Europea, en general, presentan evidencia de la incidencia positiva de las políticas de promoción de la EFR en el desempeño de la industria doméstica, tanto en materia de exportación, como de creación de empleo (López-Polo et al., 2006; Weiss et al., 2003). Los trabajos destacan el papel del Estado en la creación de mercados domésticos de EFR amplios, sostenibles y estables en el tiempo, que favorecen el fortalecimiento de las empresas locales para su posterior inserción en mercados internacionales, incluso partiendo de una base industrial débil (Kranzl et al., 2006; Lewis y Wiser, 2007; Arentsen et al., 2007; Lund, 2009; Zhang et al., 2013). Además, señalan el papel de las políticas industriales de apoyo directo a la industria doméstica como estrategia efectiva para impulsar su diversificación hacia la EFR y abrir nuevas posibilidades de exportación (Lewis y Wiser, 2007; Lund, 2009; Zhang et al., 2013).

			Sin embargo, otros autores señalan que no existe una relación unívoca entre las políticas de promoción de EFR, sus múltiples objetivos –energéticos, económicos y sociales–, y la creación de empleo (Frondel et al., 2010; Pahle et al., 2016), ya que ésta depende del marco regulatorio, la composición de la matriz energética, y la estructura productiva inicial (Lambert y Pereira Silva, 2012). 

			En el caso de Argentina, el Estado nacional crea políticas de promoción de la EFR desde la década de los setenta, con resultados poco significativos en el mercado energético y la industria local. Tal es así que, en la actualidad, la participación de la EFR en la matriz eléctrica nacional representa menos del 2% de la potencia instalada (720 MW en 2017).2 Sin embargo, la modificación del Régimen de Fomento Nacional para el uso de Fuentes Renovables de Energía destinada a la Producción de Energía Eléctrica (Ley 27.191), en septiembre de 2015, y el cambio de administración del Poder Ejecutivo nacional, en diciembre de ese mismo año, marcaron una nueva etapa para la EFR en el país.

			Este artículo analiza la política energética y la política industrial en materia de EFR, adoptadas por el gobierno nacional argentino desde finales de 2015 para responder las siguientes interrogantes: 1)¿qué objetivos tiene la actual política energética en materia de EFR?; 2)¿qué lugar ocupa el desarrollo de la industria nacional en el diseño de esta política?; 3)¿cómo se plasma el objetivo de desarrollo de la industria nacional en el diseño y formulación de la política energética y de las políticas industriales que la acompañan?; 4)¿qué resultados son visibles y cómo son evaluados por el sector público y el sector privado? 

			Para abordar estas preguntas, en la sección 2, se describe cómo ha evolucionado el marco regulatorio de la EFR desde la década de los setenta en Argentina. En la sección 3, se analiza la coherencia de los objetivos y la formulación de las políticas energéticas e industriales de alcance nacional, asociadas a la EFR vigentes desde finales de 2015, para después, en la sección 4, evaluar los aciertos y los desafíos de las políticas a través de los resultados inmediatos que ha tenido el programa RenovAr. Finalmente, se presentan las conclusiones del trabajo atendiendo a las preguntas planteadas. 

			

			2. Evolución de las políticas de promoción de la EFR

			

			Como en el resto de América Latina, el interés por promover la generación de EFR en Argentina data de la década de los setenta, cuando la crisis del petróleo mostró la vulnerabilidad de los países que carecían de recursos energéticos propios. Aunque en esos años Argentina contaba con un adecuado balance energético (Silva Colomer et al., 2014), el gobierno nacional propuso desarrollar una política activa de promoción de la EFR, poniendo especial énfasis en las reservas hidroeléctricas para disminuir la participación relativa del petróleo en la matriz energética (Barrera, 2011). Dicha tendencia se quebró con el golpe de Estado de 1976; no obstante, durante la década de los ochenta, el sector público nacional formuló planes específicos, pero intermitentes, para recolectar información sobre los recursos energéticos renovables disponibles en el país.

			En los años noventa, el sector eléctrico adoptó una nueva configuración institucional y empresarial que implicó la privatización de las empresas públicas del sector y su desintegración vertical en tres actividades: 1) generación, 2) transporte, y 3) distribución. La generación de electricidad fue definida como una actividad económica susceptible de admitir múltiples actores en competencia. Sin embargo, la ausencia de incentivos específicos a la EFR y los bajos precios relativos del gas natural y el petróleo limitaron la instalación de proyectos de generación de EFR en este mercado. 

			Con la firma del Protocolo de Kioto (1997), Argentina se comprometió a reducir sus emisiones de gases de efecto invernadero, lo que le brindó acceso a nuevas fuentes internacionales de financiamiento para proyectos ambientales sustentables. Lo anterior motivó la sanción, en 1998, de la primera ley específica dirigida a promover la EFR, denominada Régimen Nacional de la Energía Eólica y Solar (Ley 25.019). Dicha ley estableció beneficios impositivos para los proyectos de generación de energía eléctrica de fuentes renovables y un premio o feed in tariff de 10 US$/MWh. En esta década, las inversiones se materializaron en una capacidad instalada de 28.88 MW de energía eólica, pero la mayoría de estas plantas no entraron formalmente al Sistema Argentino de Interconexión Eléctrica (SADI), sino que destinaron la electricidad generada a la red de distribución local (Recalde et al., 2015).

			El débil esquema de beneficios fiscales y el sistema de primas que ofreció la Ley 25.019 desaparecieron con la crisis que atravesó el país en 2001 y la pronunciada devaluación del tipo de cambio. Los costos de operación y mantenimiento de estas plantas, en su mayoría equipadas con tecnología importada, aumentaron y los ingresos de las generadoras comenzaron a deteriorarse debido al creciente atraso de las tarifas eléctricas reguladas por el gobierno nacional (Jacinto et al., 2014).

			Para 2006, el Estado nacional formuló un nuevo Régimen de Fomento Nacional para el Uso de Fuentes Renovables de Energía Destinada a la Producción de Energía Eléctrica (Ley 26.190). La ley establecía, por primera vez, una meta de consumo de EFR equivalente al 8% de la demanda del Mercado Eléctrico Mayorista (MEM) para 2016; otorgó beneficios fiscales y económicos a los proyectos de generación de EFR, adicionales a los considerados en la Ley 25.019, priorizando aquellos proyectos integrados con bienes de capital nacional. Además, creó el Fondo Fiduciario de Energías Renovables, integrado por un recargo adicional a la tarifa de los usuarios del MEM para premiar la generación de energía eléctrica de fuentes renovables. 

			En octubre de 2009, en el marco de la Ley 26.190, la Secretaría de Energía estableció el programa GENREN que permite la licitación de contratos de abastecimiento de energía eléctrica por 1 000 MW de potencia de EFR por un periodo de 15 años y precios nominados en dólares estadounidenses. La selección de proyectos se realizó utilizando como criterio el precio de oferta, el cronograma de inversión y el porcentaje de componentes de origen nacional en la inversión del proyecto. La primera licitación recibió 51 propuestas de 22 empresas por un total de 1 436.5 MW, 32 proyectos tenían una potencia de 895 MW y fueron adjudicados en la siguiente manera: 84% de energía eólica, 12% de generación térmica con biocombustibles y el resto a Pequeños Aprovechamientos Hidroeléctricos (PAH) y energía Solar Fotovoltaica (SFV). 

			Esta licitación mostró que existían en el país proyectos con condiciones tecnológicas y ambientales adecuadas para la generación de EFR, así como capacidad técnica y emprendedora para su desarrollo. Sin embargo, las condiciones de entorno de la política energética argentina –bajo nivel de voluntad política, marcos regulatorios débiles, inestabilidad económica y restricciones financieras– condicionaron la efectividad de los instrumentos de política destinados a fomentar la EFR y, en consecuencia, la instalación de los proyectos adjudicados3 (Recalde et al., 2015).

			Con el fin de aumentar la generación de electricidad y cumplir el cupo de 8% de EFR en la matriz eléctrica, en 2011 el gobierno nacional formuló un nuevo mecanismo de contratación de EFR. La Secretaría de Energía de la Nación (Resolución SE 108/2011) reguló la firma de contratos de abastecimiento entre la Compañía Administradora del Mercado Mayorista Eléctrico (CAMMESA) –en representación del MEM– y proyectos de generación de energía eléctrica de fuentes renovables, por un periodo de 15 años y una remuneración en dólares definida en función de los costos fijos y las variables de cada planta. Poco a poco, la matriz de energía eléctrica comenzó a diversificarse con la conexión a la red de nuevos parques eólicos y solares, y en 2015, de dos plantas de biogás.

			

			3. La política energética y la política industrial en materia de EFR

			

			La Ley 27.191 estableció las bases para el diseño de un marco regulatorio que impulsara la conformación de un mercado de EFR y fortaleciera el desarrollo de una industria doméstica de tecnologías para la producción EFR. Sin embargo, las normas y los programas formulados a partir de esta ley persiguieron objetivos de política energética y de política industrial difíciles de compatibilizar en el corto plazo y condicionaron la dinámica de inserción de la industria local en las cadenas globales de valor.

			A continuación se analizan el entramado de normas y programas diseñados en torno a la Ley 27.191 y los límites de su implementación. 

			

			Un nuevo marco regulatorio para la energía eléctrica de fuentes renovables

			

			El Régimen de Fomento Nacional para el uso de Fuentes Renovables de Energía destinada a la Producción de Energía Eléctrica (Ley 26.190 de 2006 modificada por la Ley 27.191) estableció en 2015 un cronograma de participación de la EFR en el consumo eléctrico y tres instrumentos claves para promover su generación y modificar la configuración del mercado nacional. Los instrumentos incluyen un fondo fiduciario público destinado a brindar garantías y financiamiento a los proyectos, beneficios impositivos, aduaneros y regulatorios, así como un mercado a término de energía eléctrica de fuentes renovables entre privados. 

			Por un lado, la ley prorrogó hasta 2017 la meta de cubrir 8% del consumo nacional de energía eléctrica con EFR, según lo establecía la Ley 26.190, y definió un cronograma de consumo obligatorio hasta alcanzar 20% en 2025. A diferencia de políticas anteriores y otras propuestas a nivel internacional, el cronograma planteó metas específicas, mensurables y obligatorias que, junto al compromiso del Poder Ejecutivo nacional, otorgan una visión clara sobre la trayectoria de crecimiento de la demanda de EFR (IRENA, 2017a). Su cumplimiento demandará la incorporación a la matriz eléctrica de unos 1 000 MW de potencia adicional de fuentes renovables anuales, por los próximos 10 años. 

			No obstante el desafío que representa este cronograma para Argentina, otros países de la región y del mundo se han propuesto metas más exigentes de participación de la EFR en la matriz eléctrica, por ejemplo: 35% para el 2024 en México (SENER, 2017); 86% para el 2024 en Brasil (incluyendo grandes hidroeléctricas) (Ministério de Minas e Energia, 2015); y 80% para el 2050 en Alemania (Arranz, 2016). Estas metas, sin embargo, son el resultado de una trayectoria previa de fuerte impulso a la EFR que en la actualidad se proponen consolidar y profundizar el crecimiento del sector.

			Por otra parte, en materia de instrumentos para dinamizar la oferta, la nueva ley amplía los beneficios fiscales, aduaneros y regulatorios que la Ley 26.190 ofrecía a los proyectos de generación de energía eléctrica de fuentes renovables, y establece que éstos deben decrecer en el tiempo hasta su extinción en 2025 para acelerar su instalación. Entre los beneficios más relevantes para los fines que busca este trabajo están, por un lado, el hecho que el Estado otorga a los proyectos un certificado fiscal para el pago de impuestos nacionales por un monto equivalente al 20% del valor del componente nacional de las instalaciones electromecánicas.4 Por otra parte, exime a estos proyectos del pago de derechos de importación por los bienes de capital no producidos en el país (hasta el 2022 inclusive, según el Decreto 814/2017). Mientras algunos referentes señalan que este último beneficio retrasa el crecimiento de la industria nacional, otros consideran que la lista de bienes exentos es restrictiva y podría generar cuellos de botella en la etapa de construcción de los primeros proyectos (Siboldi, 2016). 

			En segundo lugar, la ley propone la creación del Fondo para el Desarrollo de Energías Renovables (FODER)5 para ampliar el financiamiento de los proyectos. El fondo fiduciario está destinado a financiar la construcción de proyectos de EFR y otorgar avales y garantías por las obligaciones de pago asumidas por CAMMESA. Los proyectos con mayor porcentaje de componente nacional en la inversión total tienen prioridad en el acceso a este Fondo. Sin embargo, hasta el momento, el FODER no ha actuado como fondo de financiamiento, sino como fondo de garantía, dejando en manos de los privados la búsqueda y negociación del financiamiento. 

			Para incrementar la confianza de los inversores, el Ministerio de Energía y Minería de la Nación (MINEM) firmó acuerdos con el Banco Mundial para que, a opción de los proyectos interesados, respalde el papel del FODER como garante de CAMMESA. Las nuevas políticas públicas se encuentran condicionadas por las políticas previas (Rogge et al., 2017), y esta combinación de garantías es una estrategia efectiva para disminuir la incertidumbre asociada a la capacidad de pago de CAMMESA y al funcionamiento del sector eléctrico.

			Por último, la ley define el marco para la creación de un mercado a término de energía eléctrica de fuentes renovables entre privados al establecer que los grandes usuarios del MEM (con demandas de potencia de 300 Kw o más) deben alcanzar efectiva e individual las metas de consumo de EFR definidas por la ley. Los casi 7 500 usuarios alcanzados por esta medida –el 90% con un consumo menor a 1 MW, según la Asociación de Grandes Usuarios de Energía Eléctrica de la República Argentina– podrán realizar contrataciones individuales de energía eléctrica, autogenerar o cogenerar, o participar en el mecanismo de compras conjuntas que realiza CAMMESA. Esta última opción, sin embargo, incluirá cargos en concepto de comercialización y administración sujetos a la demanda de cada usuario y el cupo de EFR vigente. 

			Según referentes del sector privado, en el corto plazo sólo las empresas con una demanda de potencia mayor a 10 MW (alrededor de 53) optarán por no participar de las compras conjuntas a CAMMESA, pero con el tiempo, a medida que los cargos se encarezcan, la mayoría de las empresas optará por contratos en el mercado a término. Este mercado representa una oportunidad para los generadores de EFR, ya que aun cuando no ofrece las mismas garantías y avales que la licitación pública, permite atomizar el riesgo en distintos clientes, muchos de alcance internacional, y plantear un sendero de crecimiento escalonado, en la medida que la demanda se expanda. Para los grandes usuarios representa una posibilidad de reducir sus costos –sobre todo con la energía eólica y SFV– y asegurar su abastecimiento.

			

			Los objetivos de política y su formulación


			

			En 2016, el MINEM estableció como objetivos centrales de su gestión en materia energética mejorar la eficiencia de la oferta y de la demanda, aumentar la seguridad del sistema, y desarrollar un mercado más competitivo. Para alcanzar estas metas, el organismo planteó tres líneas centrales de trabajo: 1) incrementar la producción nacional de gas natural y petróleo –en retroceso durante los años previos (Ceppi, 2018)–; 2) mejorar la eficiencia en el consumo, y 3) ampliar la capacidad de producción y transporte de energía eléctrica (MINEM, 2016). El apoyo a la generación de EFR –con costos de operación estables y relativamente independientes de los mercados internacionales– se incluyó como parte de estos lineamientos, debido a que su incorporación en el sistema eléctrico nacional contribuye a cumplir varios de los objetivos propuestos como ampliar la potencia disponible, sustituir la importación de energía eléctrica y combustibles fósiles, y disminuir la vulnerabilidad externa del sistema. 

			En línea con estos objetivos, la Subsecretaría de Energías Renovables, creada en 2016, es la encargada de definir la velocidad, dirección y mecanismos de inserción de la EFR en el sistema eléctrico, considerando tanto su diversificación tecnológica como su distribución geográfica (Subsecretaría de Energías Renovables, 2016). Los objetivos del MINEM y la Subsecretaría responden a las metas planteadas por la Ley 27.191 –competitividad del sistema energético, desarrollo de mercados asociados a la EFR, diversidad tecnológica y distribución geográfica–, pero la ley también menciona la necesidad de desarrollar industrias asociadas a estas tecnologías. El desarrollo de proveedores domésticos, sin embargo, no forma parte de los objetivos centrales de la Subsecretaría. Aun así, diversos actores públicos de esta y otras áreas del MINEM destacaron públicamente el papel de los proyectos de EFR como mecanismo para canalizar nuevas inversiones extranjeras directas en el país e impulsar la producción local y el empleo.

			Una de las principales estrategias desplegada por el MINEM, para ampliar la potencia y participación de la EFR en la matriz eléctrica, es la implementación del programa RenovAr, que brinda el marco para la compra, mediante convocatoria pública, de energía eléctrica de fuentes renovables. En mayo de 2016, el gobierno nacional lanzó la ronda 1 de este programa y en octubre de 2017 la ronda 2. En la primera ronda licitó contratos de abastecimiento de energía eléctrica por 1 000 MW de potencia de EFR, estableciendo cupos para cada tipo de tecnología. En la segunda ronda licitó contratos por 1 200 MW de potencia con cupos por tecnología y por región para la energía eólica y solar. En la primera convocatoria se presentaron 123 proyectos que ofrecieron 6 346 MW, de los cuales 105 (5 209 MW) pasaron la evaluación formal, técnica, económica y legal, y 59 fueron adjudicados (2 434.7 MW). En la siguiente ronda se presentaron 228 proyectos con una potencia total de 9 403 MW, calificaron 194 y se adjudicaron 88 (1 942.3 MW). 

			Los proyectos fueron seleccionados en función del Precio de Oferta Ajustado,6 el cual debía ser menor al Precio Máximo de Adjudicación definido por el MINEM para cada tecnología. Sólo en caso de empate técnico entre dos proyectos se priorizó el de mayor puntaje de Componente Nacional Declarado (CND).7 En la práctica, este criterio otorgó un papel marginal al CND en el proceso de selección de los proyectos, a diferencia de lo que ocurre en licitaciones públicas de otros países, donde los objetivos socioeconómicos de la política energética en materia de EFR se reflejan directo en su diseño. En Sudáfrica, por ejemplo, el programa de licitación evalúa los proyectos otorgando una ponderación de 70% al precio y de 30% al cumplimiento de objetivos socioeconómicos como la creación de empleo directo, el componente nacional, y la estructura de propiedad (Pahle et al., 2016).

			La transición hacia un modelo económico ambiental y social sostenible, basado en las capacidades tecnológicas, así como en la innovación local, demanda una política industrial activa centrada en abordar los problemas de coordinación que limitan la diversificación y la difusión de la tecnología (Bárcena, 2017). En un inicio, en Argentina la política industrial hacia el sector de la EFR se apoyó en el Programa de Desarrollo de Proveedores (PRODEPRO) del Ministerio de Producción (MP). Este programa selectivo ofrece financiamiento a tasa subsidiada, aportes no reintegrables, y asistencia técnica a industrias consideradas estratégicas, como la asociada a la generación de EFR. De esta forma, busca facilitar la adquisición de capital físico, el desarrollo, la certificación y la homologación de productos, las reformas productivas, y la capacitación de los recursos humanos.

			Las actividades intensivas en el uso de recursos naturales –como la producción de EFR– demandan, con mayor o menor intensidad, innovaciones adaptativas y procesos de búsqueda continua de soluciones para aumentar su productividad –por lo general, limitada por restricciones físicas– y dar respuesta al crecimiento de la demanda (Pérez et al., 2014). En esta línea, el Acuerdo por la Producción y el Empleo: Principales lineamientos para el sector de Energías Renovables, firmado en octubre de 2017 por representantes del sector público8 y el sector privado –sindicatos, asociaciones y cámaras empresariales–,9 busca incentivar la innovación y la competitividad de las empresas domésticas del sector.10 El documento plantea una visión de mediano plazo (2018-2023) y un conjunto de acciones de política de tipo funcional, horizontal y vertical orientadas al desarrollo y la transferencia de tecnología (Lall y Teubal, 1998). 

			Por un lado, en línea con los objetivos del MINEM, el acuerdo propone aumentar la generación de EFR priorizando la competitividad en precios de los proyectos. Al mismo tiempo, busca aumentar la integración de componentes locales en los proyectos y la transferencia de tecnología hacia las empresas domésticas, con la finalidad de impulsar su inserción en cadenas globales de valor. Esto representa un desafío para la política industrial que ha visto limitados sus espacios de acción por la mayor apertura de la economía a la competencia internacional.

			Por otro lado, las acciones que plantea el acuerdo (véase cuadro 2) se orientan a impulsar la creación de un mercado estable de energía eléctrica de fuentes renovables y el crecimiento de dos sectores considerados claves por sus capacidades y su proximidad con las tecnologías de generación de EFR: la industria metalmecánica y los proveedores de equipos y componentes eléctricos. En particular, el acuerdo se propone fortalecer las cadenas de fabricación de aerogeneradores y paneles solares y alcanzar una participación del 50 y el 30%, respectivamente, de componentes nacionales para 2023.

			La política industrial debe promover la producción de bienes y servicios, así como la adopción de procesos que generen nuevas capacidades y conocimiento experimental y tácito. Muchas de estas capacidades se plasman en rutinas de ingeniería, de diseño y de gestión que se desarrollan y reproducen por medio de la experiencia, y que trabajadores, técnicos y empresarios ejecutan de manera más o menos automática. Producto de esta inercia, el aprendizaje y la construcción de nuevas capacidades son un proceso incremental en relación con el espacio tecnológico en que se mueven las empresas y dependiente de su trayectoria tecnológica previa (Porcile y Martins, 2017). Estas condiciones son necesarias para que las empresas generen diseños y marcas propias en alta tecnología (Lee, 2013). De lo contrario, el proceso de innovación se realiza a través de la importación de bienes de capital, la obtención de licencias o patentes y/o la especialización en segmentos de ensamble con poco contenido tecnológico en cadenas globales de producción (Yoguel et al., 2017). 
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			4. Algunos resultados de la política energética y la política industrial

			

			

Aunque los proyectos adjudicados en el programa RenovAr se encuentran en la etapa de construcción (ronda 1) o en la etapa previa a la firma de los contratos (ronda 2), su análisis permite comprender la orientación y el alcance de la política energética del MINEM, así como también los desafíos que enfrenta la política industrial para potenciar el desarrollo de estas tecnologías en el país. A continuación, se analizarán los resultados del programa en materia de diversificación tecnológica, el precio de la energía eléctrica y la participación de los componentes de origen nacional en las instalaciones electromecánicas de los proyectos.






			Diversificación tecnológica

			

			La transición energética desde una matriz eléctrica altamente dependiente del gas natural hacia una matriz diversificada y sustentable requiere una política que guíe este proceso, asegurando un balance continuo entre los recursos renovables disponibles y la sostenibilidad del sistema. La composición tecnológica de la matriz eléctrica –que condiciona la relación entre energía de base y energía intermitente–,11 la ubicación de los proyectos en relación con la disponibilidad de los recursos renovables y de los nodos de transporte, y la incidencia de ambos en la eficiencia de los proyectos y en el precio de la energía eléctrica condicionan la velocidad y dirección de la transición energética.

			Respondiendo a estos condicionantes, el programa RenovAr estableció cupos de adjudicación para cada tipo de EFR, lo que se reflejó en una creciente diversificación tecnológica de la potencia adjudicada en relación con licitaciones previas. Aun así, la potencia adjudicada por el RenovAr corresponde en sus mayoría a energía eólica (54%) y SFV (39.8%), mientras que la participación de los PAH (0.7%) y las plantas de bioenergía –biomasa y biogás– (5.4%) se encuentran rezagada (véase cuadro 3).
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			Los PAH son una fuente de energía difundida en el país –en 2011 ya había 380 MW instalados y hoy hay 488 MW–, promovida en décadas anteriores junto a grandes centrales hidroeléctricas. Aunque existe un amplio margen para ampliar la potencia de PAH a lo largo del país, estos proyectos por lo general se encuentran en zonas aisladas lo que incrementa su costo por MWh entregado al MEM. La bioenergía, por otro lado, es una tecnología madura a nivel internacional, pero incipiente en el país; con un gran potencial por la disponibilidad de recursos agropecuarios y agroindustriales, pero con una cadena de valor compleja en su organización y costos. Además, ambas tecnologías se caracterizan por potencias medias relativamente bajas en relación con la energía eólica y solar.

			El número de proyectos adjudicados también aumentó entre las rondas 1 y 2 del RenovAr –pasó de 59 a 88– y, en especial, creció la participación de proyectos de biomasa (de 2 a 16) y de biogás (de 6 a 34). La disminución de la potencia mínima requerida para estas tecnologías (de 1 MW en la ronda 1 a 0.5 MW en la ronda 2) y la aplicación de incentivos de precio a los proyectos de menor escala en la ronda 2 impulsó un aumento en el número de proyectos con niveles de potencia bajos, los que permiten hacer un uso más eficiente de la red de transporte instalada y un mayor uso de biomasa residual.

			

			Precios


			

			En la ronda 1 de la licitación del RenovAr, los precios ofertados resultaron más bajos que los Precios Máximos Adjudicados –desconocido hasta el momento de apertura de los sobres– y menores que las expectativas del sector privado y de los grandes usuarios –con obligaciones de consumo de EFR por la Ley 27.191– que tenían como referencia los precios de la licitación del GENREN (véase cuadro 4). Además, 78% de los proyectos fueron adjudicados con precios que no superaron el costo monómico medio12 de generación del sistema eléctrico nacional en ese año (71.3 US$/MWh en 2016).13
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			Estos resultados se enmarcan, por una parte, en una tendencia a la baja de los precios de la energía eólica y solar a nivel internacional, impulsada por la disminución del costo de estas tecnologías.14 En Argentina, por otra parte, los cambios en el entorno político y económico, la competencia creada por el sistema de licitaciones y las condiciones de contratación y garantías que brindó el RenovAr disminuyeron el costo de financiamiento y ampliaron su disponibilidad a nivel internacional. La menor incertidumbre económica y financiera se reflejó en una caída en el porcentaje de proyectos adjudicados que solicitaron la garantía del Banco Mundial del 54% en la ronda 1 a 31.8% en la ronda 2. Estas condiciones permitieron que los Precios de Oferta Ajustados alcanzaran niveles comparables a los de mercados con más trayectoria (véase gráfica 1).

			Además, al priorizarse el precio de los proyectos, primó como criterio de selección su eficiencia, esto es la articulación entre la tecnología y la calidad del recurso renovable disponible, dejando en un segundo plano factores como la participación de componentes de industria nacional, la distribución geográfica –parcialmente en la segunda ronda–, o la cercanía a los centros de consumo.

			

			Gráfica 1. Precios adjudicados en licitaciones según tecnología y país. En US$/MWh (2016)
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			Fuente: elaboración propia en base a datos de irena (2017b).


			

			El nivel de precio de la energía eólica y solar en el país, aunque positivo para la competitividad del sistema energético, representa un desafío para el crecimiento del mercado. Según referentes del sector privado, si la tendencia a la baja se profundiza sólo los proyectos de mayor escala, con más precisión en los costos, y más desarrollados –con menores riesgos de contingencias y más conocimiento de las características del recurso renovable disponible– lograrán ser adjudicatarios en nuevas licitaciones. 

			

			Componente Nacional Declarado


			

			La inversión en proyectos de EFR ofrece un amplio margen para promover la creación de empleo a través de la participación de la industria local en las etapas de desarrollo, instalación, y operación y mantenimiento de estos proyectos. La etapa de desarrollo tecnológico se caracteriza por crear empleo estable y altamente especializado; así como la etapa de instalación demanda de manera intensiva mano de obra local, temporaria y también especializada; y la etapa de operación y mantenimiento requiere empleo local, estable y medianamente especializado (OIT, 2011; Lambert y Pereira Silva, 2012). No obstante, el impacto real en el empleo de los proyectos de generación de EFR depende de la inserción de la industria local en las primeras etapas de la cadena, ya que las últimas etapas son más intensivas en servicio, pero poseen menor peso en el valor agregado global (Sica, 2016).

			La integración de bienes de origen nacional de los proyectos adjudicados del programa RenovAr –computada por los proyectos como CND para la obtención de beneficios fiscales– mostró una amplia dispersión en las rondas 1 y 2 y una tendencia dispar entre ambas (véase gráfica 2). De hecho, la integración de CND por tecnología no se encuentra correlacionada con el precio ofertado y tampoco muestra una relación estable entre las rondas con la escala de los proyectos. 

			Sólo los proyectos eólicos aumentaron el porcentaje promedio de CND (de 11 a 35%) y su dispersión. Los proyectos con una integración cercana a 100% de CND son escasos y corresponden en su mayoría a proyectos que proponen ampliar su capacidad instalada.

			

			Gráfica 2. Porcentaje de cnd en licitaciones según tecnología (2016-2017)
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			Fuente: elaboración propia en base a datos del MINEM (2017).

			

			La tendencia decreciente de la media de CND, aunque de corto plazo, cuestiona la idea de que es posible aumentar la integración de componentes nacionales en los proyectos de EFR sin aplicar criterios en el proceso de licitación que ponderen su incorporación y/o políticas de asistencia o financiamiento que “premien” a quienes eligen involucrarse en el desarrollo de cadenas integrales de valor o en procesos de transferencia tecnológica. Diversos referentes de empresas dedicadas al diseño e instalación de proyectos en el país manifiestan que, en general, no existen proveedores locales que ofrezcan productos específicos para estas tecnologías.

			El gobierno de Brasil, por ejemplo, implementó políticas que promueven el contenido local en los proyectos de energía eólica como el Programa de Incentivo a las Fuentes Alternativas de Energía Eléctrica (PROINFA) que brinda financiación del Banco Nacional de Desarrollo Económico y Social si al menos 60% del parque eólico contiene piezas locales (Freier, 2016). Estas experiencias muestran que es posible aplicar metas de componentes nacionales de manera gradual y escalonada en mercados de energía con potencial suficiente (Lewis y Wiser, 2007). En las licitaciones realizadas por este país la energía eólica posee una participación significativa y también sus industrias asociadas (Puerto Rico y Sauer, 2015). 

			Actores públicos y referentes del sector privado coinciden en promover el surgimiento y desarrollo de una industria nacional vinculada al mercado de la EFR. Sin embargo, descartan la posibilidad de imponer una participación mínima de componentes de origen nacional en los proyectos en la etapa de conformación del mercado, bajo el argumento de que aumentarían los Precios de Oferta Ajustados y que el crecimiento del mercado será el impulsor de la dinámica de innovación de la industria nacional. Otros referentes del sector privado, sin embargo, cuestionan las posibilidades de penetración de la industria doméstica en el sector de la EFR en las condiciones actuales. La existencia de grandes jugadores internacionales en el terreno de las tecnologías eólicas y SFV, por un lado, incrementa la competencia y, por otro, impone altos estándares de calidad en la producción de los bienes locales que podrían integrarse en la cadena de valor. En otras palabras, el contexto actual exige niveles de competitividad que la industria local aún no ha desarrollado en el sector de la EFR y que sólo podrá alcanzar si logra disminuir la distancia cognitiva y tecnológica entre los jugadores internacionales y las empresas locales. 

			

			5. Conclusiones

			

			Este estudio se propuso analizar el marco regulatorio de la EFR vigente en Argentina, atendiendo a sus objetivos, su formulación e implementación, y el alcance de sus resultados. Así también, analizó el papel que las políticas orientadas a la EFR otorgan a la promoción de la industria nacional y su articulación con las políticas industriales que las acompañan.

			Es así como se permite afirmar que las políticas públicas orientadas a promover la EFR en el país se encuentran alineadas con los objetivos de la política energética nacional, en especial con la mejora de la seguridad energética y la competitividad del sistema eléctrico en el mediano plazo. La Ley 27.191 brinda las condiciones normativas para promover la ampliación de la potencia eléctrica instalada mediante plantas de generación de EFR con costos de operación, en muchos casos, menores que los costos de otras tecnologías de generación de energía eléctrica. Las normas reglamentarias financieras, impositivas, aduaneras y regulatorias formuladas por el gobierno nacional a partir de esta ley convocaron a un gran número de proyectos de generación de energía eléctrica de fuentes renovables a la licitación pública, con precios de oferta por debajo de los precios máximos establecidos por el RenovAr y de los esperados por el sector privado. 

			

El precio de oferta de la energía eléctrica ha sido el principal criterio de selección de estos proyectos, lo cual coincide con la disminución del precio medio de la EFR ofertada –propiciando la competitividad del sistema eléctri-

co nacional–, pero condiciona de forma negativa la participación de la industria nacional en la integración de los proyectos. La decisión del MINEM de utilizar el FODER para disminuir la incertidumbre de los inversores, y no para financiar aquellos proyectos con mayor porcentaje de componente nacional, refuerza la orientación de la política energética en detrimento de los objetivos de la política industrial.



			La posición de la industria nacional en los objetivos del MINEM contrasta con el lugar que informalmente funcionarios y políticos otorgan a los proyectos de EFR como mecanismo para impulsar la producción local y el empleo. Este proceso parece descansar sobre todo en las políticas sectoriales que el MP fórmula para promover la transferencia de capacidades, la difusión de tecnología y la innovación en el terreno de la EFR, con especial foco en la industria metalmecánica y eléctrica, y en las cadenas de valor eólica y SFV. Los resultados inmediatos muestran un panorama complejo para los proveedores domésticos, con una participación de componentes nacionales relativamente baja y sumamente variable en los proyectos de EFR. Su efectividad en el mediano plazo dependerá del alcance de estas políticas y de las capacidades de la industria para generar conocimiento experimental y tácito que impulse procesos de innovación a nivel nacional. 
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NOTAS

			
				
					

1	Se trata de mecanismos que favorecen la adopción de una tecnología y le otorgan ventajas sobre tecnologías alternativas, aun cuando estas últimas sean sustitutos potencialmente superiores. Por lo general, producen rendimientos crecientes a escala a medida que la tecnología se difunde, contribuyendo a que se torne dominante y marcando su sendero de innovación (Brian Arthur, 1989). Son el resultado de un proceso de coevolución entre la infraestructura tecnológica, las organizaciones, la sociedad y las instituciones de gobierno, que facilita la continuidad de una determinada tecnología (Unruh, 2002).



				

				
					2	A diferencia de otros países, en Argentina la Ley nacional 27.191 no considera EFR a la proveniente de centrales hidroeléctricas con una potencia superior a 50 MW, si no a la generada por pequeños aprovechamientos hidroeléctricos (hasta 50 MW).

				

				
					

3	En la actualidad de los proyectos adjudicados en el GENREN se encuentran conectados al MEM:

3 proyectos de energía eólica de 127.4 MW de potencia, 4 de energía solar de 8.2 MW, y 2 de biogás de rellenos sanitarios por 16.6 MW de potencia.



				

				
					4	Este certificado fiscal es expedido cuando la integración de componentes de origen nacional es mayor al 60% o si el porcentaje es menor, cuando se demuestra efectivamente la inexistencia de producción nacional, la que en ningún caso podrá ser inferior a 30%.

				

				
					5	El Fondo está integrado por cargos específicos a la demanda de energía eléctrica, recursos provenientes del Tesoro Nacional –equivalentes a no menos del 50% del ahorro efectivo en combustibles fósiles por la incorporación de generación de EFR en el año previo–, y otros recursos nacionales e internacionales.

				

				
					6	Se calcula a partir del precio ofertado para el proyecto, el factor de pérdidas asociado al punto de interconexión y el plazo programado de habilitación comercial.

				

				
					7	El CND refleja la participación de componentes de origen nacional en las instalaciones electromecánicas de los proyectos, excluyendo la obra civil, según lo define la Ley 27.191.

				

				
					8MINEM, MP, Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, Administración Federal de Ingresos Públicos, Agencia Argentina de Inversiones y Comercio Internacional, y Dirección General de Aduanas.

				

				
					9	Asociación de Industriales Metalúrgicos de la República Argentina, Cámara de Industriales de Proyectos e Ingeniería de Bienes de Capital, Cámara Eólica Argentina, Unión Obrera Metalúrgica, Sindicato de Luz y Fuerza, Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina.

				

				
					10	El Estado estima que hay 4 mil trabajadores empleados en actividades conexas a la EFR, más de 110 empresas proveedoras de la cadena eólica y solar fotovoltaica, 5 fabricantes de calderas para biomasa y alrededor de 50 proveedores locales de equipamiento eléctrico de uso transversal a todas las tecnologías asociadas a la EFR.

				

				
					11	La energía de base es producida de manera continua, con costos económicos aceptables para el mercado, por lo que cubre la “base” de la curva de demanda. Las oscilaciones de la demanda por encima de esta “base” son cubiertas por la energía producida por tecnologías con mayor nivel de intermitencia, según su disponibilidad y sus costes. La intermitencia de esta energía se debe a que ciertas centrales de generación de electricidad sólo pueden funcionar cuando el recurso –el sol, el viento, las mareas– está disponible.

				

				
					12	El Costo Medio Monómico es la suma de los costos representativos de producción (fijos y variables) de energía eléctrica en el MEM, divida la demanda abastecida total, en un periodo de control. 

				

				
					13	Estos precios no consideran los ajustes por el índice del Factor de Incentivo que premia la habilitación temprana de los proyectos y decrece con el tiempo y, por otro lado, el Factor de Ajuste anual que incrementa el precio entre 1.5 y 2 puntos anuales. En total, se estima que el precio promedio es alrededor de 20% más alto, lo que implicaría que 49% de los proyectos no superen el costo monómico mencionado para esa fecha.

				

				
					14	Según IRENA (2017c), el costo promedio normalizado de la electricidad a nivel mundial disminuyó 62% para la energía SFV y 21% para la solar entre 2010 y 2016.
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			Resumen. El auge minero en determinados periodos históricos se debe a la incidencia de varios factores, como son el precio de los metales, el desarrollo de la tecnología, y las políticas económicas y ambientales. El presente artículo reseña los principales periodos del desarrollo de la minería en México y profundiza en el más reciente: la aplicación de la automatización. La mayoría de los análisis sociales sobre la minería se enfocan en el concepto de neoextractivismo y hacen énfasis en las políticas económicas y los precios. La aportación de este estudio es sobre los datos de la revolución en las fuerzas productivas del sector minero, aspecto que puede ser igual de importante que los precios de los metales y la política económica en el sector para entender el contexto actual.
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			A Historical Review of Mining Automation in Mexico

			Abstract. The increase of mining in certain historical periods can be attributed to the incidence of various factors, such as the price of metals, technological development, and economic and environmental policies. This paper reviews the most important periods of mining development in Mexico, examining in depth the most recent period: the implementation of automation. The majority of social analyses related to mining have focused on the concept of neo-extractivism and have emphasized economic policies and prices. This paper’s contribution is a review of the data of the revolution in the mining sector’s productive forces. This is an aspect that may be as important as metal prices and the sector’s economic policies when seeking to understand the current situation.
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			1. Introducción

			

			En las últimas décadas, el término neoextractivismo se utiliza para explicar el auge en la explotación de productos primarios en América Latina (García Zamora y Grinspun, 2015; Gudynas, 2009; Veltmeyer y Petras, 2015). Los minerales son un caso destacado en el contexto del neoextractivismo. El presente artículo participa en la discusión relacionada con las transformaciones que ha sufrido la economía minera en México, y ofrece información sobre el papel que desarrolla la tecnología en la explotación de oro y plata, sobre todo en las últimas tres décadas. La investigación sugiere que los cambios tecnológicos en el periodo antes señalado, junto con la elevación de los precios internacionales, son igual de importantes que las políticas económicas neoliberales para entender lo que se conoce como neoextractivismo. 

			

La información sobre los cambios tecnológicos de las últimas décadas fue obtenida de las siguientes fuentes: 1) información bibliográfica; 2) más de diez entrevistas a proveedores de tecnología y empresarios del ramo minero,1 y 3) Reunión Internacional de Minería Zacatecas 2018 (rim, 2018).



			La historia de la producción minera en México se puede agrupar en distintos periodos para su análisis.2 Si se omite el largo periodo precolonial, donde los metales preciosos eran utilizados sobre todo con fines suntuarios, se puede identificar a dicho periodo como el primero donde la explotación del oro y la plata se realizó de manera sistemática, con el firme propósito de transformarlos en dinero.3 El proceso de producción de minerales metálicos, durante el periodo colonial, se basó en la explotación del trabajo indígena. Se tiene registro de que los sistemas de trabajo minero fueron, por orden cronológico, los siguientes: encomienda, esclavismo, trabajo forzado y trabajo a jornal (Bakewell, 1990).

			El segundo periodo contempla el desarrollo e implementación de una nueva tecnología en la extracción, en el procesamiento y la fundición, así como en la expansión de la metalurgia a otros minerales; inicia durante el periodo del porfiriato y continúa hasta las primeras tres a cuatro décadas del siglo XX. Fue en este periodo que se abandonó el esquema mono-productivo colonial de explotación de metales preciosos, en particular el de la plata, para diversificarse en la producción de metales industriales, como los no ferrosos y los siderúrgicos (plomo, cobre, zinc, hierro y carbón) (Sariego et al., 1988). 

			El tercer periodo se inauguró en la segunda posguerra, con el auge de la expansión minera a la explotación de minerales no metálicos (azufre, fluorita y barita) (Sariego et al., 1988). Esta etapa, comprendida dentro del periodo de industrialización por sustitución de importaciones (isi), hizo que se consolidara el sindicalismo minero, así como la intervención del Estado en el sector, donde el instrumento principal fue el programa de mexicanización de la minería. El cuarto periodo de la minería mexicana se inauguró, según las periodizaciones más comunes que acentúan los cambios en las políticas gubernamentales como variable clave, en 1982 con la apertura de la economía a las políticas neoliberales (López y Eslava, 2013); y como una reacción contra el Estado intervencionista y de bienestar (Anderson, 2003). El periodo se caracterizó por la reforma al artículo 27 constitucional, la firma del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (tlcan), y la promulgación de nuevas leyes como la agraria, la minera y la de inversión extranjera, que acabaron con el programa de mexicanización para dar paso a la presencia de grandes corporaciones transnacionales.4 Es también, el periodo en que comienza la automatización en los procesos productivos (Sariego et al., 1988), un suceso que tiene su auge a finales de los años noventa hasta lo que va del siglo XXI.

			El presente artículo se organiza en cuatro apartados, en la introducción se realiza una breve descripción de los distintos periodos por los que ha atravesado la minería en México. El segundo apartado describe, desde el punto de vista histórico, cómo se desarrolló la tecnología en los tres primeros periodos de la minería, desde el periodo colonial, pasando por el porfiriato, hasta el periodo de industrialización por sustitución de importaciones (ISI). En el tercer apartado se explica cómo la revolución tecnológica iniciada en los años noventa provocó cambios radicales en todas las etapas del proceso de extracción de metales, los cuales han tenido implicaciones económicas significativas. Finalmente, en las conclusiones se comenta cómo la megaminería representa un quiebre productivo entre el siglo pasado y el presente.

			

			2. Primeros periodos del desarrollo tecnológico de la minería en México

			

			En este apartado se abordan los tres primeros periodos de desarrollo tecnológico en la minería en México. En la época colonial, el sistema productivo se basaba casi en exclusivo en la extracción, el beneficio y el comercio de los metales preciosos, en especial de la plata. Los filones de mineral se explotaban mediante la excavación abierta, para luego ahondar a mayor profundidad, lo que llevó a construir túneles retorcidos y estrechos que causaron muchos problemas operacionales –sistema de rata, como se le conocía en la Nueva España. La primera mejora técnica consistió en la construcción de socavones y túneles inclinados que conectaban las galerías inferiores para facilitar la ventilación, el drenaje y la extracción de mineral. El primer socavón que se construyó para dar servicio a varias minas fue en 1556, en la montaña del Potosí (Bakewell, 1990). 

			Mientras tanto, el uso de explosivos en la extracción minera data de 1627. Fue a partir de ese año, y hasta 1865, que se utilizó la pólvora negra (Konya y Walter, 1991). La perforación de grandes tiros y galerías fue consecuencia de la introducción de la pólvora en explosiones subterráneas. Al hacerse más profundos los tiros, fue necesaria la utilización de malacates para subir el mineral a través de ellos –mecanismos simples de una polea tirada por animales (Brading, 1975). Las técnicas de procesamiento también evolucionaron durante el dominio español. La fundición fue la primera aplicación tecnológica utilizada; mediante este procedimiento se refinaban pequeñas cantidades de mineral con altas concentraciones de plata (Ramos Ramírez, 2014). 

			Otra técnica de procesamiento de metales que se expandió con gran rapidez fue el beneficio con azogue o mercurio. Alrededor del año 1600, en la Nueva España existían 370 haciendas que las utilizaban para extraer plata (Bakewell, 1990). Esta técnica permitió aprovechar una amplia gama de minerales, junto con la trituración a base de molino de propulsión hidráulico o animal, según la existencia de agua en el lugar. El agua también era utilizada para las operaciones de lavado en el proceso de amalgamación (Bakewell, 1976). 

			En retrospectiva, la explotación mineral durante la Colonia fue reducida en sus resultados debido al escaso desarrollo de las fuerzas productivas, si se la compara con las técnicas contemporáneas. Para dimensionar la cantidad de plata exportada a Europa durante el periodo colonial, se comparó la cantidad extraída entre 1521 a 1830, algo más de tres siglos, y que equivale a 56 144 kilogramos, con la producida de 2000 a 2010, es decir, tan sólo una década, equivalente a 33 465 kilogramos. De esta forma queda claro que en este último periodo se extrajo más de la mitad de plata que la que se obtuvo en 310 años de la época colonial (González Rodríguez, 2011). La gráfica 1 muestra el comportamiento de la producción de oro y plata durante la Colonia, y se puede apreciar que la introducción de una nueva tecnología coadyuvó a elevar la producción.

			


			Gráfica 1. Producción de oro y plata durante la época colonial 1521-1821

			[image: 2942.png]

			Nomenclatura: 1) construcción de socavones (1556), 2) técnica de fundición (años 1600), 3) beneficio de metales con azogue (años 1600), y 4) pólvora negra (años 1700).


			Fuente: elaboración propia con base en INEGI (2010), Bakewell (1976, 1990) y Brading (1975). 




			El segundo periodo de producción minera, se enmarca durante el triunfo de la Reforma y el despojo de los bienes pertenecientes al clero que consolidaron una nueva aristocracia laica, poco emprendedora. La llamada hacienda porfiriana no representó un avance significativo sobre el modelo colonial, dado que no capitalizó otros procesos, y sólo explotó minerales preciosos de vetas ricas y poco profundas. Sin embargo, recurrió a las inversiones de capital internacional, sobre todo el estadounidense (Rosenzweig, 1988). 

			Con la apertura de la minería al capital extranjero dio inicio la consolidación de una nueva etapa tecnológica, que incrementó la productividad en la minería. Un aspecto a destacar fue el crecimiento de la red ferroviaria, pues de un total de 22 822 km de vías que se tenían en 1908, 16.4% (3 749 km) se consideraban caminos férreos exclusivos para la actividad minera (Sariego et al., 1988). Esta situación contribuyó a disminuir los costos de acarreo de los minerales (Bernstein, 1964). 

			Otro cambio tecnológico importante que sustentó el auge minero en el periodo del porfiriato fue la introducción de la electricidad, cuyas primeras obras datan de 1889, aunque las instalaciones a gran escala se construyeron después de 1900 (Bernstein, 1964). La electricidad dentro de una mina se utiliza para la iluminación, el bombeo, el arrastre y el manteo de cargas, así como el funcionamiento de compresores para la perforación y la ventilación (Sariego et al., 1988). 

			Otra aplicación tecnológica posterior a la invención de la dinamita, por Alfred Nobel en 1865, fue el desarrollo de productos más energéticos que la pólvora negra, como las dinamitas gelatinosas, que fueron ampliamente utilizadas entre 1867 y 1950 (Konya y Walter, 1991).

			Durante la etapa del procesamiento del mineral destaca la construcción de varias fundiciones. Las primeras plantas que se construyeron en México, fueron en Monterrey y en Aguascalientes en 1891 y 1894, respectivamente. Vendrían después las de Velardeña, en Durango y Avalos, en Chihuahua, que en conjunto procesaban 40% del plomo y 20% de la plata producida en el país (Sariego et al., 1988). 

			La introducción de la cianuración también fue un aspecto importante para aumentar la eficiencia de la metalurgia de metales preciosos, y pasó desde 60%, correspondiente a la amalgamación, hasta 92% (Sariego et al., 1988). La introducción de esta técnica incrementó la producción nacional de oro de 1 477 kilogramos en 1891 a 41 420 kilogramos en 1910 (Bernstein, 1964). Hacia 1920 los óxidos y sulfuros de cobre, plomo y zinc, contenidos en las rocas, comenzaron a ser tratados por la flotación selectiva. Esta técnica permite la separación de compuestos metálicos mediante el uso de reactivos, y se acompaña de lixiviación, molienda, trituración, filtrado y secado (Sariego et al., 1988). 

			En la gráfica 2 se puede apreciar el comportamiento de la producción minera de oro y plata durante el porfiriato y en la época isi. En el caso de la producción de plata puede observarse que, después de 1891, con el inicio de las  fundiciones, la producción comenzó a acelerarse junto con la adopción de la cianuración como el principal método de extracción, salvo en la coyuntura de 1905 generada por la reforma monetaria que colocó a México fuera del patrón monetario de la plata (Sariego et al., 1988).5 En el caso del oro la tendencia fue similar, sin embargo, su escala de producción fue menor a la de la plata. 

			


			Gráfica 2. Producción de oro y plata en el porfiriato (segundo periodo) y en la época de isi (tercer periodo)

			[image: 2954.png]

			Nomenclatura: 1) dinamitas gelatinosas (1867), 2) electrificación (1889), 3) fundiciones (1891), 4) cianuración (1891), 5) mecanización simple (primeras décadas de 1900), 6) flotación (1920), 7) mecanización intensiva-maquinaría electromecánica y diésel (década de los cincuenta), 8) nitrato de amonio anfo (mediados de la década de los cincuenta), 9) mecánica de rocas (década de los setenta), 10) automatización (década de los ochenta).


			Fuente: elaboración propia con base en INEGI (2010); Sariego et al. (1988); Bernstein (1964); Konya y Walter (1991) y Ramírez y Alejano (2004). 




			Durante la Revolución mexicana, la producción minera sólo se vio afectada durante los primeros años: la producción de plata se redujo de 2 305 748 a 1 230 750 kilogramos de 1910 a 1915 (INEGI, 2010), empero, esta situación se recuperó después de 1916, como respuesta al aumento de los precios durante la Primera Guerra Mundial (1914-1918) (Tello, 2008). Durante la Segunda Guerra Mundial, Estados Unidos fue el principal destino exportador de México, no sólo de minerales, sino también de productos agropecuarios y de manufacturas, los cuales superaron las exportaciones mineras (Tello, 2008). De hecho, la producción de plata disminuyó de 2 570 394 a 1 900 352 kg de 1940 a 1945, al igual que la de oro, de 27 468 a 15 530 kilogramos durante el mismo periodo (INEGI, 2010). 

			En el tercer periodo de producción minera, después de la posguerra, la actividad industrial se incrementó entre 1958 y 1970, sin embargo, la minería en su totalidad no representó más del 20% de las exportaciones. Para 1959, sólo aportó 5% del pib, aunque México era el primer productor de plata del mundo, el segundo en azufre, fluorita y bismuto, el tercero en plomo y el cuarto en zinc y barita (Tello, 2008). La publicación de la Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en Materia de Exploración y Aprovechamiento de Recursos Minerales de 1961, pretendió asegurar el control sobre el sector minero por parte del Estado y el capital nacional, para permitir el crecimiento de la minería y orientar la producción minera hacia la industria y el mercado nacional (Delgado Wise y Del Pozo Mendoza, 2001).

			

Mediante esta ley se exigía una participación mayoritaria de capital mexicano en las empresas mineras, es decir, sólo se otorgaban concesiones de explotación cuando la participación mexicana ascendía al 51% o más. La mexicanización se aceleró a través de las reducciones fiscales, a tal grado que para 1971 el capital mexicano participaba de forma mayoritaria en casi todas las empresas mineras; aunque nunca se eliminó en su totalidad el capital

extranjero (Urías, 1980). En términos productivos, la mexicanización no tuvo progresos muy significativos, excepto en la producción de carbón, cobre y hierro, en tanto que los volúmenes de metales como plata, plomo y zinc se mantuvieron estancados (Delgado Wise y Del Pozo Mendoza, 2001).



			

Desde la década de los cincuenta, se inició la introducción de maquinaría electromecánica y diésel en la minería, lo que permitió la explotación de reservas de baja ley o tajos a cielo abierto, facilitada por el uso de maquinaria de gran capacidad, lo que hizo redituable la extracción y el procesamiento de minerales con poca concentración de metales. Esta época marca el inicio de la mecanización intensiva, así como la desprofesionalización del trabajo obrero. El propósito es la sustitución progresiva del trabajo manual y la mecanización simple iniciada en las primeras décadas del siglo XX (Sariego et al., 1988).



			

Las operaciones extractivas y de procesamiento involucraron maquinaria en sus diversas actividades como: barrenadoras, cargadores de explosivos,

resagadores, amacizadores, equipos de acarreo, transportes, equipos de ventilación y desagüe, quebradoras, molinos, celdas de flotación, entre otros.




La mecanización alcanzó prácticamente todas las etapas del ciclo productivo.






			El desarrollo de la mecánica de rocas permitió comprender el comportamiento de las rocas, y con ello, mejorar la planeación de las operaciones mineras. Esta ciencia nace al final de la Segunda Guerra Mundial, aunque  se desarrolla con mayor intensidad a partir de la década de los setenta (Ramírez y Alejano, 2004). Fue a mediados de los años cincuenta cuando surgió en el mercado un nuevo explosivo, formulado con nitrato de amonio y diésel, llamado anfo, un producto mucho más económico que la dinamita y que inundo el mercado de extracción de minerales (Konya y Walter, 1991). Posteriormente, durante las décadas de los años sesenta y setenta, se produjeron nuevos productos llamados hidrogeles y emulsiones, que sustituyeron a la dinamita en todos los sectores industriales (Konya y Walter, 1991).

			


			3. Cuarto periodo: automatización

			

			El cuarto periodo inició a principios del siglo XXI con el aumento de los precios internacionales de los metales, en pleno auge de la política económica neoliberal (véase gráfica 3). En México, este aumento incrementó la producción de diversos metales como el oro y la plata (véanse gráficas 4 y 5).

			Si bien las políticas gubernamentales para favorecer la inversión extranjera en la minería facilitaron el control de enormes territorios en los diversos países de América Latina, una revisión de los cambios tecnológicos que sucedieron a partir de la década de los noventa, y que están asociados a la minería de cielo abierto, muestran un cambio significativo en los procesos productivos en casi todas sus etapas, lo cual significó un aumento sustancial de la productividad del trabajo en el ramo, tal vez capaz de llevar a las corporaciones mineras a los más remotos lugares del mundo con relativa independencia de las políticas neoliberales que les facilitaron el acceso; aunque en algunos casos el apoyo político fue imprescindible.




			Gráfica 3. Índice de precios de los metales 2000-2014 (2005 = 100)

			[image: 2972.png]

			Fuente: Fondo Monetario Internacional citado por SGM (2015).

			

			

			Gráfica 4. Producción de oro en kilogramos años 1915-2016 versus precio nominal promedio mensual por onza en dólares

			[image: 3006.png]

			Fuente: elaborada con base en INEGI (2010) (años 1915-2008), CAMIMEX (2017a) (años 2009- 2016) y Macro


Trends (2018).



			

			Gráfica 5. Producción de plata en toneladas años 1915-2016 versus precio nominal promedio mensual por onza en dólares

			[image: 3076.png]

			Fuente: elaboración con base en INEGI (2010) (años 1915-2008), CAMIMEX (2017a) (años 2009-2016) y Macro


Trends (2018).



			

			La Tercera Revolución Industrial, y una cuarta aún en desarrollo, facilitaron el diseño de los procesos automáticos. En la minería, estos sucesos dieron lugar a una revolución tecnológica acaecida desde los años noventa. Tal vez este sector no sea uno de los sectores líderes en la implementación de procesos automáticos, pero sí es un ramo donde ya se perciben estos cambios desde hace dos décadas. 

			

La automatización efectiva en todos los procesos productivos requiere de la integración de tres componentes esenciales: 1) detección de información sobre el funcionamiento de la maquinaria y equipo, 2) procesamiento de dicha información, y 3) control. En ausencia de sistemas automatizados, las operaciones mineras tienen que ser controladas a cortas distancias para garantizar su desarrollo eficiente. Esta situación puede presentar diversos tipos de peligros al personal, como es la proximidad a poderosas máquinas, la exposición a fuerzas hidráulicas y eléctricas, la caída de rocas, y la exposición a polvos y gases provenientes de los explosivos. Las empresas mineras reconocen que estos peligros, además de amenazar la seguridad de sus trabajadores, disminuyen su índice de producción. Aunque el desarrollo de sistemas automatizados inició desde los años setenta, sus frutos se consolidaron hasta el presente siglo (Ralston et al., 2014).



			Una mina por completo automatizada integra tres capas tecnológicas que interactúan continuamente: la primera se compone de equipos mineros dotados con componentes electrónicos como sensores inteligentes. Dentro de estos equipos se encuentran perforadoras, resagadores, cargadores y transportes. La segunda, se integra por un sistema de comunicación, y la tercera, por una plataforma inteligente capaz de controlar y planificar el proceso (Li y Zhan, 2018).

			La clave para entender esta Revolución Industrial en el sector minero está en la aplicación de las tecnologías de la micro-opto-electrónica y el satélite a la gran mayoría de dispositivos, instrumentos, maquinaria y procesos de monitoreo y control. Los mems (micro-electric-mechanical-system) que están en la base de la tecnología microelectrónica, permiten miniaturizar dispositivos por debajo del micrómetro, y en algunos casos en tamaño nanométrico, con propiedades de movimiento mecánico usados ampliamente en sensores, actuadores y convertidores de energía. Mucha de la tecnología desarrollada de manera acumulativa, pasó en una o dos décadas, a partir de fines de los años ochenta, a dar un salto cualitativo, al reducir los equipos, conectarlos entre sí, acelerar el proceso de análisis, distanciar la exploración del objeto (satélite) y permitir un monitoreo y decisiones con la información en tiempo real de todo el proceso en su conjunto. 

			Este salto cualitativo, es el resultado de diversos factores, entre los que se encuentran el abaratamiento de diversos componentes electrónicos como los sensores, así como también el desarrollo de plataformas de análisis de datos con sus respectivas interfaces de visualización. El aumento del número de sensores colocados en la maquinaría y el equipo aumentó el volumen, la variedad, la velocidad y el valor de la generación de datos. Este acontecimiento propició la necesidad de desarrollar servicios para almacenar, procesar y analizar grandes cantidades de datos en tiempo real, dentro de las mismas empresas mineras (aunque también existe la posibilidad de contratar este servicio en empresas especializadas) (Hashem et al., 2015).

			La revolución tecnológica de la minería también condujo a la reducción significativa de los equipos. En geofísica, por ejemplo, el antiguo analizador portátil de minerales xrf (X-Ray Fluorescence) de fines de los años ochenta pesaba más de 30 kilogramos (Cufari, 2016). En los años noventa se produjo el equipo Niton xrf manual y de mayor capacidad de análisis que sólo pesaba un kilogramo y medio (Thermo Scientific, s/f).6 Mediante sofisticados sensores es posible hoy en día realizar mediciones gravimétricas para detectar mínimas variaciones en el campo gravitacional de la tierra e identificar zonas con minerales más pesados; y métodos ópticos por láser permiten medir desde dispositivos aéreos la topografía de la superficie de la tierra con precisión altimétrica de entre 5 a 20 centímetros (Jébrak y Vaillancourt, 2012).

			La cara más conocida de la revolución tecnológica de los años noventa en la minería son las explotaciones a cielo abierto. Aunque si bien dicha modalidad ya existía, y en gran escala se desarrolló desde mediados del siglo XX con algunos minerales y en determinados países, no es en la misma forma en que comenzó a ocurrir desde los años noventa, pues se sumó –al tamaño y a la visibilidad de explotación a cielo abierto– la interconexión de todas las etapas y de todos los procesos productivos de manera sistemática, y automatizada, lo que contrasta con las explotaciones anteriores que, con independencia del tamaño, se basaban en islas independientes de producción para las diferentes fases del proceso productivo.

			

Una de las principales barreras naturales para la inversión de capital en la minería es el espacio, que es una variable clave en varios aspectos como la ubicación geográfica y de distancia de poblaciones, puertos, y vías de comunicación; el clima, la topografía, y las características geológicas del suelo; la ley de corte o menor cantidad de mineral que puede tener el material retirado para ser rentable su explotación en relación al material de desecho o estéril. Además, otro aspecto clave del espacio, es el entorno del material extraído. Aquí la diferencia radical está entre las minas en profundidad, que deben trabajar con relativamente reducido equipo, utilizando maquinaria en condiciones de espacio limitado, aire enrarecido, eventuales gases tóxicos, con necesidad de mantenimiento regular de las paredes y de los techos de los socavones y pozos, y demás ajustes a lo limitado del espacio.



			Las restricciones antes mencionadas son superadas con la explotación a cielo abierto, donde la cantidad y el tamaño de la maquinaria no se enfrentan a restricciones significativas; el espacio no es obstáculo para la movilización del capital fijo y los insumos, tampoco para el movimiento de la materia prima extraída y los residuos. En términos comparativos, por ejemplo, una vez realizadas las excavaciones cuando la mina es en profundidad, la cantidad de material estéril retirado tiene que ser insignificante, en relación a la enorme cantidad que es retirada sistemáticamente de la mina a cielo abierto. La restricción de espacio que existe en el pozo en profundidad no se da en la explotación a cielo abierto, lo cual abarata significativamente los costos. Esta diferencia, que es técnica, se transforma en económica porque permite un trabajo más intensivo, y con ciclos de rotación del capital más rápido en las minas a cielo abierto, y ha sido decisiva para la transición de la explotación en profundidad a la explotación a cielo abierto allí donde es posible técnicamente. Sin embargo, para que las explotaciones a cielo abierto sean rentables, considerando que en la mayoría de los casos la cantidad de mineral por materia estéril es menor porque las zonas con alta ley ya fueron explotadas, debió surgir toda la tecnología de sensores y automatización.

			

El paso de la mina en profundidad a la mina a cielo abierto implica un escalamiento en el nivel de inversión de capital. La mina a cielo abierto requiere de mayores inversiones de capital para que sea rentable; de allí que las modernas explotaciones sean realizadas por corporaciones transnacionales de gran calibre económico, y en zonas donde la ley de corte garantiza la recuperación del capital invertido y las ganancias correspondientes antes del agotamiento de la mina, lo cual obliga a una evaluación preliminar muy detallada del potencial productivo (exploración) y de los costos y beneficios, ambos basados en sofisticados equipos y técnicas, utilizando gran cantidad de variables (Herrera Herbert y Pla Ortiz de Urbina, 2006).



			La explotación a cielo abierto en gran escala tiene antecedentes que pueden rastrearse hasta mediados del siglo XX, en Estados Unidos de América, cuando se inauguró para la explotación de carbón, primero en Ohio y luego se extendió a otros estados. La clave en este caso fue la utilización de enormes máquinas que se adaptaban a las condiciones de suelos relativamente blandos, en comparación con materiales más duros donde se asientan otro tipo de minerales. Enormes máquinas, como The Tiger, The Mountaineer, The gem of Egypt o The Silver Spade fueron utilizadas en las minas de carbón entre los años cincuenta y los años setenta. Alguna con capacidad para levantar al mismo tiempo el equivalente de entre dos y tres autobuses de tierra de una sola palada. The Mountaineer podía cargar 100 toneladas de tierra por palada; mientras que la gem of Egypt, de 1967, con un peso de 700 toneladas recogía 200 toneladas de tierra por palada (Doyle, 2014). Pero esta tecnología funcionaba de manera aislada, y no estaba encadenada a las otras etapas del proceso de producción como ocurre con la moderna megaminería. Diversos autores coinciden en la existencia de una serie de ventajas del método a cielo abierto sobre las minas en profundidad: 

			

			Mejor recuperación del volumen de mineral explotable, planificación más flexible a medida que progresa el tajo, la disminución de los niveles de riesgo en el trabajo, la mecanización que no tiene límite en cuanto a la dimensión de los equipos, el menor esfuerzo físico de los trabajadores, la más alta productividad, los mayores tonelajes por voladura, la práctica inexistencia de problemas de ventilación, y los más bajos costes por tonelada movida (Herrera Herbert y Pla Ortiz de Urbina, 2006). 




			Como contraparte, el mismo autor señala las siguientes desventajas: “las inversiones en equipos son cuantiosas y las cargas financieras son altas, el equipo es más sofisticado y necesita una mano de obra más calificada, los agentes atmosféricos naturales tienen un fuerte impacto (lluvia, nieve, niebla), los frentes de trabajo deben estar mejor organizados, se generan importantes impactos en el entorno que deben ser corregidos por medio de una restauración a veces onerosa” (Herrera Herbert y Pla Ortiz de Urbina, 2006). Tanto ventajas como desventajas coinciden en que el método a cielo abierto sólo puede ser realizado gracias enormes inversiones. La revolución tecnológica de los años noventa provocó un cambio radical en todas las etapas del proceso de extracción de metales.7 En la exploración, por ejemplo, avances en la espectrometría llevaron a poder analizar simultáneamente docenas de elementos y, en el caso de ciertos metales, hasta medir la cantidad de miligramos del mineral por tonelada (Jébrak y Vaillancourt, 2012). El analizador de rayos-X por fluorescencia se hizo manual y más potente, lo que evitó llevar muestras al laboratorio.

			La composición de la tierra y de la atmósfera se puede hacer por vía satelital (Aviris optical sensor) desde 1997. El satélite permite sensoramiento remoto para identificar y medir la composición de la tierra y de la atmósfera mediante análisis de una amplia gama de radiación electromagnética, y realizar mapas de rocas, lo cual facilita la exploración en áreas de difícil acceso. Los más modernos métodos de balance de masa aplican técnicas analíticas sofisticadas para calcular la cantidad de los elementos químicos que se agregaron o desplazaron de una roca durante su formación, pudiendo evaluar la distancia del sitio de análisis respecto del local de mineralización (CONSOREM, s/f). 

			Los sistemas de información geográfica (gis) hicieron obsoletos los planos físicos, y tuvieron su auge a finales de los años ochenta junto a los computadores personales y los satélites de captación de información geográfica como Landsat (Smith, 1995), y la ubicación en campo con los gps. El Servicio Geológico Mexicano (SGM) inició su programa de cartografía minera-geoquímica en 1995. 

			

			El avance de la cartografía geológico-minera a escala 1:50,000 es del 34% del territorio nacional a diciembre de 2012, esto es, 667,037 km2 enfocados principalmente en los terrenos geológicos con mayor viabilidad para el desarrollo de proyectos mineros, lo que significa que se tiene cartografiado (esencialmente explorado) el 49% de la superficie viable de contener yacimientos minerales (DOF, 2014, p. 17).

			

			

Otros softwares miden y elaboran mapas de estrés de las rocas, para identificar las fracturas con potenciales yacimientos de oro, o para otros fines, como el software Tensor cuya primera versión fue de 1993 (e.g. Delvaux, s/f).

Métodos geoquímicos permiten detectar yacimientos más profundos mediante el análisis de la superficie (Jébrak y Vaillancourt, 2012).



			Diversos camiones y medios de transporte de carga y retirada de material como tractores mototraillas, retroexcavadoras, dragalinas, camiones de carga, han sido potenciados con sistemas interconectados de datos, creados para economizar combustible y mejorar el desempeño (Daniels, 2017). Varios adoptan el sistema modular (Modular, s/f), que permite convertir camiones en convoyes, ofrecer rápidas reparaciones in situ, inclusive cambios del motor en poco tiempo,8 o reparación de bandas de transporte que, por su peso y localización, obligaban a parar el proceso de producción. 

			Se utilizan móviles con baterías eléctricas y motores alternativos para impedir que un desperfecto requiera la retirada del local del equipo para mantenimiento. Estos sistemas modulares conectan en una sola base de datos todo el funcionamiento de la mina, y permiten monitorear en tiempo real el funcionamiento de todo el equipo. Otros equipos de seguridad laboral, control de emisiones al ambiente también están siendo aplicados con nuevas tecnologías (Jébrak y Vaillancourt, 2012). 

			De entre la maquinaria para extracción de mineral las conocidas como minería de superficie marcan un momento histórico. Se trata de potentes máquinas que cortan capas de la roca sobre la cual transitan, la trituran y la envían a un convoy para procesamiento. Cuentan con niveles de precisión que permite ajustarlas a las características de la roca y las vetas del mineral. Una de las primeras fue la 3000 sm surface miner de Wirtgen, vendida en 1983 (Wirtgen GmbH, s/f); para principios del siglo XXI fueron mejoradas y hoy en día se encuentran varias marcas en el mercado. Estas máquinas realizan simultáneamente tres procesos (corte, trituración, carga al depósito), que antes se hacían de manera separada. Dependiendo de la máquina, pueden tener un ancho de algo más de tres metros, y cortar más de 50 centímetros de profundidad. La Vermeeer T1255tl Terran Leveler Commander iii, de 600 caballos de fuerza, corta hasta 3.66 metros de ancho y 81 centímetro de profundidad (Machinery Trader, 2018). Toda la maquinaria se ha revolucionado en 10 o 15 años. Sistemas integrados de cientos de sensores permiten un control exhaustivo del desempeño de la maquinaria, aumentando su productividad mediante el acceso a bancos de datos manejados por softwares especializados. Algunos de los sistemas son Caterpillar’s MineStar®, IntelliMine®, kowa®, cense®, Contronic Monitoring System®, trips® (Ataman y Golosinski, 2001).

			Las innovaciones se dan entre finales de la década de los noventa y la primera década del siglo XXI. A juzgar por estos avances tecnológicos de los últimos 25 años, y los que están en investigación, puede afirmarse que existe una profunda transformación tecnológica en el sector de la minería. 

			Más del 90% de la producción de los principales minerales metálicos en México se lleva a cabo por grandes corporaciones transnacionales que utilizan este tipo de tecnología. Dentro de estas corporaciones están Goldcorp, Fresnillo plc, Minera Frisco, Peñoles, Agnico Eagle, Pan American Silver y Grupo México. El cuadro 1 muestra el resultado de una investigación en curso sobre la aplicación de la automatización en la minería en México, los datos dan cuenta de la presencia de estas tecnologías en todas las etapas del proceso de producción.
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			El resultado del aumento en los precios de los minerales, de la revolución tecnológica, y de los cambios legislativos favorables al ingreso de capital extranjero, incrementó la explotación del suelo y subsuelo en México. Para 2016, el Registro Público de Minería registró un total acumulado de 25 652 títulos de concesión minera vigentes que amparaban una superficie de 25.1 millones de hectáreas, lo cual corresponde al 11.3% del territorio nacional (SGM, 2017). Este porcentaje representa un aumento en la superficie explotada de 627.5% respecto de 2010, cuando la superficie explotada era 4 millones de hectáreas (SGM, 2011). La Ley Minera establece que: “Toda concesión, asignación o zona que se incorpore a reservas mineras deberá referirse a un lote minero, sólido de profundidad indefinida, limitado por planos verticales y cuya cara superior es la superficie del terreno, sobre la cual se determina el perímetro que comprende” (DOF, 2014).

			

Pese a que la minería continúa siendo uno de los sectores productivos más importante en el país, la inversión nacional en el sector mantiene una tendencia a la baja desde 2012, año en el que se registró el máximo histórico con un valor de 8 043 millones de dólares. Durante el 2017, se invirtieron 4 302 millones de dólares, 14.7% más de lo invertido en 2016, no obstante, este valor aún se encuentra lejos del máximo histórico (CAMIMEX, 2018).



			




			En tanto, la inversión extranjera directa en el rubro de la minería también ha tenido grandes fluctuaciones durante los últimos años. Su máximo nivel lo alcanzó en 2013, con un valor de 5 265 mil millones de dólares, sin embargo, esta inversión no se mantuvo, pues disminuyó a 2 123 millones de dólares (40%) el siguiente año. Estadísticas de la Secretaría de Economía indican que para 2016 se registró una inversión de 718 millones de dólares, 86.4% menos con respecto a 2013 año de mayor inversión (CAMIMEX, 2017c).


			A pesar de que se tuvo una disminución de la inversión nacional y de la inversión extranjera directa en el sector minero durante la última década, si se revisan los porcentajes anuales de inversión en equipo por parte de las empresas afiliadas a la Cámara Minera de México (CAMIMEX) durante los últimos 10 años, se observa que este porcentaje es uno de los más importantes, y fluctúa alrededor de la quinta parte del total invertido. El año con mayor inversión en equipo durante este periodo fue 2008 con un valor de 30.6% del total invertido (CAMIMEX, 2009). 

			Un segundo resultado de la revolución tecnológica es la concentración del capital. Las grandes empresas han desplazado a la pequeña y mediana minería hasta convertir en insignificante su participación en este sector. En la minería de oro, por ejemplo, datos de CAMIMEX para 2016, señalan que 60% de la producción de oro fue resultado de tres empresas (Fresnillo plc, Goldcorp, y Minera Frisco) (CAMIMEX, 2017b). Contrasta la mediana minería que sólo registra 1.03% del total nacional, y la pequeña minería con 0.01% del total nacional (SGM, 2017).

			En el caso de la plata la situación es semejante. CAMIMEX reporta que para 2016, el 57% de la producción se concentraba en cinco empresas (Fresnillo plc, Golcorp, Peñoles, First Majestic y Pan American Silver); siendo la primera la que concentra 26% del total (CAMIMEX, 2017b). La mediana minería, por su parte, sólo produjo en 2016 el 3.22% y la pequeña minería el 0.25% del total nacional (SGM, 2017).

			

			4. Conclusiones


			

			Una de las características más notorias del desarrollo de la minería durante el quiebre del siglo pasado y el presente es lo que se conoce como el bum de la megaminería, con métodos automatizados y de explotación a cielo abierto cuando resulta técnicamente posible. A este periodo también se le ha llamado de neoextractivismo, relacionándolo con las políticas neoliberales de apertura a la inversión extranjera, mismas que han facilitado el avance de las grandes corporaciones mineras internacionales en la apropiación de enormes superficies en la mayoría de los países de América Latina donde los minerales abundan. Esta interpretación enfatiza el aspecto de la política gubernamental e identifica a América Latina, aunque con reservas y mostrando las diferencias, tanto a gobiernos orientados claramente al libre mercado como a gobiernos populistas. 

			La revisión sobre las etapas históricas en el desarrollo de la minería en México, enfatizando los cambios tecnológicos y las características de las más recientes transformaciones tecnológicas, en correlación a los precios internacionales, permiten desarrollar la hipótesis de que el proceso de megaminería, así como de explotaciones a cielo abierto son resultado tanto de los avances materiales en el desarrollo de las fuerzas productivas como del aumento de los precios, así como de la aplicación de las políticas gubernamentales. Para apoyar esta hipótesis en el presente análisis se utilizó información correspondiente a la minería del oro y la plata en México. 
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NOTAS

			
				
					1	Se entrevistaron a proveedores de tecnología minera del ramo de: explosivos, equipos de rezagado y cargado, equipos de perforación, tecnología de flotación, equipos de laboratorio, software e industria 4.0. Así también, se entrevistaron a especialistas en ingeniería de rocas, personal de mantenimiento, gerentes de área y supervisores.

				

				
					2	En la historia económica, la tecnología siempre ha tenido un papel relevante. Marx, por ejemplo, señalaba: “lo que diferencia unas épocas de otras no es lo que se hace, sino cómo, con qué medios de trabajo se hace” (2010, p. 218). Marx refiere esta distinción a etapas económicas radicalmente diferentes, como modos de producción; sin embargo, la idea de la importancia de los cambios tecnológicos puede ser utilizada (con las reservas necesarias) para distinguir periodos, aun dentro del mismo modo de producción.

				

				
					3	Aunque durante las últimas tres cuartas partes del siglo XX y lo que va del siglo XXI los metales preciosos no son utilizados en su mayoría como dinero, sino destinados en principio a usos suntuarios, la importancia que mantiene el oro como reserva de valor es clave, como lo demuestra el recurrir al oro como refugio de valor en crisis financieras, lo cual muestra que el papel del metal como dinero en su función de reserva de valor es un indicador más importante que el destino proporcional de su producción. En la actualidad cerca de 30% de la producción de oro es para reserva de valor en lingotes y monedas (Coulson, 2011; Geocomunes, 2017). 

				

				
					4	En específico se modificó el artículo 27 constitucional, fracción iv, para permitir que las sociedades mercantiles por acciones (incluyendo el capital extranjero) pudieran ser poseedoras de terrenos rústicos para el cumplimiento de su objetivo (DOF, 1992).

				

				
					5	A finales del siglo xix cuando la equivalencia entre el oro y la plata comenzó a fluctuar debido a la depreciación constante de la plata, el valor del peso mexicano se tornó muy inestable, por lo que el gobierno decidió iniciar el cambio al patrón oro.

				

				
					6	Las modernas versiones se utilizan hoy en día en muchas áreas, como la detección de plomo en las pinturas.

				

				
					7	Los principales avances tecnológicos en minería de los últimos años están listados en Jébrak y Vaillancourt (2012).

				

				
					8	Véase, por ejemplo, etf (s/f) y Wirtgen GmbH (s/f).








		
			Política editorial



Problemas del Desarrollo, Revista Latinoamericana de Economía, constituye un espacio académico para difundir conocimientos sobre los problemas del desarrollo en el contexto actual. Desde la publicación del primer número en octubre-diciembre de 1969, hasta el día de hoy, el objetivo del debate es la problemática en torno al desarrollo económico desde una visión rigurosa, multidisciplinaria e interdisciplinaria. Es una revista crítica de los enfoques ortodoxos, en la que destaca la Teoría del Desarrollo desde la perspectiva de América Latina.

Los objetivos de la revista son:



Publicar artículos que reflejen la relevancia de los paradigmas que se proponen explicar las causas del desarrollo y subdesarrollo, esencialmente en el espacio latinoamericano. Con base en lo anterior, fomentar la discusión y difusión de los enfoques teóricos y corrientes del pensamiento económico sustentados en un riguroso análisis conceptual y metodológico.




Lograr que la revista participe en el debate teórico económico y propositivo, nacional e internacional en cuanto a temáticas relevantes para el estudio y el conocimiento de los problemas del desarrollo a que se refiere.



I. Cuestiones generales



Primero.Problemas del Desarrollo, Revista Latinoamericana de Economía, es una revista científica, órgano principal de difusión académica del Instituto de Investigaciones Económicas (IIEc) de la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM), y cuenta con un circuito autónomo de edición, un Comité Editorial y una Comisión Consultiva.



Segundo. El contenido de la Revista se compone de las secciones siguientes:



•	Artículos. Se referirán a los problemas del desarrollo en los ámbitos de su teoría, la economía política, la economía aplicada y las políticas económicas.

•	Índice Anual (en el último número de cada año)

•	Normas para la recepción de originales (permanente)

•	Información (eventual)

•	Editorial (eventual)




Tercero. Los artículos que publique Problemas del Desarrollo deberán ser inéditos y esencialmente producto de una investigación con resultados relevantes para el estudio de los problemas del desarrollo. Los materiales que se publiquen en esta sección se someterán, sin excepción, al arbitraje anónimo de destacados especialistas en el tema.



Cuarto.El resultado del proceso de arbitraje podrá ser de tres tipos:

Positivo, Condicionado a modificaciones, y Negativo.

Un artículo se publicará siempre y cuando cuente con al menos dos dictámenes positivos.



Quinto. Se aceptan contribuciones tanto en español como en inglés.



Sexto.Los artículos deberán enviarse a través de la página electrónica <http://revistas.UNAM.mx/index.php/pde>, en la pestaña “Acerca de”, y dando click en “Envíos online”. En caso de tener algún problema o duda relacionada favor de comunicarse al correo electrónico revprode@UNAM.mx

Los artículos enviados no podrán estar sometidos de manera simultánea en ningún otro órgano de difusión nacional o extranjero, sea impreso o electrónico.

Una vez aceptado el artículo y previo a su publicación el/la autor/a deberá comprometerse a firmar una carta de cesión de derechos sobre la obra.

Antes de pasar al proceso de arbitraje, el artículo será revisado por el Comité Editorial para determinar si tiene la calidad y pertinencia necesaria para continuar dicho proceso. El/la autor/a será informado(a) al respecto en un plazo no mayor a 20 días naturales.



II. Aspectos específicos



Primero.Al enviarse, el artículo deberá cumplir las siguientes características: en formato Microsoft Word, hoja tamaño carta, con márgenes en tipo Normal, interlineado a doble espacio, en fuente Times New Roman de 12 puntos y alineación justificada.

El artículo no debe incluir información que permita identificar la adscripción institucional ni la identidad del autor, incluyendo citas a sus trabajos previos en primera persona.




Segundo. Los artículos no deberán exceder 8 300 palabras incluyendo resumen, cuadros, gráficas, notas a pie y bibliografía.



Tercero.Incluir un resumen de no más de 120 palabras en el idioma en el que esté escrito, cinco palabras clave, y al menos tres clasificaciones del JEL. Problemas del Desarrollo se encargará de la traducción del resumen al idioma inglés o español.



Cuarto. En el caso de los artículos que utilicen la lógica de la estructura matemática, el resumen deberá hacer explícito cuál es el problema económico al que se pretende dar solución y cuál es el modelo matemático utilizado para ello. Los supuestos y las conclusiones del análisis se expresarán con palabras y no solamente con signos matemáticos.



Quinto.Las gráficas, cuadros, figuras, mapas y fotos deberán estar numerados por orden de aparición, y deberán estar insertados dentro del texto, adicionalmente, se entregarán en archivo independiente, de acuerdo a su formato digital. Llevarán un título y deberán incluirse las fuentes correspondientes o indicar si son de elaboración propia. En caso de utilizar abreviaturas, deberán aclararse como una nota al pie de figura. Asimismo, estos elementos habrán de explicarse por sí solos (sin tener que recurrir al texto para su comprensión). Estos elementos deberán presentarse en escala de grises, a una resolución de 300 DPI, y en cualquiera de los siguientes formatos: .jpg, .tiff, o .eps. Asimismo, cuando se incluyan fórmulas matemáticas deberán estar en formato editable (no como imagen).



Sexto.Se recomienda no usar notas a pie de página, a menos que sea indispensable. Las mismas deben aparecer en la página correspondiente.



Séptimo.Si la colaboración hace uso de citas textuales, éstas deberán tener las siguientes características: si su extensión es de hasta cinco líneas o menos, irán precedidas de dos puntos y deberán de estar entrecomilladas; si rebasan las cinco líneas, irán en párrafo aparte, con sangrado, sin entrecomillar y a un espacio. Los agregados que hubiera en alguna cita textual irán entre corchetes.



Octavo.Al utilizar por primera vez una sigla o una abreviatura se ofrecerá su equivalencia completa y a continuación, entre paréntesis, la sigla o abreviatura que posteriormente se empleará.



Noveno. Las citas bibliográficas deben presentarse en llamadas entre paréntesis dentro del texto, mismas que deben corresponder con la bibliografía del trabajo.



•	Las referencias dentro del texto se consignarán de la siguiente manera: entre paréntesis el apellido del autor y el año de publicación de la obra, por ejemplo:

(Blancas, 2015).



•	Las referencias dentro del texto cuando tienen dos autores se consignarán de la siguiente manera: entre paréntesis el apellido del autor 1, el apellido del autor 2, el año de publicación de la obra, por ejemplo:

(Giraldo y Fernández, 2016).



•	En caso de ser más de dos autores se pondrá la abreviatura et al. después del primer apellido, por ejemplo:

(Giraldo et al., 2016).



•	Si dos o más obras de un mismo autor se editaron el mismo año, se distinguirán con las letras a, b, c, etcétera, cada una de ellas, por ejemplo:

(Giraldo, 2016a).



•	En caso de una cita directa se agregarán las páginas del texto después del año con las siglas pp., por ejemplo:

(Giraldo, 2016, pp. 48-49).



Décimo.Todos los artículos contendrán una bibliografía que se presentará al final del trabajo y se ordenará alfabéticamente por el apellido del autor o, si se trata de una institución, por el nombre de la misma. La bibliografía deberá cumplir los lineamientos siguientes:



•	En el caso de los libros: a) el autor o los autores se asentarán por apellido y nombre abreviado, b) entre paréntesis el año de publicación, c) entre corchetes año de la publicación original (si lo hubiere), d) el título de la obra en cursiva, e) volumen/tomo (si lo hubiere), f) lugar, y g) editorial, por ejemplo:




Galbraith, J. K. (2014) [1967],El nuevo Estado Industrial, México, Fondo de Cultura Económica.




•	Para los capítulos de libros: a) el autor o los autores del capítulo se asentarán por apellido y nombre(s) abreviado(s), b) entre paréntesis el año de publicación, c) el título del capítulo entre comillas, d) el autor de la obra se asentará por nombre completo y apellido, e) el título del libro en cursiva, f) lugar, y g) editorial:




García, L. y Álvarez, S. (2014), “De campesinidades, resistencias y tenciones en la construcción de economías para la vida. El caso del Semillero de Quimilioj”, en Boris Marañón Pimentel (coord.),Descolonialidad y cambio societal. Experiencias de solidaridad económica en América Latina, México, UNAM-IIEc.



•	Para los trabajos de grado o tesis: a) el autor o los autores se asentarán por apellido y nombre(s) abreviado(s), b) entre paréntesis el año de publicación, c) el título de la tesis en cursivas, d) entre paréntesis tesis de pregrado, maestría o doctoral, e) nombre de la institución, y f) lugar. Por ejemplo:




Martínez, D. (2010),La inflación en México, un enfoque institucional, 1980-2009(Tesis doctoral), Universidad de Guadalajara, México.



•	En el caso de un artículo en revista: a) el autor o los autores se asentarán por apellido y nombre abreviado, b) entre paréntesis el año de publicación, c) el título del artículo entre comillas (sin subrayar), d ) el nombre de la revista en cursivas, e) el volumen y número de la misma, f) lugar, g) editorial, y h) fecha o periodo correspondiente. Por ejemplo:




Rodríguez, V. (2015), “Límites de la estabilidad cambiaria en México”,Problemas del Desarrollo, vol. 46, núm. 181, México, UNAM-IIEc, abril-junio.



•	En el caso de los recursos tomados de la Web se deberán citar según su formato.



Por ejemplo para libros:






Del Valle, M. C. (2016),América Latina: su arquitectura financiera. Recuperado de <http://www.iiec.UNAM.mx/publicacio-

nes/libros_electronicos/am%C3%A9rica-latina-su-arquitectura-finanicera>






Por ejemplo para artículos con doi (Digital Object Identifier):






Álvarez, A. M. (2016), “Retos de América Latina: Agenda para el Desarrollo Sostenible y Negociaciones del siglo XXI”,Problemas del Desarrollo, 47(186), doi <http://dx.doi.org/10.1016/j.rpd.2016.08.002>





Por ejemplo para artículos sin doi:




Álvarez, A. M. (2016), “Retos de América Latina: Agenda para el Desarrollo Sostenible y Negociaciones del siglo XXI”,Problemas del Desarrollo, 47(186). Recuperado de <http://revistas.UNAM.mx/index.php/pde/article/view/55886>






Por ejemplo para artículo de prensa en línea:






López de Guereño, M. (19 de enero de 2015), “Semana crucial para el deshielo diplomático entre Cuba y EE.UU.”,El Tiempo. Recuperado de <http://www.eltiempo.com/mundo/latinoamerica/reuniones-entre-cuba-y-ee-uu/15115015>





Por ejemplo para páginas de Internet:




Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) (2012), Tabulados e indicadores de ocupación y empleo, Nacional, IV trimestre. Recuperado de <http://www.inegi.org.mx >



Undécimo.El cumplimiento de estas normas es indispensable desde el momento del envío. Las colaboraciones aceptadas serán sometidas a un proceso de corrección de estilo. Además, su publicación estará sujeta a la disponibilidad de espacio en cada número. En ningún caso se devolverá originales al autor ni habrá responsabilidad para la Revista.



Duodécimo.El Comité Editorial se reserva el derecho de modificar el título de los artículos.





Nota: Cualquier situación no prevista en estas normas de publicación serán resueltas por el Comité Editorial.
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HirOTESIS DEL CICLO DE VIDA EN MEXICO:
UN ANALISIS DEL INGRESO POR GENERO

Mary C. Villeda Santana® ¢ Isalia Nava Bolafios”
Fecha de recepcién: 4 de octubre de 2018. Fecha de aceptacion: 5 de febrero de 2019.
heep://dx.doi.org/10.22201/iiec.20078951e.2019.197.67387

Resumen. En este articulo se analiza el perfil de ingreso de los hogares en México.
Para ello, se estimé un modelo semiparamétrico por sexo de la jefatura del hogar. Los
resultados indican que el perfil de ingreso de hogares con jefatura femenina, por efecto
de laedad, presenta una forma de U invertida plana, que contrasta con el planteamiento
de la hipéresis del ciclo de vida. En contraparte, las pautas de ingreso de hogares con
jefatura masculina tienen la forma establecida en esta hipétesis, y este perfil no se ve
afectado por la estructura familiar, como en el caso femenino. Se confirma entonces que
el ingreso de los hogares dirigidos por mujeres es mds bajo a lo largo del ciclo de vida.
Palabras clave: ingreso de los hogares; hipéresis del ciclo de vida; jefatura femenina
y masculina; modelo semiparamétrico; método de pseudopanel.

Clasificacién JEL: C14; D31; E24.

Lire-CycLe HypoTHESsIS IN MEXICO:
AN ANALYSIS OF INCOME BY GENDER

Abstract. This paper analyzes the income profile of Mexican households. In order to do
50, a semi-parametric model was estimated using gender of the head of the household.
The results indicate that, due to the age effect, the income profile of households with
a female head of household forms a flat, inverted U, in contrast to the proposition
put forth by the life-cycle hypothesis. Conversely, income patterns of male-headed
households were consistent with the form established in the hypothesis. Unlike its
female counterpart, this profile was unaffected by family structure. This confirms that
income is lower in female-headed households throughout the life cycle.

Key Words: household income; life cycle hypothesis; female and male-headed
households; semi-parametric model; pseudo-panel method.

* Universidad Nacional Auténoma de México (unanm), Programa de Becas Posdoctorales de la unant,
Insticuto de Investigaciones Econémicas, México.  unaw, Instiruto de Investigaciones Econdmi
Correos electrénicos: villedamaryc@gmail.com e isalia@unam.mx, respectivamente. Esta investigacién
se realizé en el marco del Proyecto del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnologia (conacyT) 255008
“Cambio en la estructura por edades, ahorro y seguridad social en México”. Las autoras agradecen

el importante apoo de Owen Ceballos Mina, asi como las recomendaciones de dos dictaminadores
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Cuadro 4. Precio medio de proyectos adjudicados en licitaciones segin tecnologia. En USS/MWh*

Tecnologia Genren Renovar 1 Renovar 2
Edlica 121.0 56.2 409
SFV 570.0 57.0 42.8
PAH <30/50 MW 162.0 105.0 98.9
Térmica biocombustible 287.0 NL NL
Biogds NA 154.0 154.7
Biomasa NA 110.0 117.2

Notas: *Los precios corresponden al promedio ponderado de los Precios de Oferta Ajustados; NA Tecnologia no
adjudicada; NL Tecnologia no licitada.

Fuente: elaboracidn propia con base en los datos de licitacidn del MINEM (2017).
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Grdfica 6. Perfiles de ingreso laboral de los hogares por nivel de escolaridad segin sexo de la jefatura™

A. Jefutura femening B. Jefotura mosculing
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*Montos mensuales a pesos consfantes de 2014 ajustados por escalus de equivalencia 0CDE.
Fuente: cdlculos propios con base en INEGI (1994-2014).
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Cuadro 3. Potencia de proyectos de generacion de EFR adjudicados en licitaciones segin tecnologia (en MW)

Tecnologia Genren Renovar 1 Renovar 2
Edlica 754.0 14729 893.4
Solar fotovoltaica 20.0 927.2 816.3
PAH <30/50 MW 11.0 114 20.1
Térmica biocombustible 110.4 NL NL
Biogds NA 8.6 69.3
Biomasa NA 145 1432
Total 895.4 24347 19423

Notas: NA Tecnologia no adjudicada; NL Tecnologia no licitada.
Fuente: elaboracion propia con base en los datos de licitacion del MINEM (2017).
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Cuadro 2. Resultados oficiales de la Ronda 1y 2

Licitacidn Fecha Modalidad ~ Contratos  Rango de participacion del  Participacidn esperada del Inversidn Inversion

oforgados ~ Fstado en los utilidades "2 Fstado en las utilidades "2 esperada ® firme *

(%) (%) (mdd) (mdd)

R1.1. Aguas someras exploracién 54ul-15 (PC 2 74-83 nd 2870 151

R1.2. Aguas someras extraccién 30sepl5  CrC 3 82-90 85.3 (mdx 88.3) 3248 600

R1.3. Areas ferrestres extraccion 5dic-15 icendia 25 nd nd 1044 623

R1.4. Aguas profundas 05ic-16 icencia 8 48-76 59.8 (mdx 66.1) 34 353 344

R2.1. Aguas someras exploracion 9un-17 (PC 0 20-75 77.4 (mdx 83.9) 8193 309

R2.2. Areas terrestres extraccion 44uk17 icendia T 41-86 1100 169

< 75.0 (mdx 82.0)

R2.3. Areas terrestres extraccion 417 icencia 4 42-98 964 279

R2.4. Aguas profundas 31-ene-18 icendia 9 53-74 64.7 (mdx 67.2) 92794 1387

Ronda1y2* 83% licencias 88 20-98 724 (mdx 77.5) 144 566 3862
Notas: ! Incluye regalias, cuota contractual para la fase exploratoria, impuesto por las actividades de exploracidn y extraccidn de hidrocarburos e ISK; 2 n la licitacidn R1.3 lo participacién del Estado en el
ingreso bruto alcanza 63% en promedio; % nversion esperada a lo largo de la vida del contrato suponiendo éxito exploratorio; # Inversidn firme o comprometida durante los primeros aios del contrato con

qarantios de respaldo; 5 Promedio estimado a partir de los datos oficiales de las ocho licitaciones.

Fuente: elaboracidn propia con cifras de SHCP ef al. (20150, b, ¢, d; 2016a,b; 2018).
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Grdfica 5. Perfiles de ingreso de hogares sin presencia de menores de trece afios de edad por sexo de la jefatura™

A Jefotura femenina B. Jefotura mosculing
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*Montos mensuales a pesos constantes de 2014 ajustados por escalos de equivalencia OCOE.
Fuente: cdlculos propios con base en INE6I (1994-2014).
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Anexo 2. Evolucidn de los indicadores que componen la fosa de pobreza multidimensional nacional oficial (en porcentaje)

Dimensin Indicador 2000 2000 2011 012 0013 204 005 2006 2017
Educadién Incsistenca o educadn bésica y bochilerto 159 139 127 122 108 10 102 9.6 98
No acceso o educaddn supeior po razones econdmices 7.1 18 120 132 129 149 163 178 179
Loguo eductiv incompleto “s 432 ar 398 04 402 374 3.3 30
Tibajo y Empleo infontl y odolescente 15 57 44 438 37 40 43 56 62
sequidad sodal
Desempleo o empleo inadecuado a2 362 3.4 346 342 36 372 a0 a0
No contribucin al sistema de pensiones 438 405 3 345 338 34.2 345 367 384
Salud, oguoy  Pobrezo extrema por ingresos 154 131 14 n2 86 7 85 87 19
alimentacidn
Sin senido de agua porred piblica 323 301 279 %3 257 %3 209 177 184
Habitot, vivienda  Hocinamiento 2.0 03 178 151 187 186 177 167 165
yambiente sono
Personcs que haiton en vivendos con défct hbitoconal 8.1 568 51.0 72 094 1498 Al %2 85
Sin saneamiento de excretas 31 314 254 73 2%3 253 233 1S 02
Sin senicio e recleccion de bosura 9.1 254 U4 239 193 167 151 148 153

Fuente: elaboracidn propia con base en la Encuesta Nacional de Empleo, Desempleo y Subempleo (NeC, 2018).
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Cuadro 3. Reparto de un bariil de petrdleo de acuerdo con los resultados de la Ronda 1.1
Escenario de precios de US $50y 100 por barril (dls/bl)

Blogue 2 Blogue 7
Ingresos (1) 50.0 100.0 50.0 100.0
Regalia (RY) 45 14.0 45 14.0
Recuperacion de costos eficiente (REC) 20.0 20.0 20.0 20.0
Utilidad Operativa (uo) 255 66.0 25.5 66.0
Utilidad Operativa para el Estado (UOE) 143 37.0 17.6 455
Utilidad Operativa para la Compagiia (U0Co) 1.2 15.8 1.9 13.2
Mecanismo de Ajuste (MA) 0.0 132 0.0 7.3
Ingreso Bruto Compuiiia (IBCo) 31.2 35.8 27.9 33.2
Costo Compaiiia (CCo 20.0 20.0 20.0 20.0
Ingreso de la Compafiia antes de ISR (ICo) 11.2 15.8 19 13.2
Impuesto sobre la Renta (ISR) 3.4 4.8 2.4 4.0
Ingreso Nefo de la Compaiiia (INCo) 7.9 1.1 55 9.2
Ingreso del Estado (IF 221 68.9 24.5 70.8
Utilidades del proyecto (u) 30.0 80.0 30.0 80.0
Utilidades del Estado (UE) (%) 74.0 86.0 82.0 88.0
Utilidades de la Compafiia (Uco) (%) 26.0 14.0 18.0 12.0

Notas: I=precio del petréleo; RY= 9%y 14% para un precio de 50y 100 dls/bl conforme Ley de Ingresos sobre Hidrocarburos;
Uo=ingreso-regalia. UOE=56% de la U0 para el Blogue 2 y 69% de la U0 para el Blogue 7 (ofertada por el confratista);
Mecanismos de ajuste conforme al Anexo 3 del contrato; 1BCo= recuperacion de costos mds ufilidad operativa; ICo= ingreso
bruto-costos; INCo= ICo-ISR; IE = regalia + utilidad operativa del Estado + mecanismo de ajuste + ISR; Utilidades = precio-costo
= renta pefrolera; Utilidades del Estado = government fake = Ingreso del Estado/Utilidades; Utilidades de la Compaiia =
contractor take = Ingreso Neto de la Compaiiia,/Utilidades; el ingreso del Estado incluye ISR (30%).

Fuente: elaboracion propia siguiendo las reglas fiscales y lus ofertas de la compaiiia ganadora de la licitacion.
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Grdfica 3. Perfles de ingreso de hogares s6lo con presencia de menores de 6 afios de edad por sexo de la jefatura™
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*Montos mensuales a pesos constantes de 2014 ajustados por escalas de equivalencia OCOE.
Fuente: cdlculos propios con base en INEG! (1994-2014).
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Grdfica 4. Perfiles de ingreso de hogares s6lo con presencia de menores de enfre 6 y 12 afios de edad por sexo de la jefatura™

A lefotura femening

6000

5000

4000

3000

Monto mensual

2000

1000 ===~

B. Jefatura masculina

)
Edad de o jefa de hogar

Ingreso monefario

*Montos mensuales a pesos constantes de 2014 ajustados por escalas de equivalencia OCOE.
Fuente: célculos propios con base en INEGI (1994-2014).
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Cuadro 1. Matriz energética primaria: distribucion del consumo por fuente de energia y pais o regidn.
En porcentaje (2017)

Pais/ Region Petrdleo Gas Carbon ~ Energia Hidro ~ Renovables
natural nuclear — eléctrica

Canadd 311 28.5 5.3 6.3 25.8 3.0
Estados Unidos de América 40.9 284 14.9 8.6 3.0 42
Estados Unidos de América 39.6 285 13.6 8.3 6.1 41
y Canadd

Argentina 36.8 48.5 1.2 1.7 11.0 0.8
Brasil 46.1 11.2 5.6 1.2 284 75
Chile 479 13.5 175 0.0 13.2 7.9
México 45.8 39.8 6.9 1.3 3.8 23
América Latina y el Caribe 455 21.3 47 0.7 23.2 47
Alemania 35.8 31 21.3 5.1 1.3 134
Espafia 46.7 19.8 9.7 9.5 3.0 13
Italia 38.8 39.7 63 0.0 5:3 9.9
Paises Bajos 47.4 36.0 10.6 14 0.0 46
Reino Unido 39.9 35.4 47 8.3 0.7 11.0
Europa 371 232 151 9.8 6.6 8.2
Comunidad de Estados 20.8 50.5 16.1 6.7 5.8 0.1
Independientes

Oriente Medio 46.8 514 0.9 0.2 0.5 0.2
Hfrica 437 2.1 207 0.8 6.5 1.2
Asia Pacifico 28.6 1.5 48.4 1.9 6.5 3.0

Fuente: BP (2018).
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Cuadro 1. México. Evolucidn del ingreso promedio mensual de los hogares por principales fuentes de composicién, 1994-2014 (pesos de 2014 ajustados con escalas de equivalencia 0CDE)

Ao 1994 1996 1998 2000 2002 2004 2006 2008 2010 2012 2014
Hogares de jefatura masculina
Corriente 8515 6199 6591 7mn2 7431 7738 8635 8440 7418 71749 7399
Monetario 6437 4720 5231 6113 5908 6190 6830 6826 5888 6147 5959
Laboral 5898 4252 46n 5508 5173 5284 5849 5606 4841 4883 5078
Rentas 88 98 110 88 161 34 289 463 306 405 105
Transferencios 385 3n 399 514 558 589 688 752 736 851 761
Otros ingresos 67 59 51 3 n 4 4 4 b 8 9
No monetario 2078 1480 1360 1599 1523 1548 1805 1614 1530 1602 1440
Hogares de jefatura femenina
Corriente 8191 6014 6465 6927 6991 7447 81 7836 7174 7612 7241
Monetario 5357 4009 4657 4965 5107 5489 5826 5801 5242 5536 5254
Laboral 4028 29713 3369 3480 3811 3740 40n 4212 3651 3741 3767
Rentas 253 127 22 184 97 323 25 235 156 155 iy
Transferencios 1031 891 1010 1300 1199 1423 1514 1336 1422 1628 1372
Otros ingresos 44 18 46 0 1 4 6 8 13 12 4
No monetario 2834 2005 1808 1962 1883 1958 2295 2035 1932 2075 1987

Fuente: elaboracién propia con base en INEGI (1994-2014).
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Cuadro 1. Ejemplos de tecnologias de automatizacion, control y monitoreo utilizadas en las diferentes efapas del
proceso minero

Ftapa Equipo Marca Procedencia

Exploracion Vulcan, una plataforma comdn para los equipos geotécnicos Maptek Australia
y de ingenieria.

Extraccion de mineral — Rig Control Systems (RCS), sistema de confrol para Atls CopCo Suecia
perforadoras.
Operacion mina Certiq, plataforma de supervision de equipos, un sistema que  Atlas CopCo Suecia

brinda informes del rendimiento de los equipos en tiempo
real para un mantenimiento proactivo.

Plataforma Mobilaris, un sistema que muestra informacion 30 Atlas CopCo Suecia
en tiempo real de los procesos mineros subterdneos.

B

Trituracién y molienda ~ Sistema de control de ajustes automdticos ASRI™ para SANDVIK Suedia
trituradoras, el cual monitorea la carga y el tamagio del
material alimentado, para luego optimizar el equipo.

Flotacion y lixiviacion ~ ECS/ProcessExpert, un sistema de control para los sistemas FSmidth”s Dinamarca - Estados
de flotacién y lixiviacién que manipula los actuadores que Unidos de América
controlan los niveles de pulpa, los flujos de pulpa, las tasas
de aireacion y la adicién de reactivos.

QcX/Robolabs, sistema de andlisis de muestras de FSmidth’s Dinamarca - Estados
laboratorio con equipos automatizados. Unidos de América

Fuente: elaboracion propia con base a Maptek (2015); Mining & Construction (2014); Epiroc (2016); Mining & Civil
Engineering (2018); Sandvik (s/f); FLsmidth (2018a, 2018b).
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Cuadro 4. Ronda 1.1. Contrato de produccion compartida en aguas someras; reparto de un barril de petréleo
cuando el contratista es ineficiente

Escenario precio 50 dls/bly costo de produccidn ineficiente de 30 dis/bl

Precio Regalia (%) Recuperacidn Utilidad Utilidad Operativa
(dls/bl) de costos (%) Operativa (%) del Fstado (%)
SHCP 50.0 78 60.0 32.2 129
Blogue 2 50.0 18 60.0 32.2 18.0
Blogue 7 50.0 7.8 60.0 32.2 22.2
ISR Fstado = regalia + Utilidad Renta = precio- costo Renta Estado
(dls/bl) Operativa del Estado +I5R (dls/bl)  eficiente (dls/bl) (%)
SHP 2.9 23.6 30.0 441
Blogue 2 2.1 21.9 30.0 50.1
Blogue 7 15 31.5 30.0 55.0

Notas: Piso para la UOE de 40% definido por la SHCP. Oferta ganadora de 55.99% en el Blogue 2 y de 68.99% en el
Blogue 7. Estimacion bajo los supuestos siguientes: 1) la regalia se paga en especie; 2) la cuota contractual para la fase de ex-
ploracidn y el impuesto anual a la actividad de exploracion y extraccion de hidrocarburos no son significativos; 3) el contratista
esineficiente y llega al limite de recuperacion de costos (60% del valor contractual de la produccion); 4) no aplica mecanismo
de ajuste de la utilidad operativa debido a los costos elevados y al bajo precio del petrdleo; 5) costo eficiente de 20 dis/bl.

Fuente: elaboracion propia aplicando las reglas fiscales y lus ofertas ganadoras de la licitacidn.
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Anexo 3. Tipologia de inclusidn (en porcentaje)

Tipologia 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017
Nacional
Doble inclusién 25 260 305 328 328 349 355 346 353
Exdusion 437 39.7 333 310 36 293 272 263 260
Inclusién social no productiva 286 280 295 30.0 281 264 299 321 3.8
Inclusion productiva no social 6.2 63 66 6.2 15 94 74 70 6.8
hrea urbana
Doble inclusion 301 360 421 442 428 431 442 422 442
Exdusion 272 231 16.2 138 18.9 189 159 164 14.4
Inclusién social no productiva 36.6 353 367 37.2 323 30.5 334 349 354
Inclusién productiva no social (Al 56 49 47 6.1 76 65 65 59
Hrea ol
Doble inclusion 46 63 76 10.1 121 17.8 171 18.4 16.2
Exdusion 763 725 611 65.1 58.2 511 513 473 511
Inclusién social no productiva 12.8 136 15.4 15.8 19.4 179 224 261 24.2
Inclusidn productiva no social 63 16 100 9.0 103 132 9.3 8.1 8.5

Fuente: elaboracin propia con base en la Encuesta Nacional de Empleo, Desempleo y Subempleo (INEC, 2018).
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Cuadro 1. Distribucion del valor de los hidrocarburos™

Contrato de produccidn compartida

Valor contractual de los hidrocarburos

Valor neto Regalia

Utilidad Operativa (U0) Costos Recuperables
Contrato U0 Compaiiia M ajuste U0 Estado

Contraprestacion Estado Contraprestacién Compaiiia

Regalia M ajuste U0 Estado U0 Compaiiia Costo Recuperable
Valor de los hidrocarburos — Costos de produccién = Renta 2/ Costos de produccidn
Take Contraprestacion Estado ISR Utilidad neta
Estado Compaiiia

Contrato de licencia

Valor contractual de los hidrocarburos

Contraprestacion de la Compaiiia

Contrato Contraprestacion Estado Contraprestacion neta Compadia
Regalia M ajuste Regalia adicional Utilidad Compaiia Costo de produccion
Valor de los hidrocarburos — Costos de produccion = Renta 2/ Costo de produccion
Take Contraprestacion Estado ISR Utilidad neta
Estado Compaiiia

Notas: *La cuota contractual para la fase exploratoria y el impuesto por la actividad de exploracion y extraccion de hidrocarburos
no se incluyen por ser poco significativos. Distribucin del petréleo conforme a un escenario donde el contratista es eficiente y
los costos recuperables coinciden con los costos de produccian. Mecanismo de ajuste (M de ajuste), conforme al Anexo 3 del
confrato genérico. Utilidad Operativa (U0). Utilidad neta = Utilidad Operativa — ISR.

Fuente: elaboracion propia.
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Cuadro 5. Ronda 2.4. Contrato de licencia en aguas profundas; reparto de un baril de petroleo cuando el
confratista es ineficiente. Escenario de precio y costo de produccion de 70 y 40 dls/bl

Ndmero Compaiiia Regalic  Regalic  Regalic  Ingreso  Rents  Renta  Renta del
de ganadora Adicional!~ Bdsica  Total del  pefrolera  del Estado
o m % ) fdd Ab) g propest
(dls/b) (%) SHeP (%)
2 Shell y PEMEX 15.0 10.3 253 17.7 30.0 58.9 5.6
3 Shell y Qatar P 10.0 10.3 203 14.2 30.0 473 35.6
4 Shell y Qatar P 10.0 10.3 203 14.2 30.0 473 5.6
5 PEMEX 6.2 10.3 16.5 1.5 30.0 38.5 35.6
6 Shell y Qatar P 20.0 10.3 303 2.2 30.0 70.6 5.6
7 Shell y Qatar PI 20.0 10.3 30.3 21.2 30.0 70.6 35.6
10 Repsol, PC Carigali 20.0 10.3 303 21.2 30.0 70.6 12
y Ophir
12 PC Carigali, Ophir 20.0 10.3 303 21.2 30.0 70.6 12
y PTTEP
14 Repsol y PC Carigali 20.0 10.3 30.3 2.2 30.0 70.6 312
18 PEMEX 7.1 10.3 174 12.2 30.0 405 12
20 Shell 20.0 10.3 303 212 30.0 70.6 35.6
Al Shell 20.0 10.3 303 21.2 30.0 70.6 5.6
22 Chevron, PEMEX 18.4 10.3 28.7 20.1 30.0 66.9 5.6
& INPEX
23 Shell 10.1 10.3 203 14.2 30.0 474 35.6
24 Eni'y Qatar PI 9.5 10.3 19.8 13.8 30.0 46.2 5.6
25 PC Carigali México 20.0 10.3 302 21.2 30.0 70.5 35.6
26 PC Carigali México 20.0 10.3 303 21.2 30.0 70.6 5.6
28 Shell 20.0 10.3 303 212 30.0 70.6 35.6
29 Repsol, Carigali, 20.0 10.3 303 21.2 30.0 70.6 5.6
Sierma...
Promedio 16.1 10.3 264 18.5 30.0 61.5 347

Notas: ' Regalia adicional propuesta por el liitante ganador; 2 Ingreso del Estado = regalia basica + regalia adicional;
3 Renta = precio — costo; No aplica mecanismo de ajuste a la regalia adicional; La ineficiencia del contratista anula el pago del
ISR (o base gravable se hace O para un sobre costo de entre 22 y 46% dependiendo del contrato); Costo eficiente = 40 dls/bl.

Fuente: elaboracion propia aplicando las reglas fiscales y las ofertas ganadora de las licitaciones.
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Cuadro 2. Caracterizaci6n de lus acciones de politica industrial del Acverdo (2017)
Programa,/ Ftapa Instrumento Objetivo
RenovAr Licitacion pablica de contratos de Desarrollo de mercado de energia eléctrica
abastecimiento de energia eléctrica de de fuentes renovables.
fuentes renovables.
ley 27.191 Incentivos fiscales a proyectos de EFR. esarrollo de mercado de energia eléctrica
de fuentes renovables.
ley 27.191 Certificado fiscal por infegracion de Desarrollo de proveedores locales.
componente nacional.
ley 27.191 Esquema arancelario de importacion. Alcanzar precios compefitivos en toda la
cadena de suministro.
ReProER Registro de fabricantes y proveedores de esarrollo de proveedores locales.
proyectos de EFR.
En proceso Financiamiento a proyectos de generacion Participacion nacional en proyectos de EFR.
de ERR.
PRODEPRO Financiamiento a proveedores. Promover la integracion de proveedores
ocales en cadenas globales de valor.
Asistencia técnica a proveedores
En proceso Fortalecimiento del “Sistema Nacional de mpulsar la transferencia y desarrollo de

Innovacion”.

Acuerdos de cooperacion con tecndlogos
extranjeros.

nuevas tecnologias.

Fuente: elaboracidn propia con base en el Ministerio de Produccion (2017).
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Grdfica 1. Perfiles de ingreso de hogares™

(Con escalas de equivalencia de hogares)
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— = == Ingreso porrenfas ~~ =====-=-- Ingreso por transferencias

*Montos mensuales a pesos constantes de 2014 ajustados por escalas de equivalencia OCDE.
Fuente: cdlculos propios con base en INEGI (1994-2014).





OEBPS/Images/Rodriguez C6.jpg
Cuadro 6. Resultados de la Ronda 1y 2 cuando el contratista es ineficiente

lrea Recursos Inversidn Inversidn Renta para Volumen de
adjudicada  prospectivos firme a firme a ol Estado ! produccidn
km? adjudicados ~ 50dls/bl 100 dis/bl %) para el Estado
(Mbpce) (%)
Ronda 1
12 660 244 126 19 1365 26-38
L 168 an 517 805 40-64 30-39
133 m 1882 170 264 >58 0
" 18818 8444 500 584 3687 0
Ronda 2
22 5872 2420 288 356 24-53 14-32
272 2917 435 169 208 20-88
23.2 259 9 34 20-88
24t 44178 279 1291 1689 n-m
Ronda 12 75984 16 694 3340 4 446 56.5 Lie=0; Cpc=3
Notas: ' En los contratos de produccién compartida el contratista ineficiente agota el limite de recuperacion de costos (60%
del valor contractual de la produccian); no aplica mecanismo de juste ni pago de ISR por los alfos costos de produccidn recu-
perables (costos reconocidos para efectos fiscales). 2 Precio de 50 dls/bl menos costo de produccion de 20 dls/bl = renta

30 dls/bl. ® Para la R1.3, extraccion de crudo, precio de 50 dis /bl menos costo de produccion de 12 dlis/bl= renta 38 dis /bl.
# para las rondas en aguas profundas (R1.4 y R2.4) precio de 70 dis /bl menos costo de produccion de 40 dis /bl = renta
30 dls/bl. cpe=contrato de produccion compartida.

Fuente: elaboracion propia aplicando las reglas fiscales y las ofertas ganadoras de las licitaciones.
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Anexo 1. Estratos sociales (en porcentaje)

Estrato 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017
Nacional
Pobre extremo 15.4 13.1 1.6 1.2 8.6 17 8.5 8.7 19
Pobre moderado ~ 20.7 19.7 17. 16. 16.9 148 148 142 135
Vulnerable 39.7 40.3 41. 40. 41.6 433 421 432 422
Medio 23.0 254 9. 30.6 311 326 330 324 348
Alro 1.2 1.5 1. 1. 1.7 1.5 1.6 1.5 1.5
frea urbana
Pobre extremo 8.2 1.0 5. 5 44 45 44 45 33
Pobre moderado 168 155 123 1.2 132 1.9 1.3 1.2 9.9
Vulnerable 4217 420 43, 42, 412 427 424 436 427
Medio 30.6 333 38. 40, 388 389 399 387 42.2
Alro 1.6 22 1.6 1.8 24 20 20 1.9 20
firea rural
Pobre extremo 29.2 251 244 233 174 143 170 17.6 179
Pobre moderado ~ 28.3 278 263 258 246 210 23 20.6 214
Vulnerable 34.0 370 373 385 424 447 415 424 41.2
Medio 8.2 9.8 11.6 122 15.2 195 18.6 189 19.1
Alro 0.3 0.2 0.3 0.2 0.4 0.5 0.6 0.5 05

Fuente: elaboracion propia con base en la Encuesta Nacional de Empleo, Desempleo y Subempleo (INEC, 2018).
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Grdfica 2. Perfiles de ingreso de hogares por sexo de la jefatura™

A. Jefatura femenina B. Jefotura masculing
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*Montos mensuales a pesos constantes de 2014 ajustados por escalas de equivalencio OCDE.

Fuente: cdlculos propios con base en INEGI (1994-2014).
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